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Art. Artículo (s) 
CC Código Civil 
CP Constitución Política 
CONACES Comisión Nacional Intersectorial de Aseguramiento de la Calidad de la Educación 
Superior  
CPACA Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 
CESU Consejo Nacional de educación Superior 
CNA Consejo Nacional de Acreditación 
ES Educación Superior 
ECAES Exámenes a la Calidad de la Educación Superior, ahora Saber Pro 
ETDH Educación para el trabajo y desarrollo humano 
ICFES Instituto Colombiano para la Evaluación de la Educación 
IES Institución  de Educación Superior 
IETDH Instituciones de Educación para el trabajo y desarrollo humano 
MEN Ministerio de Educación Nacional 
MP Magistrado ponente 
OCDE Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico 
OLE Observatorio Laboral para la Educación  
Par. Parágrafo  
PEI Proyecto Educativo Institucional 
SACES Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior 
SIET Sistema de Información de la Educación para el Trabajo y el Desarrollo Humano 
SNIES Sistema Nacional de Información de la Educación Superior 
SPADIES Sistema para la Prevención de la Deserción de la Educación Superior 
TIC Tecnologías de la Información y la Comunicación 






     La educación superior con el paso del tiempo ha venido adquiriendo gran importancia a nivel 
mundial llegando a ser la base del desarrollo económico y social de un Estado o grupo social y 
Colombia no puede quedarse atrás, debe avanzar, no a paso rápido en respuesta a los diferentes 
vaivenes de los gobiernos de turno sin tener un horizonte claro, sino con paso firme 
desarrollando proyectos sólidos y pertinentes en el mejoramiento de un sistema de educación 
superior, que dé respuesta en el marco global a los avances propios de la educación superior, y 
en un contexto local y regional, a los problemas y necesidades del país. 
 
     A manera de introducción, de los trabajos de mayor significado en diagnósticos y 
evaluaciones sobre la realidad de la Educación Superior en Colombia, se encuentra el informe 
presentado por el Secretario General de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económico (OCDE), en el documento denominado La Educación Superior en Colombia, (2012).  
 
     Este documento, a partir de la evaluación de los diferentes aspectos de la educación superior 
en Colombia durante la última década, describe las  posibles fortalezas de la educación superior 
en Colombia, presentando recomendaciones frente a aquellos aspectos que de acuerdo a dicho 
informe, deben fortalecerse, indicando como podrían enfocarse las políticas en temas álgidos de 
la educación superior en Colombia, entre otros: la reforma del marco legal; las funciones de las 
instituciones de educación superior en la consecución de los objetivos nacionales y la integración 
internacional; el desarrollo de indicadores de calidad de la educación que deben incluirse en las 
evaluaciones de resultados de las instituciones de educación superior; los planes de estudio y 
formación docente que coadyuven a la relación de competencias con las necesidades del entorno 
empresarial; la internacionalización del sistema de educación superior colombiano; la 






     Según propuestas formuladas por los investigadores Mejía & Duque, (2013),en Colombia se 
requieren Instituciones de Educación Superior (IES), que sean organizaciones inteligentes, 
pertinentes, abiertas, creativas, competitivas, participativas y que propugnen por el desarrollo 
integral del ser humano, su formación profesional con altos niveles de pos graduación, calidad y 
ética, que propicie el emprendimiento y la innovación, que procure por el bienestar de la 
comunidad y que tengan como prioridad la equidad y la justicia social, que las IES  actúen en 
redes y sus actividades permitan integrar la ciencia, tecnología, conocimiento, formación, 
investigación e innovación, proyección social y servicios, con respuestas adecuadas a los 
requerimientos de la sociedad del global en el conocimiento y de las diferentes comunidades. 
 
     Con enfoque en el marco normativo, la Constitución Política de Colombia de 1991, en sus 
artículos 67, 68 y 69, dejó establecidos los principios fundamentales de carácter general que 
rigen la educación para nuestro país, definiéndola como un derecho cívico y un servicio público 
que tiene una función social. En su dimensión de derecho, la educación tiene el carácter de 
fundamental, en atención al papel que cumple en la promoción del desarrollo humano y la 
erradicación de la pobreza y debido a su incidencia en la concreción de otras garantías 
fundamentales, como la dignidad humana, la igualdad de oportunidades, el mínimo vital, la 
libertad de escoger profesión u oficio y la participación política. Como un servicio público el 
Estado debe adelantar actuaciones concretas que comprendan desde la regulación, el ejercicio de 
inspección y vigilancia, la garantía de su prestación eficiente y continua. (Corte Constitucional, 
sentencia T-743 de 2013). 
 
     En Colombia, la educación superior es regida y orientada, en sus fundamentos básicos, por los 
lineamientos y concepciones que caracterizan a un Estado social de derecho, establecido como 
mandato constitucional y, como tal, corresponde al Estado ejercer el fomento, la inspección y 
vigilancia, en procura de garantizar la calidad y eficiencia en su prestación, y de facilitar el 
acceso de las personas aptas a la educación superior. 
 
     Acorde con estos fundamentos, fue expedida la Ley 30 de 1992, por la cual se organiza el 
Servicio Público de Educación Superior, norma que estableció los principios y objetivos de la 




definió el estatuto docente, estudiantil y las disposiciones sobre la administración del 
presupuesto y el personal de las instituciones de educación superior públicas, fijó las condiciones 
que orientan el funcionamiento de las instituciones de educación de origen privado, y garantizó 
el ejercicio de la autonomía permitiendo a las instituciones de este nivel, la designación de sus 
autoridades académicas y administrativas, el darse y modificar sus estatutos y la creación y 
desarrollo de sus programas académicos y que, específicamente  en sus artículos 58 a 61 dispone 
los requisitos para la creación y constitución de las IES de origen público.  
 
     Posteriormente, se expidió el Decreto reglamentario 1478 de julio de 1994, por el cual se 
establecían los requisitos y procedimientos para el reconocimiento de personería jurídica de 
instituciones de educación superior privadas; este fue derogado por el Decreto 1075 de mayo de 
2015, Decreto Único Reglamentario del Sector Educación, norma que compila toda la normativa 
vigente de educación superior y que recoge, en su integridad, lo dispuesto en el Decreto 1478 de 
1994. 
 
     Sin desconocer que con la promulgación de la Ley 30 de 1992, en estos 24 años el sistema de 
educación superior en Colombia presenta avances y logros importantes en materia de calidad, 
especialmente en la cobertura de la educación superior, aún queda mucho por hacer, se requiere 
darle prioridad a una decisión estratégica en materia de la política pública en educación superior 
en Colombia. Esto se ha podido establecer en los diferentes trabajos investigativos y diagnósticos 
ya  que la aplicación de dichas disposiciones, vigentes a hoy, resultan insuficientes para lograr un 
mejoramiento sustancial y definitivo de la calidad,  teniendo en cuenta los desarrollos actuales.  
 
     Es por ello que las disposiciones que regulan los trámites de creación y constitución de 
instituciones de educación superior en Colombia, requieren ser modificadas significativamente 
frente al entorno actual, en aras a contribuir con el proceso de mejoramiento de la calidad de la 
educación superior, específicamente en los aspectos referidos a que las instituciones de 
educación superior desde su creación y en observancia de su función misional, incorporen y 
asuman criterios asociados, no solamente en el cumplimiento de unas condiciones básicas de 




que respondan oportunamente a las necesidades de una educación más pertinente, actualizada y 
de calidad. 
 
     Naturalmente, esta responsabilidad institucional se da en el contexto de las diferencias de 
proyecto educativo, misión, visión y propósitos formativos entre las diferentes clases de 
instituciones de educación superior, que son el resultado del ejercicio autónomo de que gozan las 
mismas para definir sus rasgos característicos dentro de las funciones sustantivas de docencia, 
investigación, extensión e internalización.  
 
     El presente trabajo de investigación, no se trata de presentar una nueva disposición, sino de un 
conjunto de orientaciones que influyen en la determinación de modificación de la norma en los 
diferentes aspectos o criterios que comprenden la dimensión que tiene el compromiso del Estado 
con la comunidad al otorgar una personería jurídica de una institución de educación superior en 
Colombia. Así mismo para las personas naturales o jurídicas de derecho privado, que al presentar 
sus proyectos de creación de instituciones de educación superior al Ministerio de Educación 
Nacional,  aceptan el desafío de contribuir a impulsar el fortalecimiento, el mejoramiento de la 
calidad de la educación superior, cuyo fin es la profesionalización, lo que contribuye al 
desarrollo individual mejorando la calidad de vida de los habitantes y al desarrollo social, dado 
que conlleva a la competitividad  y a la productividad del país. 
 
     Es por ello que se da una mirada a los trámites de  reconocimiento de personería jurídica para 
instituciones de educación superior privadas, proceso que trata la Ley 30 de 1992, en sus 
artículos 96 a 102, y el Decreto 1075 de 2015 (que recogió en su integridad el Decreto 1478 del 
13 de julio de 1994), los cuales comprenden los criterios de calidad para garantizar el 
funcionamiento de una nueva institución de educación superior, no contemplándose alcances y 
desarrollos esperados frente a la visión, estructura y gestión del sistema de educación superior en 
Colombia, a lo cual debe estar articulado el funcionamiento de la institución, y la normativa 
vigente que regula otros procesos que también hacen parte del Sistema de Aseguramiento de la 
Calidad, que fue creado con el propósito de mejorar la calidad de la educación superior bajo el 
principio rector de la equidad, y en respuesta, entre otros aspectos, al incremento de instituciones 




1478 de 1994, reglamentario de la Ley 30 de 1992. Es por ello, que es necesaria la modificación 
de esta normativa, tendiente a promover la calidad de la educación superior, trascendiendo más 
allá del cumplimiento de unos requisitos vagamente señalados, dando un mayor énfasis en la 
observancia de que las nuevas instituciones de educación superior garanticen condiciones 
óptimas que favorezcan la calidad de la educación.  
 
     Es a este propósito que se apunta en ese trabajo, en el cual se identificarán los vacíos 
normativos, y falencias que requieren correctivos urgentes, por lo que se plantea como pregunta 
de investigación la siguiente: 
 
     ¿Cuáles son las reformas que se deben realizar a la normativa vigente para la creación y 
constitución de Instituciones de Educación Superior privadas en Colombia, teniendo en 
cuenta las falencias detectadas en los requisitos y procedimientos para su reconocimiento, 
dentro de la obligación del Estado de garantizar un aseguramiento en la calidad de la 
educación superior?  
 
 




     Conocer los desarrollos normativos para la creación y constitución de Instituciones de 
Educación Superior privadas en Colombia, mediante el estudio y análisis de la normativa 
vigente, que permita detectar las falencias, vacíos, inconsistencias o contradicciones en los 





1. Analizar la normativa vigente que regula el trámite de creación y constitución de IES 




contradicciones en la aplicación de la normativa vigente para la creación y constitución 
de IES privadas en Colombia. 
2. Proponer reformas normativas e institucionales que permitan superar las falencias, 
vacíos, inconsistencias y contradicciones en el trámite para la creación y constitución de 
IES privadas en Colombia, dentro del contexto de calidad. 
 
 
JUSTIFICACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN 
 
     La ampliación de la oferta y demanda en la educación superior, exige el desarrollo de 
estrategias dirigidas a brindar garantías en los temas de evaluación, certificación y acreditación 
de la calidad de la educación superior en Colombia, es por ello que se implementó el Sistema de 
Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior conformado por los organismos, las 
acciones y las estrategias que aplican desde el proceso mismo de creación de una institución de 
educación superior, hasta el desempeño del profesional egresado de este nivel. 
 
     Las estrategias para asegurar que la calidad sea óptima, deben desarrollarse  integralmente y 
de manera continua, esto es, desde el momento de la autorización para la creación de una 
institución de educación superior, del otorgamiento de un registro calificado para un programa, 
de la acreditación de este, o de una institución de educación superior. 
 
     Tratándose de procesos para la creación de instituciones de educación superior públicas o 
privadas, estos deben evolucionar y adaptarse, en aras a que las instituciones de educación 
superior cumplan estrictamente las normas vigentes, y que en observancia de su misión 
institucional, las instituciones propendan por el desarrollo integral de las personas, respondan al 
contexto social en el que están inmersas, el cual no se circunscribe solamente a un entorno 
nacional sino también global, pues la educación tiene un papel estratégico en relación con las 
posibilidades de crecimiento de la economía. 
 
     Es indiscutible que la normativa que rige el proceso de creación de instituciones de educación 




décadas de su expedición, pues recogió en su integridad el Decreto 1478 del 13 de julio de 1994, 
derogándolo, requiere una adecuación e integración de criterios fundamentales acordes con las 
disposiciones vigentes en un contexto actual, que garantice que las instituciones de educación 
superior que se crean se comprometan de manera autónoma en su proceso de mejoramiento para 
garantizar la prestación de un servicio educativo con calidad.  
 
     Ahora bien, como se observa en la tabla 1, teniendo en cuenta el origen de las IES (públicas u 
oficiales y privadas), se aprecia que las instituciones de carácter público representaban el 31.2% 
del total de IES en el 2000 y pasaron a representar el 28.2% en el 2015, frente a las instituciones 
privadas que pasaron del 68.8% (2000) a 71.8% (2015) del total de IES, lo cual muestra una 
tendencia de mayor creación de instituciones privadas de ES. El crecimiento durante los últimos 
quince años presenta una tasa de crecimiento del 18.4% en las privadas, mientras que en las 
públicas es del 2.5% mostrando un bajo crecimiento frente a las públicas para un incremento 
total de IES en dicho período (2000-2015) del 13.4%, equivalente a una tasa anual del 0.89%. 
 
Tabla 1. Crecimiento de las IES según su Naturaleza Jurídica (Número de IES/año) 





79 79 80 81 81 74 74 81 81 81 80 80 80 80 81 81 2.5% 
Privada 
174 182 187 189 190 190 196 197 201 201 206 206 206 206 207 206 18.4% 
total 
253 261 267 270 271 264 270 278 282 282 286 286 286 286 288 287 13.4% 










2. MARCO REFERENCIAL 
 
     A continuación, se presenta un marco referencial que responde al estado del arte de la 
pregunta de investigación, a través del cual se analizan entre otros temas: las instituciones de 
educación superior, la autonomía institucional, la inspección y vigilancia de la educación 
superior, el Ministerio de Educación Nacional, el fomento de la educación superior, el Sistema 




2.1 LAS INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR EN COLOMBIA 
 
     Actualmente el sistema de educación superior colombiano tiene características especiales 
respecto de la oferta pública y privada de las instituciones de educación superior que lo han 
diferenciado en algunos aspectos sustanciales del resto del mundo. De acuerdo con la política 
educativa, comprende una tipología de instituciones señalada en la Ley 30 de 1992, la Ley 115 
de 1994 (en su artículo 213 reconoce a las instituciones tecnológicas como instituciones de 
educación superior) y la Ley 749 de 2002 (la cual organiza el servicio público de la educación 
superior en las modalidades de formación técnica profesional y tecnológica), conforme su 
carácter académico y su naturaleza jurídica, tema que explicaré en el siguiente punto.   
 
     De acuerdo con el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos por un nuevo país”, 
expedido por la Ley 1753 de junio 9 de 2015, se cita allí que se debe avanzar en la conformación 
de un “sistema educativo universal de calidad”. Frente a ello, el Ministerio de Educación 
Nacional asumió el compromiso para crear el Sistema Nacional de Educación Terciaria (SNET), 




a la necesidad de crear ofertas educativas de calidad que superen la brecha existente entre los 
programas educativos y las necesidades productivas, sociales y culturales”. (Ministerio de 
Educación Nacional, 2016). Este nuevo sistema, que sería el “único sistema de educación 
terciaria”, está compuesto por los pilares de educación universitaria y educación formación 
profesional, y organiza los diferentes niveles de la formación post media bajo principios de 
calidad, inclusión, movilidad, reconocimiento de saberes y objetividad en la perspectiva de hacer 
coexistentes la Formación Universitaria (FU) y la Formación Profesional (FP) en sus diferentes 
niveles. 
 
     Cabe reiterar que el presente trabajo se restringe a la normativa vigente que rige el tema de 
educación superior en Colombia, como es la Ley 30 de 1992. 
 
Las instituciones de educación superior según su carácter académico 
     Según su carácter académico, corresponde a las características que definen el quehacer 
académico de una institución de educación superior, en otras palabras, que programas de 
educación superior en el nivel de pregrado o posgrado podrán ofertar y desarrollar. En ese orden, 
las Instituciones de Educación Superior (IES) se clasifican en: 
 
1. Instituciones Técnicas Profesionales 
2. Instituciones Tecnológicas 
3. Instituciones Universitarias o Escuelas Tecnológicas y 
4. Universidades.  
 
     Ahora bien, la educación superior tiene dos niveles de formación académica, con unos 
objetivos y tipo de estudios que las caracterizan. Estos niveles son pregrado y posgrado.  
 
Pregrado 
     Los programas académicos de pregrado preparan para el desempeño de ocupaciones, para el 
ejercicio de una profesión o disciplina determinada, de naturaleza tecnológica o científica o en el 
área de las humanidades, las artes y la filosofía. También son programas de pregrado aquellos de 




generales en ciencias, artes o humanidades, con énfasis en algunas de las disciplinas que hacen 
parte de dichos campos.  
     La formación de pregrado tiene las siguientes modalidades de formación y conduce a los 
títulos académicos que se indican: 
 Formación Técnica Profesional: conduce al título de "Técnico Profesional en...". 
 Formación Tecnológica: conduce al título de "Tecnólogo en...".  
 Formación Profesional: conduce al título de "Profesional en...". La denominación del 
título académico podrá estar o no precedida de ese calificativo, o corresponder, 
únicamente, a las denominaciones que el Legislador ha establecido en cumplimiento de 
su función de regulación del ejercicio profesional. De este nivel de formación 
profesional, hacen parte los títulos relacionados con la formación en el área de la 




     Los programas de posgrado contribuyen a fortalecer las bases para la generación, 
transferencia, apropiación y aplicación del conocimiento, así como a mantener vigentes el 
conocimiento disciplinario y profesional impartido en los programas de pregrado. El nivel de 
posgrado comprende las especializaciones, las maestrías, los doctorados y los postdoctorados 
(Colombia, Ley 30 de 1992, art. 10). 
 
     La formación de postgrado, según las exigencias y requisitos de preparación, conduce a los 
siguientes títulos académicos: 
 
 Especialización: conduce al título de "Especialista en...". 
 Maestría: conduce al título de "Magíster en...". 
 Doctorado: conduce al título de "Doctor en..." 
 





Instituciones Técnicas Profesionales 
     Se caracterizan por su vocación e identidad manifiesta en los campos de los conocimientos y 
el trabajo en actividades de carácter técnico, debidamente fundamentadas en la naturaleza de un 
saber, cuya formación debe garantizar la interacción de lo intelectual con lo instrumental, lo 
operacional y el saber técnico (Colombia, Ley 749 de 2002, art. 1).  
 
     Están facultadas legalmente para ofrecer programas a nivel de pregrado: programas técnicos 
profesionales. A nivel de posgrado: especializaciones técnicas profesionales. Corresponde a 
programas de formación en ocupaciones de carácter operativo e instrumental y de 
especialización en su respectivo campo de acción, sin perjuicio de los aspectos humanísticos 
propios de este nivel (Colombia, Ley 30 de 1992, art. 16).   
 
Instituciones Tecnológicas 
     Se caracterizan por su vocación e identidad manifiestas en los campos de los conocimientos y 
profesiones de carácter tecnológico, con fundamentación científica e investigativa. 
 
     Están facultadas legalmente para ofrecer programas a nivel de pregrado: programas técnicos 
profesionales y programas tecnológicos. A nivel de posgrado: especializaciones técnicas 
profesionales y especializaciones tecnológicas. 
 
     Con relación a las Instituciones Técnicas Profesionales e Instituciones Tecnológicas, como 
aspecto relevante, la Ley 30 de 1992 contempla un alto grado de analogía entre una y otra, sin 
definirlas. De esta analogía son conscientes las asociaciones gremiales, al señalar:  
 
(…) la educación técnica se ha concebida como un oficio, que solo requiere un 
dominio instrumental y práctico y poco conocimiento en las ciencias o saberes, 
cuando las exigencias del mundo productivo van en sentido contrario. Por su parte, la 
educación tecnológica, sólo se ha diferenciado de la anterior, por el número de 
semestres adicionales, mas no por la fundamentación científica que requiere, ni por 
resultados visibles como la creación e innovación tecnológica, la producción de 




niveles técnico y tecnológico que ofrezca señales claras a los empleadores para 
vincular, remunerar y promover a los egresados de estos niveles. (Asociación 
Colombiana de Instituciones de Educación Superior con Formación Técnica 
Profesional y/o Tecnológica [Aciet], Asociación Colombiana de Instituciones de 
Educación Superior con Carreras Técnicas Profesionales por Ciclos Propedéuticos 
[Acicapi], 1996).  
 
     De igual manera, desde su marco competencial dado por la Leyes 30 de 1992 y 115 de 1994, 
podría apreciarse una exclusión en relación con las otras instituciones de educación superior 
(instituciones universitarias, escuelas tecnológicas  y universidades), por cuanto en la norma que 
rige la educación superior en Colombia, se delimita su ámbito jurídico, pues las instituciones 
técnicas profesionales solamente pueden “ofrecer programas de formación en ocupaciones de 
carácter operativo o instrumental y de especialización en su respectivo campo de acción” (Ley 
30 de 1992, art. 17), y  las instituciones tecnológicas solo podrán “adelantar programas de 
formación en ocupaciones, programas de formación académica en profesiones o disciplinas y 
programas de especialización"(Ley 115 de 1994, art. 213), lo que la sociedad podría interpretar 
como el ofrecimiento de una educación de baja o mediana clase, pues se les circunscribe a una 
formación de tipo ocupacional, operativa y para oficios, que en algunos casos, a lo que se agrega 
que los conocimientos de quienes la han adelantado no son reconocidos  por otras IES en los 
siguientes niveles de educación superior.  
 
     Frente a esta situación, con la expedición de la Ley 749 de 2002 y el entonces Decreto 2216 
de 2003 (hoy Decreto 1075 de 2015, que lo derogó y acopió en su integridad), las instituciones 
técnicas profesionales y las instituciones tecnológicas, están facultadas para ofrecer y desarrollar 
programas académicos por ciclos propedéuticos hasta el nivel profesional, en las áreas del 
conocimiento señaladas en la ley, lo cual podrán realizar mediante el trámite de solicitud de 
Redefinición Institucional, proceso que se adelanta ante el Ministerio de Educación Nacional y 







Instituciones Universitarias o Escuelas Tecnológicas 
     Aquellas facultadas legalmente para adelantar programas de formación en ocupaciones, 
programas de formación académica en profesiones o disciplinas y programas de especialización 
(Colombia, Ley 30 de 1992, art. 19).   
 
     Están facultadas legalmente para ofrecer a nivel de pregrado: programas técnicos 
profesionales, programas tecnológicos y programas profesionales. A nivel de posgrado: 
especializaciones técnicas profesionales, especializaciones tecnológicas y especializaciones 
profesionales. 
 
     Podrán, igualmente, obtener autorización ministerial para ofrecer y desarrollar programas de 
maestría y doctorado, siempre y cuando cumplan los presupuestos mencionados en el parágrafo 
del artículo 21 de la Ley 30 de 1992. 
 
Universidades 
     Es el máximo escalón de las IES de acuerdo a su carácter académico. A este rango solamente 
pueden llegar las instituciones que tienen el carácter académico de institución universitaria o 
escuela tecnológica que cumplan los requisitos señalados en el artículo 20 de la ley 30 de 1992, 
que se encuentran desarrollados en el Decreto 1075 de 2015.   
 
     Las universidades son aquellas que acreditan su desempeño con criterio de universalidad en 
las siguientes actividades: la investigación científica o tecnológica, la formación académica en 
profesiones o disciplinas y la producción, desarrollo y transmisión del conocimiento y de la 
cultura universal y nacional.  
 
     Pueden adelantar programas de formación en ocupaciones, profesiones o disciplinas, 
programas de especialización, maestrías, doctorados y postdoctorados, según la ley. En otras 
palabras, a nivel de pregrado: programas técnicos profesionales, programas tecnológicos y 
programas profesionales. A nivel de posgrado: especializaciones técnicas profesionales, 
especializaciones tecnológicas, especializaciones profesionales y maestrías y doctorados, 




     Así, el sistema de educación superior en Colombia ha tenido importantes cambios desde 
finales de la década del noventa, como consecuencia de procesos iniciados con la expedición de 
la Ley 30 de 1992. 
 
     A continuación, en las tablas 2 a 6 se muestran algunas estadísticas relevantes sobre las 
Instituciones de Educación Superior en Colombia.  
 
Tabla 2. Instituciones de Educación Superior- 2015 (Número de IES) 




Universidad 31 50 1 82  
Institución universitaria/Escuela tecnológica 16 92 12 120  
Institución tecnológica 6 39 6 51  
Institución técnica profesional 9 25   34  
Total general 62 206 19 287  
Fuente: Ministerio de Educación Nacional (2016) 
 
     En la tabla 2, de acuerdo a las estadísticas que arroja el Sistema Nacional de Información 
Superior (SNIES), se observa que para el año 2015, hay un total  287 instituciones de educación 
superior en Colombia,  81 de origen público (oficiales + régimen especial) con participación del 
28.2% y 2016 de origen privado, equivalentes a una participación del 71.8% del total de IES.  
 
     Así mismo, de acuerdo con la tipología de IES, hay 34 instituciones técnicas profesionales 
que equivalen al 11.8% del total, 51 instituciones tecnológicas con el 17.8%, 120 instituciones 
universitarias o escuelas tecnológicas con el 41.8% y 82 universidades con participación del 
28.6%. El número de instituciones Técnicas profesionales y Tecnológicas (TyT), cuya formación 
está orientada a la incursión en el mercado laboral, representan el 29.6%, inferior a las demás 
clases de Instituciones con el 70.4%. 
 
     Por otro lado, observando las tablas 3 y 4, la Educación Superior registra a diciembre de 2015 
una matrícula de 2.293.550 estudiantes, representando un incremento para el período (2007-
2015) del 68.3% equivalente al 8.5% anual, distribuidos en 287 instituciones de educación 
superior, las cuales ofertan 12.169 programas académicos (92.1% con RC y 7.9% con 




100 programas con Registro Calificado). Estos programas están desarrollados con el enfoque de 
formación por créditos académicos, permitiendo la movilidad entre uno y otro nivel (técnico 
profesional, tecnológico y profesional), y entre las mismas IES (juega un papel importante los 
ciclos propedéuticos, la homologación, entre otros).  
 
Tabla 3. Oferta de Programas Académicos por Nivel de Formación 2015 (Programas/Año) 
Nivel de Formación Con Registro 
Calificado (RC) 
De alta Calidad 
(AC) 
No. Programas con AC 
por cada 100 con RC 
Técnica Profesional 1.066 18 1.7 
Tecnológica 1.519 66 4.3 
Universitaria 3.756 772 20.6 
Especialización 3.171 8 0.3 
Maestría 1.465 73 5.0 
Doctorado 236 19 8.1 
Total 11.213 956 8.5 
Fuente: MEN – SACES, CNA. Fecha corte a diciembre 2015 
 
      En la tabla 4, se muestra además que el incremento de estudiantes matriculados en educación 
superior en el nivel de pregrado durante el período referenciado, es relevante en los niveles de 
formación de tecnólogo con un aumento anual promedio del 17.01%, profesional universitario 
con 5.79% anual, pero mostrándose una manifiesta disminución en técnicos profesionales con (-
7.46% anual) preocupante dentro de la política de formación para el trabajo a nivel técnico. 
Igualmente, a nivel de postgrados, se destaca el incremento promedio anual en Maestrías 
(17.76%) y en Doctorados (15.59%). 
 
Tabla 4. Matrícula Total Instituciones según Nivel de Formación 2015 (estudiantes/año) 
Nivel de 
Formación 2007 2008 2009 2010 2011* 2012* 2013* 2014 2015 
Técnica Profesional 207.188 224.026 150.641 92.941 82.347 78.901 83.575 96.466 93.970 
Tecnológica 188.249 239.954 347.741 449.686 520.754 539.507 603.688 614.825 623.551 
Universitaria 910.228 963.167 1.015.608 1.045.133 1.159.512 1.220.825 1.296.123 1.369.149 1.431.983 
Especialización 41.020 46.216 57.734 60.116 80.429 83.388 82.550 87.184 86.280 
Maestría 14.393 16.624 19.681 23.819 30.360 32.745 39.488 48.000 52.608 
Doctorado 1.431 1.544 1.806 2.326 2.920 3.063 3.800 4.428 5.158 
Total 1.362.509 1.491.531 1.593.211 1.674.021 1.876.322 1.958.429 2.109.224 2.220.052 2.293.550 





     En esa misma dirección, de acuerdo con la información que contienen tablas 3 y siguientes, se 
deduce que no es favorable para Colombia, que un alto porcentaje de la oferta y la matrícula se 
centre en las universidades, mientras que continua muy baja la oferta y la matrícula en las 
instituciones técnicas profesionales y tecnológicas. Esta situación es desfavorable, dado que la 
sociedad requiere de mayor desarrollo de las fuerzas productivas, mayor competitividad y de un 
número mayor de recurso humano altamente calificado en el saber técnico y tecnológico. 
 
      De igual manera, de acuerdo a las cifras de las tablas 3, 4 y 5, se observa que durante los 
últimos siete años la matrícula en programas técnicos profesionales ha pasado de representar el 
15.2% de la matrícula en educación superior a sólo el 4.1%, lo cual llama la atención acerca de la 
debilidad de la formación técnica profesional en educación superior. En esa dirección, se observa 
que a 2015 los programas técnicos profesionales registraron una matrícula de sólo 93.970 
estudiantes frente a los 207.188 matriculados en el 2007. 
 
      La educación tecnológica, por su parte, (influyendo notoriamente las matrículas en el SENA 
y el tema de la formación por ciclos propedéuticos), pasó del 13,8% en el año 2007 al 27.2% en 
2015, registrándose en 2015 una matrícula de 623.551 estudiantes, frente a 188.249 matriculados 
en el 2007. 
 
Tabla 5. Participación Matrícula Total 
Nivel de 
Formación 2007 2008 2009 2010 2011* 2012* 2013* 2014 2015 
Técnica Profesional 15,2% 15,0% 9,5% 5,6% 4,4% 4,1% 4,0% 4,3% 4,1% 
Tecnológica 13,8% 16,1% 21,8% 26,9% 27,8% 26,7% 28,1% 27,7% 27,2% 
Universitaria 66,8% 64,6% 63,7% 62,4% 61,8% 63,2% 61,9% 61,7% 62,4% 
Especialización 3,0% 3,1% 3,6% 3,6% 4,3% 4,2% 3,9% 4,0% 3,8% 
Maestría 1,1% 1,1% 1,2% 1,4% 1,6% 1,7% 1,9% 2,2% 2,3% 
Doctorado 0,1% 0,1% 0,1% 0,1% 0,2% 0,2% 0,2% 0,2% 0,2% 
Total 100% 100% 100% 100% 100% 100% 100% 100% 100% 





      Acorde con los comentarios a la tabla anterior, los datos porcentuales reflejan mayor interés 
en la selección de programas en el nivel profesional universitario. 
 
Tabla 6. Crecimiento Matrícula por Nivel de Formación 
Nivel de 
Formación 











11,4% -4,6% 5,7% 16,2% -2,6% -7,46% 
Tecnológica 27,5% 44,9% 29,3% 12,1% 2,2% 14,1% 4,6% 1,4% 17,01% 
Universitaria 5,8% 5,4% 2,9% 10,9% 5,1% 6,3% 5,3% 4,6% 5,79% 
Especialización 12,7% 24,9% 4,1% 33,8% 1,1% 1,6% 6,3% -1,7% 10,35% 
Maestría 15,5% 18,4% 21,0% 27,5% 7,9% 20,6% 21,6% 9,6% 17,76% 
Doctorado 7,9% 17,0% 28,8% 25,5% 4,9% 24,1% 16,5% 16,5% 15,59% 
Total 9,5% 6,8% 5,1% 12,1% 4,4% 7,7% 5,3% 3,3% 6,78% 
Fuente: MEN-SNIES a mayo 2016 *Cifras 







      Con relación a la tabla 6, se observa además que en el período analizado (2007-2015) ha 
decrecido en un 59.7% el número de matrículas en programas técnicos profesionales y las 
matrículas en programas tecnológicos han aumentado en un 136,1%; al igual que en la matrícula 
en programas universitarios que se incrementó en un 46,3%. Lo anterior, denota que muchos 
programas técnico profesionales están desapareciendo en beneficio de los programas 
tecnológicos.  
      Otro análisis derivado, muestra que por cada estudiante de doctorado se tiene la siguiente 
relación comparativamente entre los años 2007 v/s 2015: 
                      Doctor    Técnico P    Tecnólogo    Universitario    Especialista    Maestría        
       2007           1            145               132                636                    29                10 
       2015           1             18                121                278                    17                10 
      Lo anterior denota una enorme brecha en los niveles de formación de pregrado vs postgrado. 
Al respecto, el panorama puede ser más crítico si se revisan las estadísticas de egresados por 
nivel de formación, donde las tasas de deserción en maestrías y doctorados en el país son muy 
altas. 
       A continuación, en las tablas 7 y 8, se muestra el comportamiento de las matrículas entre 




pregrado aumentan, hay diferencia entre las instituciones técnicas profesionales, las tecnológicas 
y las demás. 
 
Tabla 7. Matrícula Total por Sector 
Sector 2007 2008 2009 2010 2011* 2012* 2013* 2014 2015 
Pública  739.834 826.532 872.352 927.295 995.826 1.017.138 1.089.911 1.012.456 1.167.888 
Privada 622.675 664.999 720.859 746.726 863.866 912.449 1.002.980 863.866 1.125.662 
Total 1.362.509 1.491.531 1.593.211 1.674.021 1.859.692 1.929.587 2.092.891 1.876.322 2.293.550 
Participa 
ción  2007 2008 2009 2010 2011* 2012* 2013* 2014 2015 
Matrícula pública 54,3% 55,4% 54,8% 55,4% 53.5% 52,7% 52,1% 54,0% 50,9% 
Matrícula privada 45,7% 44,6% 45,2% 44,6% 46.5% 47,3% 47,9% 48,6% 49,1% 
Fuente: MEN – SNIES Corte a mayo 16 de 2016 




Tabla 8. Tasas de Crecimiento Matrícula por Sector 
Sector 2008 2009 2010 2011* 2012* 2013* 2014 2015 
Pública  11.,7% 5.5% 6.3% 7.4% 2.1% 7.2% 4.8% 2.3% 
Privada 6.8% 8.4% 3.6% 15.7% 5.6% 9.9% 7.5% 4.4% 
Fuente: MEN – SNIES Corte a mayo 16 de 2016 





      Se muestra que la participación del sector público en la matrícula paso del 54.3% en 2007 a 
50,9% en 2015, disminuyendo su participación frente al sector privado que paso del 45.7% en 
2007 a 49,1% en 2015. Lo anterior, muestra que la tendencia de crecimiento en matriculas en el 
sector público es del 7.2% anual en el período analizado, frente a un mayor crecimiento del 
sector privado con el 10.1% anual, observándose que el sector público está perdiendo 
participación en la cobertura de la educación superior, no siendo lo deseable para el país que 
requiere una mayor oportunidad para la población menos favorecida. 
 
     Los datos aquí consignados que responden a los publicados por el Ministerio de Educación 
Nacional, pertenecen a la información registrada por las IES en los diferentes aplicativos del 
Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior.  A manera de conclusión, se 




ya que aumentó el número de estudiantes matriculados en un 51.66% en el lapso de 2007 a 2015 
para un incremento anual equivalente del 6.46%. 
 
     Igualmente, el número de matriculados a programas de postgrado incrementó su participación 
porcentual en las matrículas en la educación superior, en un 101,53% en el período referenciado 
para un incremento anual equivalente del 12.69%. Hay un porcentaje de oferta y matrícula mayor 
en áreas de formación universitaria, frente al nivel de formación T y T. Este es un aspecto que 
debe fortalecerse para atender los retos propios de la evolución del sistema productivo en 
atención a las relaciones económicas internacionales. 
 
     Para atender este aspecto, el Gobierno ha tenido la propuesta de un cambio en la educación 
superior en Colombia, se han constituido nuevas instituciones (si bien no es una cifra alta, hay un 
mínimo con metodología totalmente virtual) y programas de educación superior, se ha incluido la 
formación por ciclos propedéuticos, la movilidad internacional, se ha incursionado en el uso de 
la tecnología en la educación superior, no obstante, hay algunas limitantes de orden 
gubernamental como sociocultural a las reformas necesarias. 
 
     Dentro de estas circunstancias, se resalta la creencia cultural de un mejor estatus social 
cuando se ingresa a una Universidad, a determinados programas universitarios, sobre la 
formación académica en una institución técnica profesional o tecnológica, subvalorando estos 
niveles formativos. En el país lamentablemente pesa la creencia de que la formación universitaria 
parece ser que es la única que nos provee respetabilidad y mejor nivel de vida.  
 
     Como se citó más arriba, coadyuva dicha situación la normativa vigente que regula los niveles 
de formación académica en educación superior, especialmente la Ley 30 de 1992, la cual concibe 
la formación técnica profesional y tecnológica, como formación ocupacional, práctica para el 
desarrollo de actividades u oficios de bajo perfil, lo que podría generar diferencias de estatus 
social y laboral entre ser profesional y ser técnico profesional o tecnólogo, es decir, que en el 






     Con la expedición de la Ley 749 de 2002, se autorizan a las IES técnicas profesionales y 
tecnológicas para que organicen sus actividades formativas de pregrado en ciclos propedéuticos 
secuenciales y complementarios, comprendiendo cada ciclo la formación propia de un programa 
del nivel respectivo, y el componente propedéutico, que viene a ser la formación adicional para 
poder continuar con el ciclo siguiente. Se incluye un elemento importante como es la 
flexibilidad, el cual facilita la migración de estudiantes entre los diferentes niveles y programas 
en una misma institución, como entre las instituciones de educación superior, quedando un 
aspecto vital por fortalecer y es el de actualizar los programas con sus respectivas modificaciones 
en los perfiles ocupacionales y competencias laborales que debe desarrollar el estudiante, y que 
se requieren para atender las necesidades actuales del sector productivo, esto, es un gran desafío 
que implica un estudio complejo y preciso tendiente a identificar las necesidades del sector 
empresarial en materia de recurso humano para garantizar una oferta oportuna y con pertinencia 
de los programas que deben reformarse o estructurarse para dar respuesta a las expectativas de 
este sector.  
 
     A lo anterior, se agrega que muchas de estas instituciones técnicas profesionales  y 
tecnológicas, en lugar de centrarse en alcanzar la excelencia como instituciones de este nivel, han 
venido trabajando en el proceso de su transformación para ser instituciones universitarias y 
posteriormente buscar el reconocimiento como universidad, desconociendo su función misional, 
ya que hacen parte de la respuesta para que Colombia en su desarrollo económico y social pueda 
responder a los requerimientos  del sector productivo y optimizar su competitividad, es necesario 
contar con un mayor número de técnicos profesionales y de tecnólogos especializados en los 
sectores que demanda el país, y así mismo, ingresando este grupo de población al mercado 
laboral se generarían más ingresos para las familias. 
 
      Esto, conlleva a señalar que el Gobierno Nacional debe fortalecer el emprendimiento de 
acciones que fomenten la transformación de la educación técnica profesional y tecnológica 
mediante el acercamiento de estas IES a las políticas nacionales, del mejoramiento de los 
ambientes de enseñanza y aprendizaje, de los niveles de formación de los docentes, fortalecer  la 
creación de rutas de formación técnica y tecnológica profesional a partir de la educación media, 




necesidades presentes y futuras del sector  productivo en el país. Estos logros deben ir de la 
mano de respuestas para enfrentar la deserción (como se ve en la tabla 9), e incrementar la 
permanencia de los estudiantes en la educación superior, y lograr así, mejores tasas de 
graduación. La tasa de deserción señalada corresponde a la deserción anual promedia de 
programas a nivel de pregrado en educación superior. Al respecto, igualmente según el Sistema 
para la Prevención de la Deserción en las Instituciones de Educación Superior (SPADIES, 2016), 
la deserción por cohorte en 2015 de programas de Técnica Profesional representó el 56.9%, de 
Tecnologías el 52.1% y de Universitarios el 46.1%. 
 
Tabla 9. Deserción Estudiantil en los Niveles Pregrado y Posgrado 
Tasa de deserción 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015* 
Anual 10,7% 12,1% 12,4% 12,9% 11,8% 11,1% 10,4% 10,1% 9,3% 
Fuente: SPADIES  
*Información con corte abril 2016 
       
     Si bien, como se dijo, hay un número considerable de personas que incursionan en la 
educación superior, no obstante, de acuerdo a los datos consignados en la tabla 9, también hay un 
porcentaje notorio de quienes desertan en el trascurso de su formación académica, por lo que 
podría considerase que hacen falta estrategias para incrementar la permanencia de los estudiantes 
en la educación superior y lograr un mayor número de graduados frente a las cifras de quienes 
inician este nivel superior.   
 
     La deserción es un tema crucial que abarca todos los niveles de educación superior en 
Colombia, si bien, se han alcanzado avances en cobertura y acceso, preocupan las cifras de 
colombianos que no culminan sus estudios superiores. En consonancia con lo anterior, para 
alcanzar las metas fijadas en términos de equidad y crecimiento, es necesario trabajar en 
iniciativas y estrategias que garanticen la permanencia. (Ministerio de Educación Nacional, 
2015).  
     Esto lleva a señalar que en la actualidad, la determinación de crear una institución como parte 
del sistema educativo en educación superior, indiferentemente su carácter académico, exige 




apertura frente a las transformaciones estructurales en cumplimiento de la misión encomendada a 
las instituciones de educación superior, toda vez que deben estar comprometidas de manera 
activa con el desarrollo y la competitividad nacional y mundial, como también orientadas a 
mejorar la calidad, cobertura, pertinencia e implementación de estrategias orientadas a fortalecer 
la permanencia (aspecto que genera además, un impacto directo en el proyecto de vida del 
estudiante y en el de su núcleo familiar), lo cual implica cambios sustanciales en las instituciones 
referidos a su gestión académica, administrativa y métodos de formación. Aspectos estos, que 
deben hacer parte de los criterios de evaluación contemplados en una normativa y determinados 
teniendo en cuenta el carácter académico de la nueva institución de educación superior que se 
proyecta crear. 
     Desde esta óptica, se requiere que para la constitución de las nuevas instituciones de 
educación superior se debe exigir unas condiciones básicas, frente a las transformaciones tanto 
en el desarrollo de sus funciones sustantivas de docencia, investigación y proyección social, 
como en sus formas de gestión, que dé respuesta al crecimiento de la demanda estudiantil, a la 
cobertura de la educación superior, que desarrollen proyectos pedagógicos que respondan a los 
requerimientos de los sectores sociales, económicos y productivos colombianos actuales, 
orientados a la solución de problemas, de diferentes contextos, donde los estudiantes puedan 
proyectar sus capacidades, habilidades y potencialidades, con mayor facilidad, temas en los 
cuales deben hacer parte todos los tipos de instituciones del sistema de educación superior 
colombiano en la medida en que avanza la economía colombiana, pues las instituciones de 
educación superior son parte fundamental en la estructura empresarial de un Estado. 
 
     Todo ello lleva a concluir que se requiere del establecimiento de disposiciones normativas 
más estrictas y actuales que conlleven al desarrollo de mecanismos sólidos de aseguramiento de 
la calidad con el fin de mejorar la calidad y pertinencia del servicio educativo y el desempeño de 
las instituciones de educación superior.  
 
Las instituciones de educación superior según su origen o naturaleza jurídica 
     Según su origen o naturaleza jurídica, corresponde a las características que desde los aspectos 
jurídico y administrativo comprenden cómo se organizarán desde su constitución o creación. En 




Instituciones de educación superior privadas 
     Por mandato constitucional las personas naturales y jurídicas de derecho privado pueden crear 
instituciones de educación superior en los términos que señale la Ley. (Constitución Política de 
Colombia, 1991, art. 68-69). 
 
     La Ley 30 de 1992 en su artículo 98 determina la naturaleza jurídica de estas, señalando que 
las instituciones de educación superior privadas, deben ser personas jurídicas de utilidad común, 
sin ánimo de lucro, que se organizaran como corporaciones, fundaciones, o instituciones de 
economía solidaria. 
 
     De conformidad con lo normado en el artículo 633 del Código Civil, una persona jurídica es 
un ente de creación legal, ficticia, capaz de ejercer derechos, contraer obligaciones y de ser 
representada judicial y extrajudicialmente.  
 
     En referencia a las instituciones de economía solidaria, estas se constituyen con el objetivo de 
realizar actividades de cooperación, ayuda mutua, solidaridad y autogestión de sus asociados, de 
beneficio particular y general (ICFES, 2004).  Su término de duración es indefinido y debe estar 
señalado en sus estatutos.  (A la fecha solamente hay una institución de educación superior 
organizada como una entidad de economía solidaria, corresponde a la Universidad Cooperativa 
de Colombia).   
  
     Las fundaciones y corporaciones están reguladas en el Código Civil en sus artículos 633 a 
652. En cuanto a la diferencia entre las fundaciones y las corporaciones, el Consejo de Estado, 
señaló: 
 
La corporación está formada por una reunión de individuos y tiene por objeto el bienestar 
de los asociados, sea físico, intelectual y moral. No persigue fines de lucro. La fundación 
se distingue de la corporación, en que es un establecimiento que persigue un fin especial 
de beneficencia o de educación pública, para lo cual se destinan bienes determinados. En 
la fundación no hay personas asociadas sino un conjunto de bienes dotados de personería 




predestinación de bienes a fines sociales. (Sala de Negocios Generales, sentencia del 21 
de agosto de 1940).  
 
     De lo expuesto por el Consejo de Estado, las fundaciones se definen como un conjunto de 
bienes destinados por una persona para cumplir un fin, dotados de personería jurídica; y las 
corporaciones-asociaciones como la reunión de individuos que tiene por objeto el bienestar de 
los asociados. (Icfes, 2004). 
 
     A continuación, en la tabla 10 se señalan algunos aspectos que marcan la diferencia entre una 
y otra:  
 
Tabla 10. Diferencias entre Corporación y Fundación 
Aspecto Corporación o asociación Fundación 
Conformación   Su conformación corresponde a un grupo 
de personas que buscan su bienestar 
como miembros de la corporación. 
Se entiende conformada por el conjunto 
de bienes que son aportados por 
empresas o personas.  
No hay miembros, solamente existirá la 
voluntad de su fundador.  
Objeto El objeto o fin para el cual fue creada, 
como su funcionamiento o disolución, 
puede ser modificado de acuerdo a la 
voluntad de quienes la constituyeron, 
corresponde a un acto colectivo.  
El objeto social o fin para el cual fue 
creada, no puede ser modificado, se 
respeta la voluntad de su fundador 
plasmada en el acta de constitución. 
Normas estatutarias Son establecidas por sus miembros. 
Pueden ser modificadas en cualquier 
momento de acuerdo a lo que se señale 
la ley. 
El objeto para el cual fueron creadas 
puede ser modificado por la asociación 
de personas. 
 
Son establecidas por el fundador en el 
acto de fundación y en principio son 
inmodificables. Solamente pueden ser 
modificadas en el caso de ser contrarias 
al ordenamiento legal, o para adecuarlas 
a necesidades sociales. El fundador 
puede reservase la facultad para 
modificar el objeto para la cual fue 
constituida. De acuerdo al artículo 650 
del CC, en el evento de que frente a una 
situación no exista en los estatutos una 
disposición que aplique, es el Presidente 
de la Fundación quien puede suplir tal 
situación.  
Duración  El término de duración para las 
corporaciones es  definido. En las 
normas estatutarias se señalan causales 
de disolución. 
El término de duración es indefinido. De 
conformidad con el artículo 652 del CC, 
se extinguen por la destrucción de los 
bienes afectados para lograr el fin 
propuesto, aunque en las normas 
estatutarias se señalan causales de 
disolución. 





     Las IES privadas, bien sea que se organicen como fundaciones, corporaciones o instituciones 
de economía solidaria, tienen características imprescindibles como es que son de utilidad común 
y sin ánimo de lucro y se encuentran sujetas a la inspección y vigilancia por parte del Ministerio 
de Educación Nacional, a quien también le corresponde otorgar el reconocimiento de personería 
jurídica.  
 
     Así mismo, se resalta que ningún miembro fundador de una IES podrá ceder o transferir su 
calidad a otra persona.  
 
Instituciones de educación superior estatales u oficiales 
     Las instituciones de educación superior públicas o estatales se clasifican, a su vez en: Entes 
universitarios autónomos y en Establecimientos públicos. 
 
- Entes universitarios autónomos: Son las universidades, que de acuerdo a la normativa 
(Colombia, Ley 30 de 1992, art. 57), deben organizarse como entes universitarios 
autónomos, con régimen especial, vinculados al Ministerio de Educación Nacional en lo que 
se refiere a las políticas y la planeación del sector educativo. Los entes universitarios 
autónomos tendrán las siguientes características: Personería jurídica, autonomía académica, 
administrativa y financiera, patrimonio independiente y podrán elaborar y manejar su 
presupuesto de acuerdo con las funciones que le corresponden. Esto es, que tienen autonomía 
especial en materia de contratación; cuentan con régimen especial salarial para sus docentes, 
según el Decreto 1279 de 2002; tienen un manejo especial en materia presupuestal y tienen 
aportes especiales que deben mantenerse por parte del Gobierno Nacional, según lo dispuesto 
en el artículo 87 de la citada Ley 30 de 1992. Todas las universidades públicas conforman el 
Sistema de Universidades del Estado (SUE) el cual fue creado por la Ley 30 de 1992 (art. 
81), siendo sus objetivos: racionalizar y optimizar los recursos humanos, físicos, técnicos y 
financieros; implementar la transferencia de estudiantes, el intercambio de docentes, la 
creación o fusión de programas académicos y de investigación, la creación de programas 
académicos conjuntos, y crear condiciones para la realización de evaluación en las 




desarrollo institucional, considerando las estrategias de planeación regional y nacional. 
(Colombia, Ley 30 de 1992, arts. 81 y 83). 
 
- Establecimientos públicos: Son las demás instituciones estatales u oficiales que no tienen el 
carácter de universidad. Estas deben organizarse como establecimientos públicos del orden 
nacional, departamental, distrital o municipal. (Colombia, Ley 30 de 1992, art. 57).  
 
     La Corte constitucional en diversas sentencias ha señalado, que la diferencia entre los entes 
universitarios autónomos y los establecimientos públicos radican en el grado de autonomía. Los 
entes universitarios autónomos o universidades públicas tienen una autonomía superior, tienen 
un poder mayor de autorregulación y no están supeditadas al poder ejecutivo, por el contrario, 
los establecimientos públicos hacen parte de la administración y por ende gozan de menor 
autonomía. No obstante, la autonomía que se predica de las universidades públicas, como se ha 
citado, también está limitada a la Constitución y la ley. 
 
 
2.2 AUTONOMÍA UNIVERSITARIA 
 
     El concepto de autonomía universitaria, aparece por mandato constitucional, en el artículo 69 
superior, que estableció que las universidades podrán darse sus directivas y determinar sus 
propios estatutos de conformidad con la ley.  
 
     La Ley 30 de 1992, en sus artículos 28 y 29, precisa claramente este término, refiriéndose en 
el artículo 28 a que las universidades cuentan con autonomía para darse sus estatutos; designar 
sus autoridades académicas y administrativas; crear, organizar y desarrollar sus programas 
académicos; definir y organizar sus labores formativas, académicas, docentes; científicas y 
culturales otorgar los títulos correspondientes; seleccionar a sus profesores; admitir a sus 
alumnos y adoptar sus correspondientes regímenes, y establecer, arbitrar y aplicar sus recursos 





     Así mismo, extendiendo dicho concepto a las demás instituciones de educación superior, 
señala que la autonomía estará determinada por su campo de acción en los siguientes aspectos: 
darse y modificar sus estatutos; designar sus autoridades académicas y administrativas; crear, 
desarrollar sus programas académicos, lo mismo que expedir los correspondientes títulos; definir 
y organizar sus labores formativas, académicas, docentes, científicas, culturales y de extensión; 
seleccionar y vincular a sus docentes, lo mismo que sus alumnos; adoptar el régimen de alumnos 
y docentes, y arbitrar y aplicar sus recursos para el cumplimiento de su misión social y de su 
función institucional.  
 
     Podría señalarse que con la Ley 30 de 1992, se definió una nueva relación entre el Estado y 
las instituciones de educación superior, frente a la que se tenía en vigencia del entonces Decreto 
Ley 80 de 1980 (antecesor de la ley 30 de 1992). Este nuevo trato se caracterizó por un alto 
grado de autonomía institucional y por ende en una gran disminución de la tradicional función de 
vigilancia y control por parte del Estado. Con el surgimiento del mecanismo de la acreditación se 
confió más a las instituciones la responsabilidad para auto regularse, pudiéndose interpretar 
como la preeminencia de los intereses particulares de quienes dirigen las instituciones de 
educación superior. 
 
     El tema de la autonomía universitaria ha sido interpretado por algunas instituciones de 
educación superior, como una libertad sin responsabilidad, produciendo cantidad de programas 
de pregrado y especialización, mediante las figuras de ampliación y extensión, considerando que 
gran parte de ellos, podrían haber sido o son de dudosas condiciones para ofrecer un servicio 
educativo de un nivel de calidad aceptable. Todo lo anterior cimentado en la debilidad de la 
función de inspección y vigilancia del servicio educativo por parte del Ministerio de Educación 
Nacional, en concordancia con la Constitución y la Ley 30 de 1992. 
 
     En ese enfoque, se comparte plenamente el planteamiento de Restrepo (2016), en el cual 
aludiendo al término “libertad negativa”, algunas instituciones de educación superior 
fundamentándose en un derecho constitucional otorgado a ellas con el fin de prestar el servicio 
educativo con calidad, han aprovechado indebidamente su autonomía, prestando un servicio 




respecto a la expedición de la Ley 1740 de 2014: “Sin embargo, el mal de algunos terminó en el 
control de todos y, peor aún, sin la debida discusión, lo cual puso en evidencia la ausencia de 
madurez sistémica alrededor del alcance y perspectivas de la autonomía universitaria en el país.” 
(2016); no coadyuvo tal posición, pues con la emisión de la Ley 30 de 1992, que en sus artículos 
31 a 33 determinó la inspección y vigilancia de las IES, y que ha sido reglamentada por varios 
decretos, esta normativa no precisa, la finalidad de inspección y vigilancia, que acciones se 
deben adelantar, como se debe ejercer la inspección y vigilancia, es decir no había un mecanismo 
para ejercer dicha función delegada en el Ministerio de Educación Nacional. Situación está, que 
con el paso del tiempo llegó a tal punto que algunas IES presentaban problemas habituales que 
impactaban profundamente en la prestación del servicio educativo con calidad, requiriendo el 
Ministerio de Educación Nacional tomar medidas urgentes, adelantándose el trámite de urgencia 
al proyecto mencionado, “no existiendo norma constitucional u orgánica que prevea la 
publicación del mensaje de urgencia, o que obligue al Presidente de la República a motivar el 
mensaje de urgencia.” (Corte Constitucional, Sentencia C-637 de 2015).     
 
     Ahora, se precisa que el ejercicio de la función de inspección y vigilancia supone una 
evaluación del servicio educativo de la educación superior, que incluye la administración de la 
gestión institucional la cual debe estar acorde con la ley y sus normas internas.  
 
     En ese mismo enfoque, el accionar propio de la educación superior comprende la ejecución de 
las actividades por parte de las IES para atender un servicio público cultural, que es regulado por 
una norma especial como es la Ley 30 de 1992 y sus decretos reglamentarios, teniendo el Estado 
la responsabilidad de asegurar su prestación eficiente y continua a todas las personas 
garantizando el ejercicio de sus derechos, en razón a ello, exige el cumplimiento de la 
Constitución, la Ley y los reglamentos internos de la Institución (que deben estar en 
concordancia con la Ley y la Constitución); no pudiéndose entender esa responsabilidad del 
Estado, como una limitación a la autonomía universitaria, o la vulneración del derecho a la 
educación, por el contrario, el Estado para cumplir con su función  debe cumplir y hacer cumplir 





     En este aspecto también es conveniente hacer alusión al pronunciamiento del doctor Diego 
López Medina (2014), autor de grandes obras como Teoría Impura del Derecho y el Derecho de 
los Jueces. En el primer libro, se enfoca en explicar  cómo se ha formado una cultura política y 
su influencia en América Latina, y precisa que la impureza tiene que  ver  hechos fundamentales, 
como son, el hecho de que nuestro derecho en gran parte tiene influencia occidental, nuestra 
teoría jurídica es resultado de ideas de sitios de producción, de autores prestigiosos, donde se han 
construido ideales del derecho, no obstante, nuestra recepción difiere de esas grandes fuentes, se 
ha degenerado,  pues no es tomada de esos modelos originales, sino de procesos de “hibridación” 
o “bastardismo”, que no significan que sean errores, son lecturas trasmutadas y diversas que 
tienen que ser rescatadas, pues son la base en la que se ha construido nuestra  cultura jurídica y 
presupuesto jurídico. Esas transformaciones o mutaciones son las que se deben estudiar, señala 
que lo que debemos estudiar no es la idea original de esos sitios de producción en determinado 
país, sino sus matices en nuestro contorno jurídico local.  
 
     En su segundo libro, el profesor López Medina (2006), partiendo de la experiencia en 
Colombia, trata de describir el ascenso en el nivel de importancia de la jurisprudencia entre las 
fuentes del derecho en América Latina, así mismo, en un nivel práctico da técnicas rigurosas y 
completas sobre líneas jurisprudenciales que los nuevos jueces han venido dando en la creación 
del derecho. Según López Medina, una línea jurisprudencial es:  
(…) una pregunta o problema jurídico bien definido, bajo el cual se abre un espacio 
abierto de posibles respuestas. Este espacio abierto, con todas las posibles respuestas 
a la pregunta planteada, es una estrategia conveniente para graficar las soluciones 
que la jurisprudencia ha dado al problema y para reconocer, si existe, un patrón de 
desarrollo decisional. El campo abierto que generan las dos respuestas extremas 
posibles hace que la línea sea bipolar. (2006, p. 139).  
 
     López Medina afirma que la fuente jurisprudencial  ya no puede llamarse auxiliar, pues las 
cortes han venido asumiendo un rol más importante, siendo la jurisprudencia más fuerte como 
fuente del derecho, pero hay serias dudas sobre la legitimidad de esa intervención, lo cual es 




jueces imponen la jurisprudencia sobre la legislación, es decir ya no se parte del imperio de la 
ley, sino del valor de las interpretaciones de los jueces, pudiendo desatender el texto de las 
normas constitucionales y legales si es necesario, para lograr la realización de los valores 
máximos de justicia substantiva, es decir que el juez no está amarrado al mundo normativo y a la 
seguridad jurídica, pudiendo utilizar su libertad creadora de derecho para resolver un caso en 
concreto, lo que conlleva a señalar que la ley no expresa necesariamente  la Constitución. (2014). 
 
     Encaminada en esa dirección la idea del profesor López, de dotar al juez de una  facultad 
discrecional total o de una facultad  legisladora, para resolver cada caso concreto, se plantearía  
una discusión sobre el tema de la autonomía universitaria, en el sentido de que la autonomía 
universitaria no residiría en las IES sino en los estudiantes, de manera analógica, a la autonomía 
judicial, la cual no residiría en la rama judicial sino en los usuarios del sistema. Esta percepción 
invitaría a comprender el sistema educativo a la luz del libre mercado, y priorizar al estudiante 
como un usuario y un consumidor; dicha propuesta no tiene cabida en un Estado Social de 
Derecho, del cual hacen parte los principios y derechos fundamentales plasmados en nuestra 
Constitución Política y que deben reflejarse en la ley, como bien se observa en la práctica, y es 
reiterado por la Corte Constitucional:  
 
(…) los límites al ejercicio de la autonomía universitaria están dados en el orden 
constitucional: pues el conjunto de disposiciones reglamentarias adoptadas por el 
centro educativo y en la aplicación de los mismos encuentra límite en la 
Constitución, en los principios y derechos  que esta consagra, en las garantías que 
establece y en los mandatos que contiene y en el orden legal: la misma Constitución 
dispone que las universidades podrán darse sus directivas y regirse por sus propios 
estatutos, de acuerdo con la ley. (Sentencia T-187 de 1993). 
 
     En un Estado Social de Derecho, en los casos en los cuales, posiblemente no haya norma 
aplicable, el juez, sin apartarse de la norma, y con fundamento en una interpretación razonable de 
la ley o de la Constitución, debe buscar el método de interpretación que se ajuste más a la 
efectiva justicia en el caso concreto, esto es lo que para algunos significa que el juez crea 




posibilidades que le brinda la norma con sus interpretaciones posibles, sobre todo tratándose de 
los llamados casos difíciles”. (2003). 
 
     En relación con el tema de la autonomía universitaria, la concepción de la Corte 
Constitucional ha sido consecuente en sus pronunciamientos, desde las ponencias que sobre ese 
tema fueron debatidas en la Asamblea Nacional Constituyente, se ubica el propósito que se 
perseguía dejándose expresamente la garantía de que trata la Constitución Política: 
 
La importancia de que tanto en el campo administrativo como académico los centros 
universitarios puedan adoptar sus propios criterios, ya para la elección de directivas, 
como para la definición de metas, no sólo es garantía para la libertad de cátedra, sino 
la manera de evitar que criterios extra universitarios alteren su buena marcha. 
(Asamblea Nacional Constituyente, 1991).   
 
     En una de sus sentencias, se fundamenta, en la necesidad de las instituciones de educación 
superior de estar libres de interferencia del poder público, tanto en el campo netamente 
académico como en la orientación ideológica, o en el manejo administrativo o financiero del ente 
educativo, lo que implica la consagración de una regla general que consiste en la libertad de 
acción de los centros educativos superiores, teniendo la posibilidad de estipular, con carácter 
obligatorio para quienes hacen parte de la comunidad universitaria (directivos, docentes y 
estudiantes) los reglamentos internos que prevean las disposiciones que dentro del respectivo 
establecimiento serán aplicables a las distintas situaciones que surjan por causa o con ocasión de 
su actividad, tanto en el campo administrativo como en el disciplinario. (Sentencia T- 492 de 
1992). 
 
     La Corte también enunció los límites que le impone el orden constitucional a la autonomía 
universitaria, a través de la inspección y vigilancia de la educación superior por parte del Estado 
siendo función del Presidente de la República, quien de conformidad con el artículo 211 de la 
Constitución Política, delegó dicha función en el Ministro de Educación Nacional, mediante 





     Así mismo, definió su contenido y alcance, señalando que esta encuentra límites y 
restricciones en aspectos concretos que se relacionan con: (i) la facultad reconocida al Estado 
para regular y ejercer la suprema inspección y vigilancia de la educación, (ii) la competencia 
atribuida al legislador para expedir las disposiciones generales con arreglo a las cuales las 
universidades pueden darse sus directivas y regirse por sus propios estatutos, (iii) la prestación 
del servicio público de educación exige el cumplimiento estricto de la ley y (iv) el respeto por el 
ejercicio legítimo de los derechos fundamentales. (Corte Constitucional, Sentencia C-1435 de 
2000). 
 
     A manera de conclusión tenemos que si bien es cierto que la Constitución Política garantiza la 
autonomía universitaria, también lo es, que en el ejercicio de dicha facultad, las instituciones de 
educación superior públicas y privadas, deben observar un ejercicio juicioso y razonable en 
desarrollo de esta potestad, desde dos puntos de vista:  
 
     Orden constitucional: El marco reglamentario adoptado por las instituciones de educación 
superior y su aplicación, tiene su límite en la Constitución, en los mandatos allí dispuestos, en los 
principios y derechos que esta consagra y en las garantías que establece.  
 
     Orden legal: La misma Constitución en el inciso 1 del Artículo 69, dispone que las 
instituciones podrán darse sus directivas y regirse por sus propios estatutos, de conformidad con 
lo dispuesto en la ley. 
 
     Con lo expuesto anteriormente, se considera claro el alcance del principio de la autonomía 
universitaria como mandato constitucional, legal y pronunciamiento jurisprudencial.  
 
 
2.3 INSPECCIÓN Y VIGILANCIA DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR 
 
     La función de inspección y vigilancia (facultad que, de acuerdo con la Constitución Política y 




Nacional, mediante Decreto 698 del 14 de abril de 1993), está orientada, entre otros aspectos, a 
velar por la calidad de la educación superior y el cumplimiento de sus fines, esto es, por la mejor 
formación moral, intelectual y física de los educandos y el adecuado cubrimiento de los servicios 
de educación superior y porque en las instituciones de educación superior sus rentas se conserven 
y se apliquen debidamente y también para que se cumplan las disposiciones legales y estatuarias 
que las rigen), como se cita en párrafos anteriores, fue planteado vagamente en la Ley 30 de 
1992 (artículos 31, 32 y 33, 48, 49, 50 y 50) quedando fragmentado, quedando en el aire, una 
herramienta jurídica que lo posicionara frente a circunstancias reales, lo que dio cuenta de la 
débil facultad de inspección y vigilancia frente al tema de la autonomía universitaria, situación 
que en los primeros años de la expedición de la Ley 30 de 1992 se llegó a pensar que estos 
conceptos eran contradictorios. 
 
     El artículo 69 superior consagró la autonomía universitaria “en los límites que establezca la 
ley”, en ese orden debió ser la Ley 30 de 1992, por la cual se organiza el servicio público de la 
educación superior, que siendo una ley ordinaria, que en su contenido se establecen pautas para 
la organización de un servicio público, es la que debería contemplarlos, especialmente los 
concernientes a asegurar la calidad por medio de la inspección y vigilancia, lo que no fue en la 
realidad.  
 
     La Ley 30 de 1992 en sus artículos 48, 49, 50 y 51, refiere vagamente (si no es demasiado 
decir), un procedimiento para “ordenar la apertura de investigación preliminar con el objeto de 
comprobar la existencia o comisión de los actos constitutivos de la falta administrativa”, y estas 
faltas administrativas son las señaladas en el artículo 49: “a) Por desconocer, incumplir o 
desviarse de los objetivos señalados a la Educación Superior en el artículo 6° de la presente Ley. 
b) Por incumplir o entorpecer las facultades de inspección y vigilancia que corresponden al 
Gobierno Nacional. c) Por ofrecer programas sin el cumplimiento de las exigencias legales.”, 
quedando sin reglamentar una inspección y vigilancia preventiva, tampoco un sistema expreso 
para la inspección y vigilancia en las Instituciones de educación superior, ni la regulación sobre 
el uso de excedentes de las instituciones de este nivel, ni sobre medidas administrativas 





     Es hasta el 23 de diciembre de 2014, que con la expedición de la Ley 1740 “por la cual se 
desarrolla parcialmente el artículo 67 y los numerales 21, 22 y 26 del artículo 189 de la 
Constitución Política, se regula la inspección y vigilancia de la educación superior, se modifica 
parcialmente la Ley 30 de 1992 y se dictan otras disposiciones”; la cual aplica a las instituciones 
de este nivel, bien sea de origen público o privado, de economía solidaria, y a quienes ofrezcan y 
presten el servicio público de educación superior, que en sus 26 artículos, se precisan aspectos 
referidos a: la finalidad, los objetivos y el ámbito de aplicación de la inspección y vigilancia de la 
educación superior en Colombia; las facultades generales que tiene el Ministerio de Educación 
Nacional en ejercicio de la función de inspección y vigilancia; las medidas administrativas 
(preventivas y de vigilancia especial) que este Ministerio podrá adoptar en ejercicio de la función 
de inspección y vigilancia, como su procedimiento; la actuación administrativa frente a la 
prestación del servicio público de educación superior no autorizado; y las sanciones 
administrativas que el Ministerio de Educación Nacional podrá imponer previa observancia del 
debido proceso señalado en la ley. 
 
     Es de resaltar que en la citada disposición se incluye nuevas herramientas jurídicas para el 
Ministerio de Educación Nacional con el fin de que este pueda velar por la calidad del servicio 
público de la educación superior y su continuidad, entre otros:  
 
 La Vigilancia Especial, medidas producto de esa vigilancia especial, e institutos de 
salvamento para la protección de recursos y bienes de acuerdo con la vigilancia especial. La 
Ley 1740 que si bien define este concepto en su artículo 11, puede entenderse como una 
medida preventiva que podrá adoptar el Ministro(a) de Educación Nacional, mediante 
resolución motivada, cuando en una institución de educación superior no se cumplan, 
impidan o dificulten la implementación de las medidas sugeridas por el Ministerio para 
atender situaciones como la interrupción anormal de la prestación del servicio de educación, 
la afectación grave de las condiciones de calidad del servicio, la administración indebida de 
los recursos o rentas de la institución y el incumplimiento de la orden de no ofrecer 





     Como medidas producto de esa vigilancia, se dispone que el Ministerio de Educación podrá 
designar un inspector in situ para que vigile la gestión administrativa de la Institución, suspender 
temporal y preventivamente los registros calificados, ordenar la constitución de una fiducia por 
parte de la institución para la administración de sus rentas y recursos, y remplazar hasta por un 
(1) año consejeros, directivos, representantes legales, administradores o revisores fiscales que no 
cumplan con sus funciones. 
 
     Respecto de los institutos de salvamento para la protección de recursos y bienes de acuerdo 
con la vigilancia especial, de acuerdo con la norma, el Ministerio de Educación podrá adoptar 
medidas para la protección temporal de los recursos, bienes y activos de las IES, así: (i) 
Imposibilidad de registrar la cancelación de cualquier gravamen constituido a favor de la 
institución de educación superior, con excepción de las que tengan expresa autorización del 
Ministerio. (ii) Suspensión de procesos de ejecución vigentes, no pudiéndose admitir nuevos 
procesos contra la IES por razón de obligaciones anteriores a la aplicación de la medida. (iii) 
Interrupción de la prescripción y no operatividad de la caducidad sobre las acciones respecto de 
los créditos y obligaciones a favor de la IES, y (iv) el que todos los acreedores quedan sujetos a 
las medidas que se adopten. 
 
     Además, durante la vigilancia especial podrá demandarse la revocación de acto o negocios 
realizados por la IES cuando los bienes del deudor sean insuficientes para cubrir el total de las 
acreencias reconocidas a cargo de la IES. 
 
     De acuerdo con lo señalado por el Ministerio de Educación Nacional, la finalidad de esta 
norma es fortalecer las facultades de la inspección y vigilancia a la educación superior en 
Colombia, de manera adecuada, preventiva y para garantizar el derecho a la educación con 
calidad y continuidad a los estudiantes, respetando plenamente la autonomía de las instituciones 
de educación superior- IES.  
 
     Así mismo, tiene como objetivos dotar al Ministerio de Educación Nacional de medidas 
preventivas y correctivas para la inspección y vigilancia que permitan dar  soluciones inmediatas 




gravemente el servicio de la educación; la protección y garantía de la autonomía universitaria y 
la participación de todos los estamentos en la dirección de las IES, así como fortalecer la 
investigación y desarrollo del pensamiento científico y pedagógico. 
 
     En virtud de las facultades otorgadas al Ministerio de Educación Nacional, mediante esta 
disposición y teniendo en cuenta el régimen jurídico constitucional y legal aplicable a la 
respectiva institución de educación superior, podrá: acceder a la información, documentos, actos, 
contratos, confirmar y analizar en la forma, detalle y términos que determine, la información que 
requiera sobre la situación jurídica, contable, económica, administrativa o de calidad de 
cualquier institución de educación superior, o sobre operaciones específicas de la misma a las 
que aplica la citada Ley 1740.  Así mismo, verificar la información publicitaria entregada al 
público en general para garantizar su veracidad y objetividad.  
 
     El Ministerio queda habilitado para: 
 
 Hacer seguimiento a las actividades que atenten contra la prestación del servicio 
educativo en condiciones de calidad y continuidad. 
 Practicar visitas generales o específicas. 
 Realizar auditorías sobre los procedimientos financieros y contables. 
 Tramitar las reclamaciones o quejas que se presenten contra las instituciones de 
educación superior y adelantar las actuaciones administrativas correspondientes. 
 Verificar que las actividades se desarrollen dentro de la ley, los reglamentos y los 
estatutos de las IES 
 Solicitar la cesación de las actuaciones contrarias al ordenamiento jurídico o a los 
estatutos. 
 Solicitar la rendición detallada de informes sobre su situación jurídica, contable, 
financiera y administrativa, o en aspectos relacionados con las condiciones de calidad 
establecidas en la normativa vigente. 
 Exigir (bajo el apremio de la respectiva sanción), a representantes legales, rectores o a los 




la Constitución, la ley, los reglamentos y los estatutos, o de invertir, destinar recursos por 
fuera de la misión y de los fines de la institución de educación superior. 
 
     Como dato relevante de la Ley 1740 de 2014, es de destacar que se han presentado tres 
demandas de inconstitucionalidad contra esta norma, siendo declarada exequible por la Corte 
Constitucional mediante sentencias C-637/15 y C-552 de 2015.  En las dos primeras, la Corte 
Constitucional se declaró inhibida a pronunciarse de fondo, porque no se encontraban bien 
estructuradas, esto es que tenían errores de técnica. Respecto de la tercera, la Corte asumió 
conocimiento, revisando el procedimiento que se emitió para la expedición de la norma y temas 
como el de la autonomía universitaria. Se pronunció señalando que la Ley 1740 fue bien 
tramitada acorde con las normas de la Constitución que regulan el procedimiento, a la vez que 
manifestó que no tenía ningún vicio. Por consiguiente, fue declarada exequible, encontrándose 
vigente. 
 
     De igual manera es de resaltar que en virtud de lo dispuesto en el parágrafo el artículo 7 de la 
Ley 1740 de 2014, la Contaduría General de la Nación (CGN), en coordinación con el Ministerio 
de Educación Nacional, expidió el Plan Único de Cuentas (PUC) de las Instituciones de 
Educación Superior-IES, mediante Resolución núm. 643 del 16 de diciembre de 2015. Se definió 
un PUC para el reporte de información financiera de las IES al Ministerio de Educación 
Nacional, el cual se elaboró con base en la estructura del Catálogo General de Cuentas para 
entidades de gobierno expedido mediante la Resolución núm. 620 de 2015. Dicha disposición 
empezará a aplicar el 1 de enero de 2017. 
 
 
2.4 MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL 
 
     De acuerdo a la información que aparece en la página institucional, fue creado mediante la ley 
7 de agosto 25 de 1886, previamente existía la Secretaría de Instrucción Pública por la Ley 10 de 
1880, que reemplazó a la Secretaría del Exterior (Ministerio de Gobierno) que antes de 1880 




     En junio de 1923, cambia el nombre de Ministerio de Instrucción Pública por el de Ministerio 
de Instrucción y Salubridad Públicas y, desde el 1 de enero de 1928 se le identifica con el 
nombre de Ministerio de Educación Nacional, según lo dispuso la Ley 56 de 1927 (10 de 
noviembre), siendo presidente de la República Miguel Abadía Méndez y ministro de Instrucción 
y Salubridad Públicas José Vicente Huertas. 
 
     Actualmente la estructura y funciones del Ministerio de Educación Nacional se encuentra 
establecida mediante Decreto 5012 del 28 de diciembre de 2009. 
 
     En cuanto al tema objeto de estudio, y acorde con la norma, corresponde al Ministerio de 
Educación Nacional orientar la educación superior en el marco de la autonomía universitaria, 
garantizando el acceso con equidad a los ciudadanos colombianos, fomentando la calidad 
académica, la operación del sistema de aseguramiento de la calidad, la pertinencia de los 
programas, la evaluación permanente y sistemática, la eficiencia y transparencia de la gestión 
para facilitar la modernización de las Instituciones de Educación Superior e implementar un 
modelo administrativo por resultados y la asignación de recursos con racionalidad de los 
mismos. 
 
     Lo anterior implica, entre otros, la regulación y reglamentación del servicio público especial 
de la educación superior, la fijación de criterios técnicos para su prestación y las condiciones de 
calidad de las instituciones y de los programas académicos de educación superior, la regulación y 
reglamentación para la creación y funcionamiento de instituciones de Educación Superior, sus 
seccionales y programas, sus transformaciones y modificaciones y su registro en el Sistema 
Nacional de Información de Educación Superior SNIES. 
 
 
2.5 FOMENTO DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR 
 
     Como ente rector de la educación en Colombia, de acuerdo a lo dispuesto en el numeral 2.18 
del artículo 2 del Decreto 5012 de 2009, le corresponde al Ministerio de Educación Nacional 




     De acuerdo a información que aparece en la página web del Ministerio de Educación 
Nacional, a través de este componente dicho Ministerio desarrolla acciones que promuevan el 
fortalecimiento de las instituciones de educación superior y de los programas de este nivel, 
brinda apoyo a las IES en el desarrollo de sistemas de información y utilización de nuevas 
tecnologías en sus procesos académicos y de gestión; acompaña planes de mejoramiento de 
instituciones que tengan inconvenientes con la obtención del Registro Calificado; incentiva la 
formación técnica y tecnológica en el país y ofrece asistencia técnica en procesos de evaluación, 
entre otras estrategias orientadas al mejoramiento y aseguramiento de la calidad en la educación 
superior. 
 
     El Ministerio ofrece asistencia técnica en procesos de evaluación; acompaña planes de 
mejoramiento de instituciones que han tenido inconvenientes con la obtención del Registro 
Calificado; desarrolla proyectos enfocados a mejorar condiciones específicas de calidad, como 
infraestructura, investigación, capacitación docente; y promueve la pertinencia de la oferta en los 
diferentes niveles de formación o modalidades. 
 
     Respecto de las entidades que hacen parte del Sistema de Aseguramiento de la Calidad, y a 
las que me refiero en desarrollo de este trabajo, se señalan: Ministerio de Educación Nacional, 
Consejo Nacional de Acreditación (CNA), Consejo Nacional de Educación Superior (CESU), 
Comisión Nacional Intersectorial para el Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior 
(Conaces), las Instituciones de Educación Superior y los pares académicos. 
 
 
2.6 SISTEMA DE INFORMACIÓN PARA EL ASEGURAMIENTO DE LA 
CALIDAD DE LA EDUCACION SUPERIOR (Saces) 
 
 
     Este aplicativo compila la información correspondiente a procesos de solicitudes de registros 
calificados, renovación de registros calificados, ampliación de cobertura, extensión y 
modificación de programas de educación superior, así mismo, de las solicitudes de trámites 




superior privadas, estudio de factibilidad socioeconómica, cambio de carácter, redefinición 
institucional, creación de seccionales y reconocimiento como universidad.  
 
     En el desarrollo de estas aplicaciones, se evalúa a las instituciones, los programas (pregrado y 
posgrado) y los estudiantes de educación superior. En el caso de las instituciones, son evaluadas 
en dos momentos; el primero, se entiende que  es de carácter obligatorio, se cumple cuando ésta 
se crea o, en otras palabras, se solicita el reconocimiento de su personería jurídica, y en este 
evento los requisitos que evalúa el SACES para las IES de carácter privado se encuentran 
contemplados en el Decreto 1075 de 2015 (antes Decreto 1478 de 1994)  y para las IES públicas, 
se ubican en la Ley 30 de 1992, específicamente los artículos 58 al 61; el segundo momento, que 
es voluntario, ocurre cuando la institución busca su acreditación institucional o de alta calidad. 
En el componente de evaluación, se ampliará estos aspectos.  
 
 
2.7 COMISIÓN NACIONAL INTERSECTORIAL DE ASEGURAMIENTO DE LA 
CALIDAD DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR (Conaces) 
 
     La Conaces tiene como fundamento de su creación lo establecido en el artículo 45 de la Ley 
489 de 1998, que facultó la creación de comisiones intersectoriales así:  
 
Comisiones intersectoriales. El Gobierno Nacional podrá crear comisiones 
intersectoriales para la coordinación y orientación superior de la ejecución de ciertas 
funciones y servicios públicos, cuando por mandato legal o en razón de sus 
características, estén a cargo de dos o más ministerios, departamentos administrativos 
o entidades descentralizadas, sin perjuicio de las competencias específicas de cada 
uno de ellos. 
El Gobierno podrá establecer la sujeción de las medidas y actos concretos de los 
organismos y entidades competentes a la previa adopción de los programas y 
proyectos de acción por parte de la Comisión Intersectorial y delegarle algunas de las 
funciones que le corresponden. Las comisiones intersectoriales estarán integradas por 




representantes legales de los organismos y entidades que tengan a su cargo las 
funciones y actividades en referencia. (Artículo 45). 
 
     Estos órganos se crearon con el propósito de materializar un principio de la administración 
pública: el principio de coordinación, en la medida en que permiten que las autoridades ejerzan 
armónicamente sus funciones en aras de cumplir los fines y cometidos estatales (Ley 489 de 
1998), y resultan ser instrumentos de comunicación fluida y constante entre las entidades que 
concurren, dentro del marco de sus competencias, en la realización de determinadas funciones o 
en la prestación de servicios públicos. (Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-983 de 
2005).  
 
     Teniendo en cuenta lo anterior, el 8 de agosto de 2003, se crea la Conaces creada por el 
entonces Decreto 2230, fijándose en su artículo 37 sus funciones generales (La Ley le ha 
asignado a la Conaces más funciones.  En el procedimiento administrativo para el otorgamiento 
del registro calificado de los programas de educación superior, la Ley 1188 de 2008 en su 
artículo 3, la Conaces debe emitir concepto recomendando “al Ministerio de Educación Nacional 
el otorgamiento o no del registro calificado”. Este precepto fue declarado ajustado a la 
Constitución Política: 
 
 Comisión Nacional Intersectorial de Aseguramiento de la Calidad de la Educación 
Superior, Conaces. Créese la Comisión Nacional Intersectorial de Aseguramiento de la 
Calidad de la Educación Superior (Conaces), en los términos del artículo 45 de la Ley 
489 de 1998. La Comisión Nacional Intersectorial de Aseguramiento de la Calidad de la 
Educación Superior- Conaces, tendrá como funciones la coordinación y orientación del 
aseguramiento de la calidad de la educación superior, la evaluación del cumplimiento de 
los requisitos para la creación de instituciones de educación superior, su transformación y 
redefinición, sus programas académicos y demás funciones que le sean asignadas por el 
Gobierno Nacional. Lo anterior sin perjuicio del ejercicio de las funciones propias de 





     En la actualidad, el artículo 43 del Decreto 5012 de 2009 norma vigente que determina la 
estructura del Ministerio de Educación Nacional, y el Decreto 1075 de 2015, reafirman las 
funciones de la Conaces.  
 
 Comisión Nacional Intersectorial de Aseguramiento de la Calidad de la Educación 
Superior (Conaces). Fue creada mediante Decreto 2230 de 2003, en los términos del 
artículo 45 de la Ley 489 de 1998, está integrada por: el Ministro de Educación 
Nacional, el Director del Fondo Colombiano de Investigaciones Científicas y 
Proyectos Especiales "Francisco José de Caldas" (Colciencias). Lo anterior sin 
perjuicio de convocar a los representantes de los organismos asesores del Gobierno 
Nacional en materia de educación superior y de la academia, de conformidad con la 
reglamentación vigente. Conaces tiene las siguientes funciones: la coordinación y 
orientación del aseguramiento de la calidad de la educación superior, la evaluación 
del cumplimiento de los requisitos para la creación de instituciones de educación 
superior, su transformación y redefinición, sus programas académicos y demás 
funciones que le sean asignadas por el Gobierno Nacional. Lo anterior sin prejuicio 
del ejercicio de las funciones propias de cada uno de sus miembros. (Decreto 5012 de 
2009, art. 43). 
 
Comisión Nacional Intersectorial Aseguramiento de la Calidad de la Educación 
(Conaces). Tiene como funciones la coordinación y orientación del aseguramiento de 
la calidad de la educación superior, la evaluación del cumplimiento de los requisitos 
para la creación de instituciones de educación superior, su transformación y 
redefinición de sus programas académicos y demás funciones que le sean asignadas 
por el Gobierno Nacional. Lo anterior, sin prejuicio del ejercicio de las funciones 
propias de cada uno de sus miembros. (Decreto 1075 de 2015, art. 1.1.3.3.). 
 
     El MEN, en el ámbito de su potestad reglamentaria, estableció la organización interna de la 
Conaces. En la materia, rige actualmente la Resolución 16460 del 2 de octubre de 2015, que 
derogó la Resolución 10100 del 2 de agosto de 2013 que había sido modificada parcialmente por 




      Es de precisar que las salas de la Conaces (creada en el año 2003), que fueron organizadas en 
su inicio con base en las áreas señaladas en el Decreto 80 de 1980, ahora, con el fin de que 
Colombia esté acorde con el contexto internacional, son estructuradas según la “Clasificación 
Internacional Normalizada de la Educación Adaptada para Colombia (CINE) 2011 A.C”, 
contemplada en la Resolución núm. 776 del 9 de abril de 2015 del Departamento Administrativo 
Nacional de Estadística (DANE). 
 
     El artículo 1 de la Resolución 16460 de 2015, señala que de conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 43 del Decreto 5012 de 2009, la Conaces está integrada por el Ministro (a) de 
Educación Nacional y el Director (a) del Departamento Administrativo de Ciencia, Tecnología e 
Innovación (Colciencias). 
 
     El artículo 2 de la mencionada resolución señala que la Conaces se organizará a través de tres 
salas compuestas así:  
 
1. Sala General. Integrada por el Ministro (a) de Educación Nacional o su delegado y el Director 
(a) del Departamento Administrativo de Ciencia, Tecnología e Innovación (Colciencias) o su 
delegado, sin perjuicio de que a sus sesiones se invite además a los representantes de los 
organismos asesores del Gobierno Nacional en materia de educación superior, a entidades de 
naturaleza pública o privada y/o representantes de la academia que, en materia de educación 
superior, puedan colaborar en asuntos que sean tratados en esta instancia. Los invitados a las 
sesiones de la Sala General de la Conaces tendrán voz, pero no voto. 
 
2. Las Salas de Evaluación. Para el cumplimiento de las funciones de la Conaces, integradas 
por expertos académicos según las áreas del conocimiento o campos de acción de la educación 
superior definidos en la CINE-2011, quedan así (se tiene en cuenta también la Circular 
Ministerial núm. 79 del 28 de diciembre de 2015, que informa la nueva estructura de las salas 
con sus campos específicos y detallados):  
  
Campo 01. Sala de Evaluación de Educación 




Con los campos específicos de:  
- Artes, con campos detallados de: Técnicas audiovisuales y producción para medios de 
comunicación; Diseño industrial, de modas e interiores; Bellas artes; Artesanías; Música y 
artes escénicas. 
- Humanidades, con campos detallados de: Religión y Teología; Historia y arqueología; 
Filosofía y ética.  
Campo 03. Sala de Evaluación de Ciencias Sociales, Periodismo e Información 
Con los campos específicos de:  
- Ciencias Sociales y del Comportamiento, este a su vez con los campos detallados de: 
Economía, Ciencias Políticas y educación cívica; Psicología; Sociología y estudios 
culturales. 
- Periodismo e Información, con los campos detallados de: Periodismo y reportajes; 
Bibliotecología, información y archivología.  
Campo 04. Sala de Evaluación de Administración de Empresas y Derecho 
Con los campos específicos de:  
- Educación Comercial y administración, este a su vez con los campos detallados de: 
Contabilidad e impuestos; Gestión financiera, administración bancaria y seguros; Gestión y 
Administración; Mercadotecnia y Publicidad; Secretariado y trabajo de oficina; Ventas al por 
mayor y al por menor; Competencias laborales. 
- Derecho, con el campo detallado de: Derecho. 
Campo 05. Sala de Evaluación de Ciencias Naturales, Matemáticas y Estadística 
Con los campos específicos de:  
- Ciencias Biológicas y afines, con los campos detallados de: Biología; Bioquímica. 
- Medio ambiente, con los campos detallados de: Ciencias del medio ambiente; Medio 
ambiente natural y vida silvestre. 
- Ciencias físicas, con los campos detallados de: Química; Ciencias de la tierra. 
Campo 06. Sala de Evaluación de Tecnologías de la Información y la Comunicación (TIC) 
Con el campo específico de:  
- Tecnologías de la Información y la Comunicación (TIC), este a su vez con los campos 
detallados de: Uso de computadores; Diseño y administración de redes y bases de datos; 




Campo 07. Sala de Evaluación de Ingeniería, Industria y Construcción 
Con los campos específicos de:  
- Ingeniería y profesiones afines, este a su vez con los campos detallados de: Ingeniería y 
procesos químicos; Tecnología de protección del medio ambiente; Electricidad y energía; 
Electrónica y automatización; Mecánica y profesiones afines a la metalistería; Vehículos, 
barcos y aeronaves motorizadas. 
- Industria y producción, con los campos detallados de: Procesamiento de Alimentos; 
Materiales (vidrio, papel, plástico y madera); Producción textiles (ropa, calzado y artículos 
de cuero); Minería y extracción.  
-   Arquitectura y construcción, con los campos detallados de: Arquitectura y urbanismo; 
Construcción e ingeniería Civil. 
Campo 08. Sala de Evaluación de Agricultura, Silvicultura, Pesca y Veterinaria 
Con los campos específicos de:  
- Agricultura, este a su vez con los campos detallados de: Producción agrícola y ganadera; 
Horticultura. 
- Silvicultura, este a su vez con el campo detallado de: Silvicultura. 
- Pesca, este a su vez con el campo detallado de: Pesca. 
- Veterinaria, este a su vez con el campo detallado de: Veterinaria. 
Campo 09. Sala de Evaluación de Salud y Bienestar 
Con los campos específicos de:  
- Salud, este a su vez con los campos detallados de: Odontología; Medicina; Enfermería y 
partería; Tecnología de diagnóstico y tratamiento médico; Terapia y rehabilitación; Farmacia; 
Medicina y terapia tradicional y complementaria. 
- Bienestar, este a su vez con los campos detallados de: Asistencia a adultos mayores y 
discapacitados; Asistencia a la infancia y servicios para jóvenes; Trabajo social y orientación.  
Campo 10. Sala de Evaluación de Servicios 
Sala de Evaluación de Trámites Institucionales   
 
     Para el caso objeto de este trabajo es a la Sala de Evaluación de Trámites Institucionales que 




recomendación sobre la creación de instituciones de educación superior oficiales y 
reconocimiento de personería jurídica de instituciones de educación superior privada. 
 
3. La Sala de Coordinadores. Integrada por los coordinadores de cada Sala de Evaluación 




     El par académico es una persona de la comunidad académica, con probada idoneidad, grandes 
condiciones personales, un alto compromiso social, esto es con capacidad suficiente para asumir 
la responsabilidad de evaluar y verificar las condiciones de carácter institucional como de los 
programas, de manera independiente e imparcial, todo ello enfocado al mejoramiento constante 
del sistema educativo colombiano. 
 
     Lo anterior, dado que, para el funcionamiento del sistema de Aseguramiento de la Calidad de 
la Educación Superior del Ministerio de Educación Nacional, se requiere la participación de 
profesionales con ese perfil, debidamente capacitados, quienes apoyan el proceso de evaluación 
y verificación de las condiciones dentro de los diferentes procesos, tales como: registro 
calificado, trámites institucionales, acreditación de alta calidad, y en el ejercicio de la función de 
inspección y vigilancia.  
 
     Una vez realizan las visitas a las instituciones, presentan un informe, el cual se da a conocer a 
las instituciones, con el fin de que presenten sus observaciones, aclaraciones o precisiones a lo 
afirmado por el par, posteriormente todo ello es de conocimiento de la sala respectiva de la 
Conaces, la cual emite un concepto al Ministerio de Educación Nacional quien decide mediante 
acto administrativo frente al trámite requerido.  
  
     El par académico tiene un papel relevante en todos los procesos de aseguramiento de la 
calidad de la educación superior, pues su concepto, plasmado en un informe como desarrollo de 
una visita de verificación y de evaluación es esencial para que el Ministerio de Educación 




propuesta de creación de una institución de educación superior, pasos iniciales en el sistema de 
aseguramiento de la calidad y por ende fundamentales para la credibilidad de dicho sistema. 
 
     En el Ministerio de Educación Nacional, existe, dentro del grupo de pares académicos, una 
denominación especial (podría llamarla así), referida al “par académico institucional”, quien 
siendo par académico recibe una capacitación adicional respecto las labores con características 
especiales que debe desarrollar en las visitas de verificación y evaluación de las condiciones 
institucionales propias de los trámites institucionales como son los procesos de creación de IES, 
requiriéndose la precisión en su concepto integral plasmado en su informe debiendo estar 
fundamentado en las evidencias y argumentos claros y comprensibles.  
 
 
2.8 SISTEMA DE EVALUACIÓN 
 
     Está a cargo del Ministerio de Educación Nacional. Como se señaló, se evalúan los 
estudiantes, los programas y las instituciones de educación superior, y se realiza con la 
colaboración de los pares académicos y los organismos asesores:  
 
a) Evaluación de las instituciones desde su momento de creación, y de los programas a 
partir de la obtención o renovación del registro calificado. De carácter obligatorio. 
Corresponde al órgano asesor, la Comisión Nacional de Aseguramiento de la Calidad de 
la Educación Superior (Conaces), verificar las condiciones o requisitos necesarios para la 
creación y el funcionamiento de programas e instituciones. 
     Tratándose de la creación de las instituciones, las de carácter privado deben demostrar el 
cumplimiento de los requisitos contemplados en el Decreto 1075 de 2015 (arts.  2.5.5.1.1 a 
2.5.5.4.1), que antes fuera el Decreto 1478 de 1994, y para las instituciones públicas sus 
requisitos de creación se encuentran señalados en la Ley 30 de 1992 (art. 58 a 61).  
 
b) Acreditación de alta calidad, que es de carácter voluntario. A través de este proceso, el 




mejoramiento continuo de los programas e instituciones, el Estado certifica a la sociedad 
que los programas académicos y las instituciones de educación superior cumplen altos 
requisitos de calidad. Corresponde al Consejo Nacional de Acreditación (CNA), a través 
de la acreditación reconocer la excelencia de los programas y de las instituciones. 
 
     Por considerar que obedece a trámites voluntarios que adelantan las instituciones de 
educación superior ante el Ministerio de Educación Nacional, en busca del mejoramiento 
institucional, incluyo en este tema, los procesos de verificación de requisitos que implican las 
solicitudes de redefinición, cambio de carácter, reconocimiento como universidad y creación de 
seccionales. 
 
c) En cuanto a los programas académicos, su creación, ofrecimiento y desarrollo está 
condicionado a la obtención del registro calificado, para lo cual deben cumplir con las 15 
condiciones de calidad que establece el Decreto 1075 de 2015. El registro calificado es 
otorgado por un término de siete años y su renovación está sujeta a un proceso de 
verificación y seguimiento similar al de su otorgamiento. 
 
     Las quince condiciones se presentan al Ministerio de Educación Nacional a través del 
aplicativo SACES, posteriormente se verifican mediante la realización de una visita in situ, luego 
la sala respectiva de la Conaces emite su concepto, el cual es insumo para el acto administrativo 
que emite el Ministerio de Educación Nacional quien decide sobre su otorgamiento o no. En el 
evento de que un programa no obtenga la renovación de su registro calificado, la IES no puede 
recibir estudiantes nuevos, debiendo garantizar la calidad del servicio educativo a las cohortes 




d) Respecto de los estudiantes, su acceso a la educación superior se determina por el 
cumplimiento de los requisitos señalados en el artículo 14 de la Ley 30 de 1992 (entre 
ellos la presentación de la prueba SABER 11 realizada por el ICFES), y los que 




ingresado a cursar programas de educación superior, su desarrollo formativo es 
supervisado por las instituciones de educación superior hasta la obtención de su título, 
para lo cual son evaluados mediante el Examen de Estado de Calidad de la Educación 
Superior Saber Pro, aplicado en los últimos semestres de la formación de pregrado, 
siendo su función la de evaluar los resultados de las pruebas con el fin de valorar el nivel 
de competencias básicas y específicas adquiridas por los estudiantes próximos a culminar 
los programas académicos de pregrado que ofrecen las instituciones de educación 
superior. 
 
     La prueba Saber Pro anteriormente se denominaba Examen de Calidad para la Educación 
Superior (Ecaes) no siendo obligatoria su presentación, es a partir de la expedición del Decreto 
3963 de octubre de 2009, que es obligatoria para todos los estudiantes de educación superior al 
culminar sus programas. 
 
     De la prueba Saber Pro, el Ministerio de Educación Nacional obtiene información sobre el 
estado actual de la formación académica en las diferentes áreas, proporcionando una visión 




2.9 MARCO NORMATIVO VIGENTE SOBRE LA INTERVENCIÓN DEL 
ESTADO EN LA CREACIÒN DE LAS INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN 
SUPEROR EN COLOMBIA 
 
     Inicio señalando que todas las personas naturales o jurídicas de derecho privado, pueden crear 
establecimientos educativos, para el caso de educación superior, podrán solicitar el 
reconocimiento de personería jurídica de instituciones de educación superior privadas.  
 
     En Colombia, la creación de instituciones de educación superior de carácter privado, se 




institución de educación superior privada, y corresponde exclusivamente al Ministerio de 
Educación Nacional mediante acto administrativo conocer y decidir respecto de la solicitud, 
previo concepto de la Conaces. (Colombia, Ley 30 de 1992, art. 99). 
 
     Cada proyecto de solicitud de personería jurídica que se presenta al Ministerio de Educación 
Nacional a través del sistema de información SACES, si bien, debe responder a la normativa 
legal y reglamentaria correspondiente, es diferente a los demás. La propuesta expresa un ideal 
sobre lo que debe ser una institución de Educación Superior, por lo que se requiere estar 
elaborada por personal idóneo, que tenga conocimiento del tema, tanto en el marco legal, como 
del procedimiento, en ella se reflejará la experticia académica, debe ser pertinente, que responda 
a los desarrollos propios de la educación a nivel regional y nacional.    
 
     Desde su nacimiento, las IES se constituyen como persona jurídica de utilidad común, sin 
ánimo de lucro y se organizan como corporación, fundación, o institución de economía solidaria.  
 
MARCO LEGAL Y NORMATIVO  
 
Ley 30 de 1992, por la cual se organiza el servicio público de la Educación Superior. 
 
Ley 115 de 1994, por la que se expide la ley general de educación, particularmente en relación 
con el carácter de las Instituciones Tecnológicas.  
Ley 749 de 2002, por la cual se organiza el servicio público de la educación superior en las 
modalidades de formación técnica profesional y tecnológica y se dictan otras disposiciones. 
 
Decreto 1075 de 2015, específicamente los arts. 2.5.5.1.1 a 2.5.5.4.1., referidos a los requisitos y 
procedimientos para el reconocimiento de personería jurídica de instituciones privadas de 
educación superior. 
Resolución 2590 de 2012, por medio de la cual se define el valor y se ordena el recaudo de unas 
tarifas. Para el caso del trámite de reconocimiento de personería jurídica se establece la tarifa de 





Adicionalmente, las siguientes disposiciones, si bien no rigen el trámite específicamente, deben 
tenerse en cuenta por cuanto son normas que también hacen parte del nivel de educación superior 
y los aspectos que contemplan guardan relación con los requisitos para el trámite:   
 
Ley 1188 de 2008, por la cual se regula el registro calificado de programas de educación superior 
y se dictan otras disposiciones. 
 
Decreto 1075 de 2015, específicamente los artículos 2.5.3.2.2.1. y 2.5.3.2.2.2, referidos a las 
condiciones de calidad para el otorgamiento del registro calificado para la oferta y desarrollo de 




     Previo a citar los requisitos señalados en la norma que regulan el proceso, es necesario 
recalcar que la constitución de una IES es un gran compromiso que implica el cumplimiento de 
una serie de requisitos legales, académicos, y administrativos que buscan formalizarla para que 
esta pueda actuar dentro del marco de las disposiciones legales del país en la prestación del 
servicio público de la educación superior, adquiriendo responsabilidades y derechos dentro del 
ámbito responsable de su autonomía, como del ejercicio de la facultad de inspección y vigilancia 
del Estado Colombiano. 
 
     Procedimentalmente, la existencia de una institución de educación superior empieza en el 
momento en que se solemniza los requisitos exigidos en la ley, plasmados en el acto 
administrativo por el cual el Ministerio de Educación Nacional reconoce su personería jurídica. 
 
     Esta nueva institución de educación superior que es diferente a sus fundadores, nace al mundo 
jurídico como persona jurídica de utilidad común, sin ánimo de lucro, se organiza como 
corporación, fundación, o institución de economía solidaria, adquiere deberes y derechos y actúa 





     En cuanto a los requisitos, la Ley 30 de 1992 en el artículo 100 determina que a la solicitud de 
reconocimiento de personería jurídica que debe presentar el representante legal provisional 
(quien es elegido por quienes se reúnen para fundar la IES), al Ministerio de Educación 
Nacional, a través del aplicativo SACES, deberán acompañarse los siguientes documentos: 
 
a) Acta de constitución y hojas de vida de sus fundadores. 
b) Los estatutos de la institución. 
c) El estudio de factibilidad socioeconómica. 
d) Los documentos que acrediten la efectividad y seriedad de los aportes de los fundadores. 
e) El régimen del personal docente. 
f) El régimen de participación democrática de la comunidad educativa en la dirección de la 
institución. 
g) El reglamento estudiantil. 
 
     El mismo artículo señala que la forma y requisitos que deberán reunir los anteriores 
documentos “serán señalados” por el CESU, por lo que se expidió el entonces Decreto 1478 de 
1994, que fue incorporado en el Decreto 1075 de 2015 en los artículos 2.5.5.1.1 a 2.5.5.4.1., que 
es vigente a la fecha. Cabe retomar el tema aquí, como se explicó anteriormente, actualmente 
quien tiene la facultad para modificar dichos requisitos, no es el CESU, corresponde a la 
Conaces comisión creada mediante Decreto 2230 de 2003, en los términos del artículo 45 de la 
Ley 489 de 1998. 
 
     Acorde con la norma, procederé a la presentación de explicaciones básicas, a manera de 
instrucciones respecto de los requisitos actuales, así:  
 
1. La solicitud  
2. Acta de constitución 
3. Acreditación de aportes 
4. hoja de vida de los fundadores   
5. Normas internas 




1. LA SOLICITUD  
 
     Corresponde a una carta de presentación firmada por quien fue designado por los miembros 
fundadores en la asamblea de constitución como el representante legal provisional, es la persona 
encargada de realizar la gestión de la solicitud ante el Ministerio de Educación Nacional. 
(Decreto 1075 de 2015, art. 2.5.5.1.1.). 
 
     La norma no precisa que debería contener, se entendería que dicha comunicación debería 
contemplar información relevante concerniente a la nueva institución de educación superior, por 
ejemplo, su denominación, carácter académico, dirección donde funcionaría, y la dirección 
donde el usuario solicita se le informe o notifique de las actuaciones dentro del proceso de su 
solicitud.  
 
2. ACTA DE CONSTITUCIÓN 
 
     Señala la norma que esta debe ir firmada por todos los miembros fundadores y sus firmas 
reconocidas ante notario público. De igual manera el mínimo que esta debe contener: lugar, 
fecha y hora de celebración de la asamblea constitutiva; nombres, apellidos e identificación del 
fundador o fundadores, bien se a que concurran personalmente o por intermedio de apoderados; 
relación de los bienes que el fundador o los fundadores se comprometen a aportar, el valor 
asignado a los mismos en el acto de fundación y la relación de los títulos correspondientes; 
indicación de la persona que tenga la representación legal provisional y la competencia para 
tramitar la obtención del reconocimiento de personería jurídica, y designación de la Junta o 
Consejo Directivo y del revisor fiscal. (Decreto 1075 de 2015, art. 2.5.5.1.2.). 
 
3. ACREDITACIÓN DE APORTES 
 
     Como lo sustenté, este requisito sólo determina que se presentará el acta o actas de recibo de 
aportes suscritas por el representante legal provisional y el revisor fiscal y sus firmas reconocidas 
ante notario público. Se precisa que los aportes en dinero se acreditarán con certificados de 




bienes inmuebles debe anexarse contrato de promesa de transferencia con el lleno de requisitos 
señalados en la norma. (Decreto 1075 de 2015, art. 2.5.5.1.3.). 
 
4. HOJA DE VIDA DE LOS FUNDADORES   
 
     Se deben aportar las hojas de vida “debidamente documentadas” (Decreto 1075 de 2015, art. 
2.5.5.1.3.). 
 
5. NORMAS INTERNAS 
 
     Dispone la norma que se presentarán: (i) el proyecto de estatutos, los cuales deben estar en 
concordancia con los principios y objetivos de la Ley 30 de 1992, y señala un mínimo que estos 
deben comprender (Decreto 1075 de 2015, art. 2.5.5.1.3.) (ii) el régimen de personal docente y, 
(iii) el reglamento estudiantil, señalando lo mínimo que estos deben contemplar (Decreto 1075 
de 2015, art. 2.5.5.1.7.). 
  
6. ESTUDIO DE FACTIBILIDAD SOCIOECONÓMICA 
 
     Si bien la norma aclara que se debe demostrar que el funcionamiento de la institución que se 
pretende crear, estará financiado por un tiempo no menor a la mitad del requerido para que la 
primera promoción culmine sus estudios sin contar lo que se pueda percibir por concepto de 
matrículas, corresponde a la presentación de un documento que solamente se entiende como un 
texto relativo a cada uno de los aspectos que a continuación se relacionan, sin precisar las 
circunstancias, criterios que justificarían y contextualizarían la propuesta. (Decreto 1075, art. 
2.5.5.1.7.): 
 
(i) La formulación de la misión institucional, de conformidad con la dase de institución y sus 
Campos de acción. (ii)El contexto geográfico y la caracterización socioeconómica. (iii) El 
planteamiento de un proyecto educativo que contemple: a) La coherencia con las necesidades 
regionales y nacionales, el mercado de trabajo y la oferta educativa; b) La planta de profesores 




programa académico, junto con las correspondientes hojas de vida y certificaciones que acrediten 
la idoneidad ética, académica, científica y pedagógica; c) Las políticas y programas de bienestar 
y de capacitación, actualización y perfeccionamiento docente; d) La infraestructura y dotación 
necesarias que garanticen el adecuado desarrollo institucional, cultural, técnico, tecnológico, 
recreativo y deportivo, con indicación del inmueble donde funcionará la entidad, acreditando a 
qué título se transferirá o recibe, con la correspondiente constancia de registro, si a ello hubiere 
lugar; e) Los recursos bibliográficos y de hemeroteca, conexión a redes de información, 
laboratorios, talleres y centros de experimentación y de prácticas adecuados y suficientes según 
el número de estudiantes y acordes con el avance de la ciencia y la tecnología; f) La capacidad 
económica y financiera que garantice el desarrollo de los planes y programas académicos, 
administrativos de inversión, de funcionamiento, de investigación y de extensión con indicación 
de la fuente, destino y uso de los recursos y plazos para su recaudo. (iv)La estructura orgánica 
que permita el desarrollo académico y administrativo y que incluya procedimientos de 
autoevaluación permanente y de cooperación interinstitucional. (v)La planta de personal 
directivo y administrativo debidamente acreditada y calificada para el funcionamiento de la 
institución y el desarrollo de los programas académicos. (vi) Un plan de acción que vincule la 
actividad de la institución con los sectores productivos, y (vii)La proyección del desarrollo 




     El procedimiento se encuentra señalado en los artículos 2.5.5.2.1. a 2.5.5.2.7. del Decreto 
1075 de 2015. El cual se resume así:  
 
     Recibida la información a través del aplicativo SACES del Ministerio de Educación Nacional, 
y el concepto de la Conaces, el Ministro de Educación Nacional aprobará improbará la solicitud 
o si fuere del caso solicitará información o documentos complementarios de conformidad con las 
normas vigentes que regulen el derecho de petición. Si la solicitud fuere aprobada el Ministro 
fijará el monto mínimo de capital expresado en salarios mínimos legales para el funcionamiento 
de la nueva IES. Una vez la parte interesada acredite el aporte de los bienes, el Ministro de 
Educación Nacional dentro del mes siguiente, expedirá la resolución de reconocimiento de 




     Ejecutoriado dicho acto, el solicitante protocolizará mediante escritura pública, fotocopias 
autenticadas del acta de constitución, de los estatutos, del acta inicial de recibo de aportes y del 
certificado de depósito a término a que se refiere el artículo anterior.  
 
     Dentro de los dos meses siguientes a la ejecutoria del acto administrativo de reconocimiento 
de personería jurídica, la institución procederá a remitir al Ministro de Educación Nacional, 
ejemplares de la publicación de la resolución de reconocimiento de personería jurídica y de la 
escritura pública de protocolización, copia de la escritura pública de los bienes y demás derechos 
reales que hacen parte del capital mínimo junto con sus constancias de protocolización y 
certificación de la cancelación del depósito y de la constitución con su monto e incrementos, de 
una cuenta corriente o de ahorros a nombre de la institución. 
 
     Como un dato adicional, se cita que como la IES se constituye en una entidad sin ánimo de 
lucro no existe el reparto de utilidades, todos los recursos deben invertirse y destinarse para el 
cumplimiento de su misión y los fines de la institución de educación superior para los cuales fue 
creada.  
 
ESTADÍSTICAS SOBRE SOLICITUDES DE CREACIÓN DE IES 
 
     Con el propósito de presentar las cifras que determinen la cantidad de solicitudes presentadas 
al Ministerio de Educación Nacional, relacionadas con la creación de IES se muestra la siguiente 
tabla 11, de acuerdo con la información que aparece en el aplicativo SACES del Ministerio de 
Educación Nacional, de los últimos 5 años y medio. 
 
     En la tabla 11, se observa que durante los últimos cinco años hasta mayo 30 de 2016, se han 
presentado (39) solicitudes de creación para IES: 92.3% de origen privado y 7.7% de origen 
público. Al respecto, se presentan los siguientes comentarios: 
 (7) IES fueron aprobadas (85.7% de origen privado y 14.3 de origen público)  
 (15) IES están pendientes de toma de decisión (86.7% de origen privado y 13.33 de 




 (2) IES presentaron desistimiento 
 (15) IES no fueron aprobadas, representando el 38.5% del total de solicitudes a la fecha 
de 30 de mayo de 2016 
 Se observa que se presentan en promedio (7) solicitudes por año para creación de IES. 
 La relación de solicitudes para creación de IES entre privadas y públicas es de 1:12, es 
decir que por una solicitud de creación de IES pública, se presentan 12 solicitudes para 
creación de IES de origen privado. Lo anterior, envía un mensaje de tendencia hacia la 
privatización de la educación superior en Colombia, no favorable para el derecho a la 
educación superior de la población menos favorecida. 
 
Tabla 11. Número de solicitudes de creación de IES presentadas 








Reconocimiento de personería 
jurídica de IES privada 
5 2 - - 3 
Aprobación de estudio de 
factibilidad en la creación de 
IES pública 
- - - - - 
2012 Reconocimiento de personería 
jurídica de IES privada 
5 1 - - 4 
Aprobación de estudio de 
factibilidad en la creación de 
IES pública 
0 - - - - 
2013 Reconocimiento de personería 
jurídica de IES privada 
11 3 2 1 5 
Aprobación de estudio de 
factibilidad en la creación de 
IES pública 
- - - - - 
2014 Reconocimiento de personería 
jurídica de IES privada 
5 - 2 - 3 
Aprobación de estudio de 
factibilidad en la creación de 
IES pública 
1 1 - - - 
2015 Reconocimiento de personería 
jurídica de IES privada 
7 - 6 1 - 
Aprobación de estudio de 
factibilidad en la creación de 
IES pública 




Reconocimiento de personería 
jurídica de IES privada 
3 - 3 - - 
Aprobación de estudio de 
factibilidad en la creación de 
IES pública 
2 - 2 - - 
 TOTAL 39 7 15 2 15 




      Expuesto lo anterior, es procedente tratar en el siguiente capítulo el estudio de los temas que 
requieren una actualización o mejoramiento dentro del marco normativo vigente, sobre la 
creación de instituciones de educación superior por parte del Estado Colombiano, dentro de su 
función administrativa y constitucional de aseguramiento de la calidad de la educación superior, 








3. METODOLOGÍA Y DESARROLLO DE LA INVESTIGACIÓN 
 
      En este aparte se presenta la metodología de investigación para el desarrollo del tema de 
investigación planteado a través de los objetivos propuestos. 
 
3.1 HIPÓTESIS DE INVESTIGACIÓN 
 
A continuación, se plantea la hipótesis de investigación: 
 
     Se requiere una reforma normativa que permita superar los vacíos normativos actuales en la 
educación superior en Colombia, acorde al avance de la tecnología y la evolución de la estructura 
de las economías en los mercados de trabajo a nivel global, entre otros, favorecería la calidad, la 
cobertura, la integración al mercado laboral de los sectores socioeconómicos menos favorecidos, 
el incremento de programas e instituciones, entre otros.  
 
3.1.1 TIPO DE INVESTIGACIÓN 
 
     El tipo de investigación es socio jurídica, documental, con utilización de herramientas 
cualitativas y mixtas. Es también descriptiva ya que permiten detallar situaciones y eventos, es 
decir cómo es y cómo se manifiesta determinado fenómeno y busca especificar propiedades 
importantes de personas, grupos, comunidades o cualquier otro fenómeno que sea sometido a 
análisis. (Hernández, 1998, p. 60).  
 
3.1.2 ANÁLISIS DE LA POBLACIÓN INVOLUCRADA 
    
     La población involucrada en la investigación está representada por las personas jurídicas: 




Instituciones de Educación Superior. Igualmente, participan como personas naturales los Pares 
Académicos y evaluadores del MEN. 
 
3.1.3 ANÁLISIS DE VARIABLES 
 
     Para el análisis de variables de la investigación, se toman como base los objetivos específicos 
planteados para la investigación, a saber: 
 
     Objetivo específico 1. Analizar la normativa vigente que regula el trámite de creación y 
constitución de IES privadas en Colombia para reconocer las falencias y vacíos en la aplicación 
de la normativa vigente para la creación y constitución de IES privadas en Colombia. 
 
     Variable 1. Falencias y vacíos detectados en aplicación de normas para la creación y 
constitución de IES: consiste en identificar las falencias o vacíos en la aplicación de la normativa 
vigente, relacionada con el tema de investigación. 
      
     Objetivo específico 2. Proponer reformas normativas e institucionales que permitan superar 
las falencias y vacios en el trámite para la creación y constitución de IES privadas en Colombia, 
dentro del contexto de calidad. 
 
     Variable 2. Propuesta de reforma normativa para la creación y constitución de IES privadas 
en Colombia: consiste en generar la propuesta de reforma normativa que corrija las falencias y 
vacíos en la aplicación de la normativa vigente que regula dicho trámite. 
 
3.1.4 MODELOS ESTADÍSTICOS 
 
     En este aparte, se hace referencia a las herramientas estadísticas utilizadas en el desarrollo de 






3.2 DESARROLLO DE LA INVESTIGACIÓN 
 
A continuación, se presenta el desarrollo de la investigación con base en los objetivos específicos 
planteados y sus variables relacionadas. 
 
     VARIABLE 1. FALENCIAS Y VACÍOS DETECTADOS EN LA APLICACIÓN DE 
LA NORMATIVA VIGENTE PARA LA CREACIÓN Y CONSTITUCIÓN DE IES 
PRIVADAS EN COLOMBIA 
 
      Como un contexto general, se cita que, al analizar los requisitos establecidos en el año 1994, 
frente a otras disposiciones en el tema de educación superior, por ejemplo, la Ley 1188 de 2008 
y el Decreto 1075 de 2015 (en lo que se refiere a las condiciones de calidad para el otorgamiento 
del registro calificado para programas de educación superior (normas que han sido modificadas 
en el tiempo), se observa que no hay una total correlación. 
 
      Por ejemplo, la evaluación de las solicitudes de reconocimiento de personería jurídica  que 
ahora se realiza por parte de la sala de Evaluación de Trámites Institucionales de la Conaces, se 
constituye en la base fundamental para la solicitud de modificación del citado ordenamiento y la 
presentación de las observaciones adjuntas, consecuentes con la introducción de modificaciones 
a la norma actual, en la pretensión de facilitar la formulación de la solicitud en la forma que 
responda de manera articulada a los lineamientos trazados por la normativa legal y reglamentaria 
vigente en el tema de educación superior, asegurando el cumplimiento de las condiciones de 
calidad en todos los niveles y procesos propios de la educación superior. De otra parte, el 
proyecto precisa el órgano que en virtud de la preceptiva aplicable y que por razón del 
pronunciamiento aclaratorio del Consejo de Estado, tiene la función de emitir concepto sobre el 
cumplimiento de los requisitos para el reconocimiento de personería jurídica de instituciones de 
educación superior, orientación que, se entiende, se debe aplicar también en relación con trámites 
de aprobación de seccionales y sedes de instituciones de educación superior. 
 
      A lo anterior se agrega la presentación de la solicitud, que actualmente en la práctica, se 




de requisitos que deben presentar las personas jurídicas nacionales o extranjeras como miembros 
fundadores en la constitución de una IES; la precisión de requisitos con el fin de verificar la 
seriedad de los aportes; la inclusión del requisito de la presentación de las hojas de vida con sus 
soportes de quienes ocuparían los cargos directivos y administrativos, el revisor fiscal y personal 
docente con el fin de estar acorde con lo señalado en el artículo 97 de la Ley 30 de 1992 que 
señala que los particulares que pretendan fundar una institución de educación superior, deberán 
acreditar “que están en capacidad de cumplir la función que a aquellas corresponde y que la 
enseñanza estará a cargo de personas de reconocida idoneidad ética, académica, científica y 
pedagógica.”; la precisión de requisitos respecto de lo que debe contener el proyecto educativo 
institucional; en el tema de infraestructura y dotación (acorde con el mandato constitucional, ley 
1188 y Decreto 1075 de 2015), la inclusión de medidas para las personas con especial protección 
constitucional y la fijación de requisitos para el caso de instituciones que se proyectan funcionar 
en metodología educativa a distancia. 
 
A. La norma vigente que regula el trámite de reconocimiento de personería jurídica de 
instituciones de educación superior privadas está contenida en los artículos 2.5.5.1.1. 
a 2.5.5.2.7., capítulos 1 y 2 del título 5, libro 2 del Decreto 1075 de 2015.   
 
     La presente propuesta comprendería las normas sustitutivas de las citadas, las cuales 
comprenden los requisitos y el procedimiento para el reconocimiento de personería jurídica de 
instituciones privadas de educación superior en Colombia. 
 
     El análisis y la evaluación de las solicitudes de reconocimiento de personería jurídica que en 
la actualidad efectúa la Conaces, se constituye en la base fundamental para la propuesta de 
modificación del citado ordenamiento y la propuesta de un proyecto normativo que a 
continuación se trae, se introducen modificaciones a la norma actualmente vigente, en la 
pretensión de facilitar la formulación de la solicitud en la forma que responda de manera 
articulada a los lineamientos trazados por la normativa legal y reglamentaria vigente, asegurando 
el cumplimiento de las condiciones de calidad en todos los niveles y procesos propios de la 
educación superior. Así mismo, el proyecto precisa el órgano que en virtud de la preceptiva 




función de emitir concepto sobre el cumplimiento de los requisitos para el reconocimiento de 
personería jurídica de instituciones de educación superior.  
 
     A grandes rasgos, los aspectos que presentan falencias o vacíos en la normativa vigente son:  
 
     1. SOLICITUD: La forma como se adelanta la solicitud no es como actualmente se 
desarrolla, no es escrita, no es ante el ICFES, no se tiene en cuenta los avances tecnológicos que 
es lo que ocurre en la actualidad. Se requiere precisión y actualización teniendo en cuenta la 
norma vigente como es la Ley 30 de 1992 y el Decreto 5012 de 2009, por el cual se modifica la 
estructura del Ministerio de Educación Nacional, y se determinan las funciones de sus 
dependencias. Corresponde a dicho Ministerio el reconocimiento de la personería jurídica de las 
instituciones privadas de educación superior (función que antes desempeñaba el ICFES). Es ante 
el Ministerio de Educación Nacional que se presenta la solicitud, a través del sistema de 
información SACES, no siendo de manera escrita.  
 
     2. CALIDADES DE LOS MIEMBROS FUNDADORES: La norma reglamentaria no 
precisa los requisitos que deben cumplir las personas naturales y jurídicas que pretendan crear 
instituciones de educación superior en Colombia. Se presenta un vacío que requiere actualización 
y precisión, toda vez que lo único que se solicita es la presentación de sus hojas de vida y 
soportes, lo cual no garantiza lo dispuesto en el artículo 97 de la Ley 30 de 1992, señala 
expresamente que estos “deben demostrar la capacidad para cumplir las funciones encomendadas 
y acreditar que la enseñanza estará a cargo de personas de reconocida idoneidad ética, 
académica, científica y pedagógica.”   
 
     Así mismo es pertinente referirse, que se debe garantizar el cumplimiento de las funciones 
misionales propias de las IES, tratándose de personas naturales y jurídicas extranjeras que desean 
incursionar como fundadores en la creación de instituciones de educación superior en Colombia.  
 
     No hay precisión respecto de que información debe aportarse respecto de los bienes que los 





     En lo concerniente a la designación del revisor fiscal, se requiere precisar que debe anexarse 
la matrícula profesional vigente.  
 
     3. ACREDITACIÓN DE LOS APORTES DE LOS MIEMBROS FUNDADORES: La 
norma vigente tiene muchos vacíos en relación con este tema, no es clara en relación con qué 
clase de bienes pueden ser sujetos de aportes en la creación de una IES, no precisa los requisitos 
para el cumplimiento de los compromisos que en el tema de aportes hacen los fundadores, no 
precisa que es lo que debe presentarse para garantizar la acreditación de sus aportes.  
 
     4. PARTICIPACIÓN DE LA COMUNIDAD EDUCATIVA EN LA DIRECCIÓN DE 
LA IES: La norma vigente plantea tangencialmente este tema señalando que en los estatutos 
debe contemplarse: “el régimen de la participación democrática de la comunidad educativa en la 
dirección de la institución” (Decreto 1075 de 2015, art. 2.5.5.1.5.), no habiendo claridad en este 
requisito, pues la representación de los estudiantes, docentes y administrativos, debe estar en los 
órganos que tengan poder de decisión en la dirección de la IES, no siendo, por ejemplo,  
solamente en un Consejo Académico.  
 
     5. NORMAS INTERNAS: Si bien, la norma vigente contempla la presentación de los 
proyectos de estatutos, reglamento estudiantil y reglamento docente, y lo mínimo que estos 
deben contener, no se hace referencia expresamente a la presentación del reglamento de 
bienestar, el cual regula las condiciones en que la institución adelantaría las actividades que se 
orientan al desarrollo físico, socio-afectivo, espiritual y social de los estudiantes, docentes y 
personal administrativo, acorde con lo  dispuesto en los artículos 117 a 119 de la Ley 30 de 1992. 
 
     6. ESTUDIO DE FACTIBILIDAD SOCIOECONÒMICA: Del estudio de factibilidad 
hacen parte varios aspectos, si bien la norma vigente contempla los aspectos mínimos que debe 
contener, se observan las siguientes falencias, vacíos:  
 
 De manera general, el articulado hace referencia a la presentación de documentos de 
manera etérea, pero no precisa que debe comprender cada aspecto, para determinar su 




servicio público de la educación superior, requiriéndose analizar cuáles serían los 
requerimientos de personal, infraestructura física, dotación, medios educativos, y 
financieros que garanticen su ejecución.  
 Si bien, cada proyecto de creación de IES es autónomo, se manejan criterios diferentes 
de asignación de recursos, no planteando la norma vigente criterios o planteamientos 
generales para que se presentes los datos requeridos. 
 
     7. PROCEDIMIENTO: El procedimiento contemplado en el decreto vigente no es claro, se 
encuentra desactualizado, no contempla todas las actuaciones administrativas que en la 
actualidad se desarrollan, siendo procedente actualizarlo y armonizarlo con las normas vigentes y 
procedentes como es el CPACA, precisar los requisitos y el procedimiento para el 
reconocimiento de personería jurídica a las instituciones de educación superior de carácter 
privado.  
 
     A esto se agrega que se señala un término de seis (6) meses para su culminación, lo que en la 
práctica dado las actuaciones administrativas que se surten no es posible adelantar un proceso de 
reconocimiento de personería jurídica en este término. 
 
Objetivo específico 2. Proponer los nuevos requisitos y procedimientos para la creación y 
constitución de IES privadas en Colombia, dentro del contexto de calidad. 
 
      Ahora bien, a continuación se presentan los temas claves e importantes de la norma 
reglamentaria vigente, Decreto 1075 de 2015, que requieren una actualización o mejoramiento 
sobre los requisitos para el reconocimiento de personería jurídica de IES privadas. 
 
     1. SOLICITUD: La norma señala:  
 
Solicitud. Para el reconocimiento de la personería jurídica de una institución de 
educación superior, el representante legal provisional de la misma deberá formular la 
solicitud escrita ante el Ministro de Educación Nacional, acompañada de la 




de contenido, forma y diligenciamiento son los consignados en este título. (Art. 
2.5.5.1.1.). 
 
     OBSERVACIONES Y RECOMENDACIONES: Se requiere tener presente que  la 
solicitud es a través de un sistema de información. El Ministerio de Educación Nacional ha 
implementado para el servicio de la comunidad, diferentes sistemas de información, entre ellos el 
SACES, aplicativo a través del cual actualmente se solicitan y adelantan todos los trámites de 
registros calificados para programas de educación superior, como los trámites institucionales 
entre ellos el de reconocimiento de personería jurídica.  
 
     2. ACTA DE CONSTITUCIÓN: La norma señala:  
 
Acta de constitución. El acta de constitución deberá presentarse debidamente firmada 
por todos los fundadores y sus firmas reconocidas ante notario público. Contendrá 
como mínimo lo siguiente:  
a) El lugar, fecha y hora de celebración de la asamblea constitutiva; 
b) Los nombres, apellidos e identificación del fundador o fundadores, bien sea que 
concurran personalmente o por intermedio de apoderados; 
c) La relación de los bienes que el fundador o los fundadores se comprometen a 
aportar, el valor asignado a los mismos en el acto de fundación y la relación de los 
títulos correspondientes;  
d) La indicación de la persona que tenga la representación legal provisional y la 
competencia para tramitar la obtención del reconocimiento de personería jurídica, 
y 
e) La designación de la Junta o Consejo Directivo y del revisor fiscal. (Art. 
2.5.5.1.2.). 
 
     OBSERVACIONES Y RECOMENDACIONES: La Constitución Política, en su artículo 
67, y la Ley 30 de 1992, en su artículo 98, facultan a las personas naturales; (el Código civil 
colombiano en el artículo 74, define la persona como: “Son personas todos los individuos de la 




Civil, en el artículo 633, define lo que es persona jurídica: "una persona ficticia, capaz de ejercer 
derechos y contraer obligaciones civiles, y de ser representada judicial o extrajudicialmente"), 
para crear instituciones de educación superior. Por lo que se incluyen las personas naturales y 
jurídicas extranjeras (El artículo 469 del Código de Comercio, señala que  son personas jurídicas 
extranjeras las sociedades constituidas conforme a la ley de otro país y con domicilio principal 
en el exterior), no residentes en Colombia interesadas en participar en la constitución de una IES. 
Aspecto este último relevante, por cuanto en los últimos años se ha observado gran interés de la 
participación de entidades extranjeras en la constitución de IES en Colombia, situación que antes 
no existía.  
 
     El Acta de Constitución como uno de los requisitos necesarios en la creación de la IES,  es el 
documento que contiene las firmas autenticadas de sus fundadores y los elementos jurídicos 
sobre los cuales se estructura la constitución de la nueva IES, por lo que se convierte en la 
constancia notarial que en su momento dará cuenta para probar la identidad de sus integrantes, 
como la información fundamental de la IES, siendo necesario que contemple la información 
relevante tanto de sus fundadores como de la IES.  
 
     En ese orden, el Acta, frente a lo que señala la norma vigente, debe contemplar, además, la 
manifestación expresa de sus miembros de querer constituir una IES, el domicilio de cada uno de 
los fundadores, en cuanto a la “relación” de los aportes de los fundadores, es importante que no 
solo sea la relación, debe aportarse información respecto del origen de estos, la relación de los 
títulos de los bienes, los títulos de transferencia, su valor unitario y valor total. 
 
     Ahora, de tratarse de personas naturales o jurídicas extranjeras, que no vayan a residenciarse 
en Colombia, debe establecerse la obligatoriedad de designarse un apoderado con residencia en 
este país, esto, permitiría al Ministerio de Educación Nacional, como ente supremo de inspección 
y vigilancia de la educación superior, un mayor control sobre la IES en el caso de reconocérsele 






     Señala la norma que se presentará la relación de los bienes que el fundador pretende aportar, 
su valor, y la relación de los títulos correspondientes, por lo que debe modificarse y precisar que 
se relacionará el título que ostenta su fundador frente a cada uno, y la relación de los títulos 
mediante los cuales pretende transferirlos a la nueva IES. 
 
     En lo concerniente a la designación del revisor fiscal, se requiere precisar que debe anexarse 
la matrícula profesional vigente.  
 
     3. ACREDITACIÓN DE LOS APORTES: La norma dispone:  
 
Acreditación de los aportes. Para acreditar la efectividad y seriedad de los aportes 
provenientes de los fundadores, se adjuntará el acta o actas de recibo suscritas por 
quienes hayan sido designados para ejercer las funciones de representante legal 
provisional y revisor fiscal de la institución. Sus firmas deberán hacerse reconocer 
ante notario público. 
Los aportes en dinero deberán acreditarse con certificados de depósito a término fijo, 
renovándolos periódicamente hasta que se obtenga el reconocimiento de personería 
jurídica. 
Los aportes que establezcan mutaciones, gravámenes o limitaciones de dominio 
sobre bienes inmuebles, se acreditarán con el contrato de promesa de transferencia 
correspondiente, condicionado únicamente al reconocimiento de la personería 
jurídica de la institución, con firmas reconocidas ante notario, con el lleno de los 
requisitos exigidos en el Código Civil y demás normas aplicables. (Art. 2.5.5.1.3.).  
 
     OBSERVACIONES Y RECOMENDACIONES: Señala la norma que se adjuntará el acta o 
actas de recibo suscritas por el representante legal provisional y el revisor fiscal de la institución, 
sus firmas reconocidas ante notario público. Con el fin de garantizar la efectividad y seriedad de 
los aportes, como lo dispone la norma, es necesario, en primer lugar, precisar que el acta de 
recibo de aportes como el acta de constitución, deberán contener la relación de cada uno de los 
aportes de los miembros fundadores, los bienes en especie diferentes a inmuebles, deberán 




Adicionalmente, tratándose de aportes en bienes inmuebles, señalarse la dirección de estos, 
precisarse los términos de su entrega, anexando el certificado de libertad expedido durante los 
tres meses anteriores a la presentación de la solicitud de reconocimiento de personería jurídica; y 
el respectivo contrato de promesa de entrega del bien, acorde con lo dispuesto en el Código 
Civil. El contrato de promesa de entrega deberá contener las características del inmueble, 
número de matrícula inmobiliaria, y estará condicionado únicamente al reconocimiento de la 
personería jurídica de la IES. 
  
     En segundo lugar, determina la norma que los aportes para la constitución de una IES, pueden 
ser en dinero y bienes inmuebles, que al tratarse de aportes en dinero solamente pueden 
acreditarse con la constitución de certificados a término fijo, los cuales se irán renovando hasta la 
obtención de la personería jurídica. En este punto, considero necesario, señalar que los aportes 
podrán ser de dos clases: (i) en dinero y (ii) en especie, bienes muebles e inmuebles, y en ningún 
caso se aceptarán elementos intangibles como aportes. 
 
     Al citar “elementos intangibles” me refiero a aquellos bienes que se crean a través del tiempo 
y el esfuerzo, que no son monetariamente identificables, no se pueden ver, tocar o medir 
físicamente.  
 
     En tercer lugar, señala la norma que los aportes en dinero deberán acreditarse en “CDT 
renovándolos periódicamente hasta que se obtenga el reconocimiento de personería jurídica” (art. 
Art. 2.5.5.1.3.), se recomienda, señalar que los certificados a término fijo pueden hacerse a 
nombre del representante legal provisional de la institución proyectada o al del miembro 
fundador que hace el aporte. Precisar que la acreditación en certificados a término fijo debe ser 
con una vigencia no menor a diez (10) meses (tiempo promedio que demora el trámite), hasta 
que se obtenga el reconocimiento de la personería jurídica. Adicionalmente, se requeriría, con el 
fin de garantizar una mayor vigencia a partir del funcionamiento de la nueva IES, incluir que el 
capital mínimo proyectado debe ser hasta el término de duración de las dos primeras cohortes, no 
obstante, no podría hacerse tal modificación en esta oportunidad a través de Decreto, pues 





El estudio de factibilidad deberá demostrar igualmente que el funcionamiento de la 
institución que se pretende crear estará financiado con recursos diferentes a los que 
se puedan obtener por concepto de matrículas, al menos por un tiempo no menor a la 
mitad de la terminación de su primera promoción. Los costos de funcionamiento 
deberán estimarse según los costos por alumno y por programa. 
 
4. HOJAS DE VIDA DE LOS FUNDADORES: Cita la norma vigente: 
 
     Hoja de vida de los fundadores. Los fundadores deben allegar las hojas de vida debidamente 
documentadas. (Art. 2.5.5.1.4.). 
 
     OBSERVACIONES Y RECOMENDACIONES: De lo expuesto en este artículo, 
solamente corresponde a la presentación de las hojas de vida de los fundadores con sus soportes, 
no concibiéndose mayor incidencia respecto de lo que implica que desde la creación de una IES, 
quienes la fundan deben ser personas capaces de cumplir la función misional que a estas les 
corresponde, y que es la prestación del servicio público de la educación superior con calidad, 
como así lo señala el artículo 96 de la Ley 30 de 1992. 
 
     Se hace alusión aquí, que del resultado de los diversos análisis efectuados por grandes 
académicos en Colombia, como son los integrantes de la sala de Evaluación de Trámites 
Institucionales, es procedente solicitar no solamente de los fundadores, sino también de los 
apoderados, del revisor fiscal, y de quienes harán parte del Consejo Directivo o del que haga sus 
veces, datos precisos sobre: estudios de pregrado y postgrado, experticia profesional, académica, 
referencias sobre publicaciones y producción académica.  
 
     Consecuentemente, de ser los fundadores personas jurídicas, es procedente exigir de estas, su 
hoja de vida institucional que incluya el balance social y los estados financieros certificados por 
el contador y el representante legal provisional, y dictaminados por el revisor fiscal provisional 





     Del mismo modo, y para todos los casos, deberá allegarse copia de la hoja de vida y tarjeta 
profesional del revisor fiscal provisional de la Institución. 
 
5. NORMAS INTERNAS: La disposición vigente para el reconocimiento de la personería 
jurídica, contempla de manera expresa la presentación de las siguientes normas internas de la 
futura IES: estatutos, reglamento docente y reglamento estudiantil, siendo también importante el 
reglamento de bienestar institucional, el cual se entrevé su presentación de lo expuesto en el 
numeral 15, del artículo 2.5.5.1 del citado Decreto 1075 de 2015. 
 
     En ese orden, y dada la importancia de la reglamentación de los aspectos referidos al 
bienestar de la comunidad académica en una IES, se debe incluir expresamente su presentación 
conjuntamente con las normas internas ya señaladas.  
 
5.1. ESTATUTOS DE LA INSTITUCIÓN: Precisa el Decreto 1075 de 2015: 
 
De los estatutos. Los estatutos de la Institución estarán en concordancia con los principios 
y objetivos determinados en los capítulos I y II del Título Primero de la Ley 30 de 1992. Su 
contenido será el siguiente:   
 
1. El nombre y el domicilio de la institución. La denominación deberá ser concordante con 
la clase de institución de que se trate. No podrá adoptarse un nombre, una sigla o cualquier 
otro símbolo distintivo que induzca a confusión con los de otra institución de educación 
superior ya reconocida en el territorio nacional. 
2. De conformidad con lo previsto en el artículo 98 de la Ley 30 de 1992, deberá indicarse 
expresamente que la institución es una persona jurídica de utilidad común, sin ánimo de 
lucro, organizada como corporación, fundación, o institución de economía solidaria.  
3. De conformidad con los artículos 16 de la Ley 30 de 1992 y 213 de la Ley 115 de 1994, 
se indicará si se trata de una institución técnica profesional, de una institución tecnológica, 




4. Los campos de acción de la educación superior en que la institución desarrollará sus 
programas académicos, según lo previsto en los artículos 7º, 8º, 17 y 18 de la Ley 30 de 
1992 y 213 de la Ley 115 de 1994.  
5. Los objetivos específicos que determinen su identidad institucional, en armonía con el 
ámbito establecido para la educación superior en el artículo 6º de la ley 30 de 1992. 
6. Las funciones básicas de docencia, investigación, servicio y extensión que serán 
ejercidas y desarrolladas. 
7. La descripción de la organización académica y administrativa básica, en especial la 
relativa a sus órganos de dirección y administración, sus funciones y el régimen de la 
participación democrática de la comunidad educativa en la dirección de la institución, 
teniendo en cuenta que éste debe contemplar la representación por lo menos de un profesor 
y un estudiante en la Junta o Consejo Directivo o el organismo que haga sus veces.  
8. La titularidad de la representación legal, forma de designación y la indicación de las 
atribuciones y funciones.  
9. La forma de designación, período y funciones del revisor fiscal, quien deberá reunir los 
requisitos exigidos por la ley para las sociedades anónimas, le serán aplicables las normas 
del Código de Comercio y las Leyes 145 de 1960 y 43 de 1990 y demás disposiciones 
vigentes sobre la materia. 
10. La conformación del patrimonio y el régimen para su administración.  
11. La prohibición de destinar en todo o en parte los bienes de la institución, a fines 
distintos de los autorizados por las normas estatutarias, sin perjuicio de utilizar el 
patrimonio y las rentas con miras a un mejor logro de sus objetivos. 
12. La prohibición de transferir a cualquier título la calidad de fundador y los derechos 
derivados de la misma.  
13. El término de duración de la institución, teniendo en cuenta que en las corporaciones y 
en las instituciones de economía solidaria, éste puede ser definido, mientras que en las 
fundaciones necesariamente será indefinido.  
14. Las causales, procedimientos y mayorías requeridas para decretar la disolución de la 
institución de acuerdo con lo previsto en el artículo 104 de la Ley 30 de 1992 y la 




liquidación y señalará la institución o instituciones de educación superior de utilidad 
común, sin ánimo de lucro, a las cuales pasaría el remanente de los bienes de la entidad.  
15. La indicación del órgano competente para reformar los estatutos, señalando el 
procedimiento correspondiente, así como para expedir los reglamentos estudiantil, docente 
o profesoral y el de bienestar universitario o institucional. 
16.La determinación de las calidades para ocupar o desempeñar los cargos de dirección y 
administración de la institución, así como el régimen de inhabilidades e incompatibilidades 
y el sistema de solución de conflictos entre los asociados, cuando surjan controversias en la 
interpretación de los Estatutos. (Art. 2.5.5.1.). 
 
     OBSERVACIONES Y RECOMENDACIONES: El tema de los estatutos es de gran 
relevancia en el desarrollo del actuar de la IES, demarcan el tema de la gobernabilidad de la 
institución, su estructura de gobierno interna, comprendiendo las disposiciones que 
fundamentaran la toma de decisiones y las acciones para cumplir la función social y la misión 
institucional, disposiciones que deben estar acordes con la Constitución y la ley. Con esta 
premisa se plantea que:  
 
1. En el numeral 1, se queda corto el requisito al circunscribirse que la denominación, sigla, 
o símbolo de la nueva IES no debe confundirse solamente con el del otra IES; por lo que 
debe ampliarse su ámbito más allá del nivel de la educación superior, comprender 
cualquier institución o entidad educativa reconocida por el Estado.  
2. En el numeral 3 se presenta una incoherencia, toda vez que se señala que desde la 
creación de una IES esta puede tener el carácter de universidad, lo cual es contradictorio 
con lo dispuesto en la normativa vigente como son, la Ley 30 de 1992 en su artículo 20 
que señala que se podrá reconocer como universidad, a las instituciones universitarias o 
escuelas tecnológicas que dentro de un proceso de acreditación demuestren tener los 
requisitos señalados en la norma. Acorde con lo anterior, La Ley 749 de 2008 en sus 
artículos 16 (parágrafo) y 19 y el Decreto 1075 de 2015 en sus artículos 2.5.2.1 y 2.5.2.2 
que desarrollan los requisitos que deben demostrarse para la obtención del 





3. En el numeral 6, es recomendable precisar que se debe presentar es “la descripción de las 
funciones misionales de docencia, investigación, proyección social y extensión, y de 
internacionalización”. Se incluye el término dual de “proyección social y de extensión”, 
por cuanto considero, la extensión es complemento de la proyección social, que es la 
actividad misional a través de la cual se proporciona y se promueve servicios 
profesionales a la comunidad en aras de mejorar su calidad de vida. Acorde con esto, el 
artículo 120 de la Ley 30 de 1992 señala que la “La extensión comprende los programas 
de educación permanente, cursos, seminarios y demás programas destinados a la difusión 
de los conocimientos, al intercambio de experiencias, así como las actividades de servicio 
tendientes a procurar el bienestar general de la comunidad y la satisfacción de las 
necesidades de la sociedad”. 
Adiciono el aspecto referido a la internacionalización también como una de las funciones 
básicas misionales de las IES, actualizando la normativa con las políticas en educación 
superior, y disposiciones vigentes, v. gr. los artículos 2.5.3.2.2.1 y siguientes del Decreto 
1075 de 2015, referidos a las condiciones de calidad para el otorgamiento de registro 
calificado de los programas académicos, y la Resolución No. 12161 de 2015, por la cual 
se dictan disposiciones para la administración del sistema de información del SNIES, en 
virtud de esta última disposición, las IES deben presentar información relacionada con la 
gestión de como desarrollan sus actividades formativas en el ámbito local, regional, 
nacional e internacional, para facilitar la movilidad académica al exterior de estudiantes, 
profesores e investigadores. Es por ello que las IES desde su constitución deben 
dimensionarse internacional e interculturalmente, contemplando la proyección de 
mecanismos y actividades formativas relacionadas con la movilidad académica de sus 
estudiantes y docentes.  
4. En el numeral 7, si bien se hace alusión al régimen de  la “participación democrática de la 
comunidad educativa en la dirección de la institución (…) la representación por lo menos 
de un profesor y un estudiante ”, (subrayado fuera de texto), teniendo claro que esa 
participación se refiere a una gobernabilidad compartida en donde los miembros de la 
comunidad académica tengan una voz significativa que corresponda a un ejercicio 
democrático claro, participativo y descentralizado, no debe limitarse la participación de la 




Directivo” debe ser en todos los órganos de dirección y gobierno y comprender: 
estudiantes, egresados, docentes, y directivos académicos (decano de facultad, directores 
de programa u otra denominación relacionada), y precisarse que la forma de elección se 
hará democráticamente por cada estamento, proceso que estará contemplado en los  
reglamentos estudiantil y docente.  
5. En el numeral 8, dado que las instituciones de educación superior en ejercicio de su 
autonomía, pueden determinar la existencia de un suplente del representante legal, o 
quien hará las veces en ausencia del representante legal, se requiere adicionar a esta 
disposición lo siguiente “En el evento de que por disposición estatutaria la institución 
contemple más de un representante legal, deberá indicarse las circunstancias y las 
funciones en que cada uno actuará”. 
6. El numeral 11 procede su modificación y se hará alusión a lo dispuesto en el literal c) del 
artículo 11 de la Ley 1740 de 2014 como es “La prohibición de invertir y destinar 
recursos por fuera de la misión y de los fines de la institución de educación superior”. 
7. En el numeral 15 procedería incluir “indicar el órgano competente para expedir y 
modificar los estatutos y los reglamentos: estudiantil, docente, de bienestar y demás 
normas internas”, no limitarse solamente a indicar el órgano competente para expedir y 
modificar estatutos, reglamentos estudiantiles, docente y de bienestar. 
8. En el numeral 16 procedería la eliminación de los términos “entre asociados”, pues se 
entiende que el sistema de solución de conflictos aplica para quienes hacen parte de la 
institución: miembros (indiferentemente de su denominación); directivos, 
administrativos, etc. 
 
5.2. EL RÉGIMEN DEL PERSONAL DOCENTE, EL REGLAMENTO 
ESTUDIANTIL Y EL REGLAMENTO DE BIENESTAR: Señala el Decreto 1075 de 
2015:  
 






1. El régimen de personal docente, el cual deberá contemplar al menos los siguientes 
aspectos: objetivos, clasificación de los docentes, selección, vinculación, evaluación, 
capacitación, distinciones académicas, estímulos e incentivos, situaciones laborales 
derechos y deberes, régimen de participación democrática en la dirección de la institución, 
régimen disciplinario y retiro de la entidad. 
2. El reglamento estudiantil que adoptará la institución, el cual deberá contener como 
mínimo los siguientes aspectos: requisitos de inscripción, admisión y matrícula, 
promoción, grados, transferencias, derechos y deberes, régimen de participación 
democrática en la dirección de la institución, distinciones e incentivos, régimen 
disciplinario, sanciones, recursos y aspectos académicos relativos a los estudiantes. (Art. 
2.5.5.1.7.). 
 
     OBSERVACIONES Y RECOMENDACIONES: Como se hace referencia a las normas 
internas, es necesario citar en este articulado, además del artículo 100, los artículos 109, 117, 
118, 119 y 123 de la Ley 30 de 1992, e incluir lo referente al requisito del Reglamento de 
Bienestar contemplado en la Ley 30 de 1992 y en normas reglamentarias como lo contempla el 
Decreto 1075 de 2015 en la parte referida a las condiciones para el otorgamiento de registros 
calificados para programas de educación superior.  
 
6. EL ESTUDIO DE FACTIBILIDAD SOCIOECONÓMICA: El Decreto 1075 señala:  
 
El estudio de factibilidad socioeconómica deberá presentarse teniendo en cuenta los 
siguientes aspectos: 
1. La formulación de la misión institucional, de conformidad con la dase de institución y 
sus Campos de acción. 
2. El contexto geográfico y la caracterización socioeconómica. 
3. El planteamiento de un proyecto educativo que contemple: 
a) La coherencia con las necesidades regionales y nacionales, el mercado de trabajo y la 
oferta educativa; 
b) La planta de profesores con la formación, calificación y dedicación necesarias, según 




hojas de vida y certificaciones que acrediten la idoneidad ética, académica, científica y 
pedagógica; 
c) Las políticas y programas de bienestar y de capacitación, actualización y 
perfeccionamiento docente; 
d) La infraestructura y dotación necesarias que garanticen el adecuado desarrollo 
institucional, cultural, técnico; tecnológico, recreativo y deportivo, con indicación del 
inmueble donde funcionará la entidad, acreditando a qué título se transfiere o recibe, con 
la correspondiente constancia de registro, si a ello hubiere lugar; 
e) Los recursos bibliográficos y de hemeroteca, conexión a redes de información, 
laboratorios, talleres y centros de experimentación y de prácticas adecuadas y suficientes 
según el número de estudiantes y acordes con el avance de la ciencia y la tecnología; 
f) La capacidad económica y financiera que garantice el desarrollo de los planes y 
programas académicos, administrativos de inversión, de funcionamiento, de investigación 
y de extensión con indicación de la fuente, destino y uso de los recursos y plazos para su 
recaudo. 
4. La estructura orgánica que permita el desarrollo académico y administrativo y que 
incluya procedimientos de autoevaluación permanente y de cooperación 
interinstitucional. 
5. La planta de personal directivo y administrativo debidamente acreditada y calificada 
para el funcionamiento de la institución y el desarrollo de los programas académicos. 
6. Un plan de acción que vincule la actividad de la institución con los sectores 
productivos, y 
7. La proyección del desarrollo institucional a través de un plan estratégico a corto y 
mediano plazo. 
 
Parágrafo. El estudio de factibilidad debe demostrar igualmente que el funcionamiento 
de la institución que se pretende crear, estará financiado por un tiempo no menor a la 
mitad del requerido para que la primera promoción culmine sus estudios y que contará 
para ello con recursos diferentes de los que se puedan obtener por concepto de 
matrículas.” 




     OBSERVACIÓN 1: Previo a presentar las observaciones en este tema, se considera 
importante plasmar de manera general, lo que es “estudio de factibilidad”:   
 
     Según el Diccionario de la Real Academia Española, la Factibilidad es la “cualidad o 
condición de factible”. Factible: “que se puede hacer”. 
 
     Frente a los objetivos que debe tener un estudio de factibilidad, se trae a colación lo expuesto 
por Miranda (2005), quien concluye que pueden resumirse en los siguientes términos: 
 Verificación de la existencia de un mercado potencial o de una necesidad no 
satisfecha. 
 Demostración de la viabilidad técnica y la disponibilidad de los recursos humanos, 
materiales, administrativos y financieros. 
 Corroboración de las ventajas desde el punto de vista financiero, económico, social 
o ambiental de asignar recursos hacia la producción de un bien o la prestación de un 
servicio. (p.36). 
 
     Con enfoque en el tema del estudio de factibilidad socioeconómica en el proyecto de creación 
de una institución de educación superior, bien puede entenderse como el análisis integral de las 
circunstancias y estrategias que conforman la propuesta y que determinan su viabilidad y 
pertinencia en el espacio en el cual se desarrollará.  
 
     De la revisión a la norma vigente, se observa que en ella se hace referencia a ciertos aspectos 
que debe contener el estudio de factibilidad, siendo procedente la modificación, supresión, 
inclusión y precisión en algunos temas, empezando por señalar que los aspectos que contempla 
la norma en este aparte, son los mínimos que debe tener el estudio de factibilidad en la 
proyección de una IES y no limitar su contenido a estos temas, pues cada proyecto es original, y 
se diferencia a los demás, comprendiendo sus propias variables para determinar su viabilidad.  
 
     Si bien la norma vigente señala la presentación de un  planteamiento de un Proyecto 




comprender que es un PEI. A manera introductoria, señalo que el PEI es un instrumento, por así 
decirlo, que marca la pauta a seguir por parte de la institución durante su existencia, pudiendo ser 
modificado cuando la comunidad educativa lo requiera. El PEI fue contemplado en la Ley 115 de 
1994, por la cual se expide la Ley General de Educación:   
(…) con el fin de lograr la formación integral del educando, cada establecimiento 
educativo deberá elaborar y poner en práctica un Proyecto Educativo Institucional en 
el que se especifiquen entre otros aspectos, los principios y fines del establecimiento, 
los recursos docentes y didácticos disponibles y necesarios, la estrategia pedagógica, 
el reglamento para docentes y estudiantes y el sistema de gestión, todo ello 
encaminado a cumplir con las disposiciones de la presente ley y sus reglamentos. 
(Colombia, Ley 115 de 1994, art. 73). 
 
     Acogiendo lo dispuesto en la norma, para la creación de una institución de educación 
superior, se debe presentar y explicitar los diferentes componentes relevantes en que se 
fundamentará la nueva IES, cuál será su misión y visión, el perfil de sus misiones sustantivas, el 
modelo pedagógico, políticas, estrategias, planes de acción, su organización, definir los 
programas curriculares con los cuales pretender iniciar; así mismo el componente de los recursos 
humanos, físicos y de dotación necesarios para cumplir con su función misional en un corto, 
mediano y largo plazo; el componente financiero el cual determina la viabilidad financiera y 
económica de la futura Institución.  
 
     1. El planteamiento de un Proyecto Educativo Institucional, concreto, factible y evaluable, 
acorde con los objetivos de la educación superior, que dé cuenta de:  
 
     A. La formulación de la misión y la visión de la Institución, acorde con el carácter académico 
de la institución y los campos de acción, teniendo en cuenta el contexto nacional e internacional.  
 
     OBSERVACIÓN 2: A manera de introducción, cito que como toda organización, debe 
contemplarse la misión y visión de la nueva IES. La misión que enmarcará los propósitos, 
principios y valores en el logro de los objetivos de la IES que se proyecta y la visión que señala 




ello de conformidad con su carácter académico y los campos de acción en los cuales incursionará 
teniendo en cuenta el entorno nacional e internacional. Cuando hago referencia al entorno 
internacional vale señalar que no hago referencia al ofrecimiento y desarrollo de programas 
académicos en el exterior, pues el funcionamiento de una IES en el extranjero compete al 
cumplimiento de los requisitos que cada Estado en ejercicio de su autonomía señale.  Me refiero 
a que las IES deben concentrar esfuerzos acordes con su función misional tendientes a la 
comprensión y pertinencia de sus currículos en el ámbito nacional y además, comparables en el 
nivel internacional, que garantice la competitividad de sus egresados, coadyuvando a un 
mejoramiento de calidad de vida y equidad social. 
 
     B. La descripción del contexto geográfico y la caracterización socioeconómica en el que se ha 
de desempeñar la Institución de Educación Superior.  
 
     OBSERVACIÓN 3: Se precisa en este punto, que la propuesta debe contener información 
enfocada a justificar la pertinencia y necesidad de la IES propuesta, acorde con su carácter 
académico, cuál será  su aporte en educación superior al desarrollo social, cultural y cobertura en 
su zona de influencia. Debe fundamentarse en estudios actuales, previamente realizados, 
referidos al entorno (incluida su caracterización socioeconómica) en el cual funcionaría la 
institución, para este tema considero importante tener en cuenta los Planes Nacional de 
Desarrollo (vigentes), a nivel nacional, regional y local, los cuales contemplan aspectos referidos 
a la planeación nacional, como regional, en temas de información demográfica, cobertura, de 
infraestructura, socioeconómicos, todo ello enfocado a la educación superior.  
 
     C. La fundamentación y el modelo pedagógico institucional acorde con las exigencias 
actuales, que garantice el desarrollo de competencias, incluidas las relacionadas con el uso de las 
tecnologías de la información y la comunicación, valores y actitudes acordes con los campos y 
niveles de formación, identificando las metodologías pedagógicas en el marco de los procesos de 
enseñanza y el aprendizaje. 
 
     OBSERVACIÓN 4: La inclusión de este requisito obedece a las diversas manifestaciones de 




hacer alusión a la importancia del modelo de enseñanza que asumirá la IES como suyo, cuáles 
serán los elementos relevantes en el proceso formativo de los estudiantes, en la estructuración de 
sus currículos, como respuesta a las diversas situaciones en un contexto sociocultural 
contribuyendo a un aprendizaje significativo. 
 
     Para evidenciar la importancia del modelo pedagógico y su integración con otros aspectos 
académicos en el transcurrir de una institución educativa, es necesario precisar que 
(…) un Modelo Pedagógico Integrado se entiende como una manera especial de 
seleccionar, organizar, transmitir y evaluar el conocimiento y las relaciones sociales 
que se dan en torno a la institución educativa. Permite un currículo flexible que 
implica una selección, secuencia y ritmo en el aprendizaje, a este modelo subyace 
una pedagogía participativa, como una forma de autogestión, y una teoría auto-
regulativa del aprendizaje”. (Díaz, 2003).  
 
     D. La descripción de la estructura organizacional, las estrategias, el modelo a seguir y el 
procedimiento para desarrollar el proceso de autoevaluación institucional acorde con lo dispuesto 
en el artículo 55 de la Ley 30 de 1992.  
 
     OBSERVACIÓN 5: La normativa vigente que rige este proceso, trata este requisito de 
manera tangencial (numeral 4 del artículo 2.5.5.1.6.), por lo que acorde con lo dispuesto en el 
artículo 56 de la Ley 30 de 1992, y demás normas de educación superior, v.gr. el Decreto 1075 
de 2015 (art. 2.5.3.2.2.2.), que determinan la autoevaluación como una de las condiciones de 
calidad de carácter institucional, es necesario incluir expresamente este requisito  como un 
instrumento de cultura institucional desde la creación de una IES. En ese orden en la propuesta 
se debe plantear como la nueva IES adelantará el proceso de autoevaluación institucional, en su 
estructura orgánica quienes serán los responsables de esta tarea, su procedimiento y el modelo 
planteado a seguir. 
 
     E. La identificación de la oferta educativa con los cuales iniciaría su funcionamiento durante 




contemplando las competencias por desarrollar de acuerdo con los campos de acción y el nivel 
de formación.  
 
     OBSERVACIÓN 6: Se incluye expresamente el requisito de la presentación de la relación y 
pertinencia de los programas académicos previstos para la iniciación de la IES durante un 
término preciso (los dos primeros años), por cuanto la oferta educativa es un elemento 
fundamental para determinar la valoración financiera que soportará el proyecto que debe estar 
plenamente financiado por un tiempo no menor a la mitad del requerido para que la primera 
cohorte culmine sus estudios, con recursos diferentes de los que pueda obtener por concepto de 
matrículas.  
 
     Así mismo, conlleva a demostrar como contribuiría al desarrollo social y económico de la 
zona. Para ello es relevante la consulta de los sistemas de información, entre ellos, el SNIES 
respecto de la oferta de programas iguales o similares en la región donde funcionaria la 
institución.  
 
     F. Los perfiles de la comunidad institucional que identifiquen las características humanas, 
sociales, profesionales, morales, éticas y otras que se consideren necesarias y que deben 
manifestar los diferentes miembros de la comunidad de la Institución: estudiantes, egresados, 
docentes, directivas y trabajadores.  
 
     OBSERVACIÓN 7: La inclusión de este requisito obedece a la propuesta de grandes 
académicos conocedores del tema en Colombia, como son los integrantes de la sala de 
Evaluación de Trámites Institucionales de la Conaces. Concepto personal, considero procedente 
su propósito, desde el punto de vista de la definición de las competencias para cada perfil de 
quien hará parte de la Institución que se proyecta. Para el caso de los estudiantes, se debe 
explicitar los requisitos y criterios de admisión para quienes aspiran ingresar a cursar los 
programas; tratándose de los egresados, se debe explicitar el perfil del profesional que se desea 
formar, cuáles serán sus características académicas, competenciales, y sus posibilidades de 
desempeño en los diversos campos de acción, Cabe aquí, hacer alusión al gran número de 




habilidades o destrezas requeridas para desempeñarse adecuadamente en un determinado 
contexto, ni a la simple ejecución de tareas, sino que también involucra una combinación de 
atributos con respecto al saber, saber hacer, saber estar y saber ser” (Proyecto Tuning, 2003).  
 
     Respecto del personal académico, directivo y administrativo, se parte del hecho que la 
conducción de las IES, dada su misión, debe estar a cargo de personal competente, que rinda 
cuenta a la comunidad y al Estado del cumplimiento de proyectos y metas de la institución, los 
docentes formados en competencias profesionales flexibles para atender el desarrollo integral de 
los estudiantes frente a las demandas que la sociedad demanda de las IES del siglo XXI, por lo 
que se debe. 
 
     2. La proyección de la planta docente que contenga, como mínimo, los siguientes aspectos, en 
concordancia con lo dispuesto en el numeral 7 del artículo 2.5.3.2.2.1 del Decreto 1075 de 2015 
o norma que lo modifique o derogue:  
 
     A. La estructura de la planta docente proyectada según las exigencias y naturaleza de cada 
programa académico previstos para un corto, mediano y largo plazo, señalando, perfil, tipo de 
vinculación, funciones, nivel de dedicación, número máximo de estudiantes de cada grupo por 
docente y proyección salarial acorde con la clasificación dispuesta en el reglamento docente, 
teniendo en cuenta las funciones misionales. En el caso de programas de educación a distancia se 
debe señalar el número de estudiantes por tutor y los tiempos de atención asignados a éstos. 
 
     Tratándose de IES que ofrecerán la totalidad de sus programas totalmente virtuales, el perfil 
de los docentes debe garantizar además la acreditación en formación y/o experiencia en 
educación virtual. 
 
     Parágrafo. Se entenderá por corto plazo, el periodo comprendido en un año, por mediano 
plazo el correspondiente a la mitad del requerido para la culminación de los estudios de la 
primera cohorte de los programas curriculares de la institución y por largo plazo, el 





     B. Las horas semanales de trabajo que tendrán los docentes de tiempo completo y de medio 
tiempo. La distribución de los tiempos de trabajo de la planta docente propuesta de acuerdo con 
las funciones sustantivas de la educación superior, señalando el porcentaje de tiempo mínimo y 
máximo que dedicará a las horas de clase. Así mismo, de ofrecerse programas virtuales, 
explicitar la forma como se desarrollará el sistema de tutorías y de acompañamiento al 
aprendizaje virtual de sus estudiantes. 
 
     OBSERVACIÓN 8: La función de la docencia debe responder a las exigencias de un 
contexto social actual, y que se entiende como la búsqueda, apropiación y transferencia de 
conocimientos, con el propósito de la adquisición de destrezas, habilidades y competencias en el 
estudiante, comprende entre otras actividades educativas, la realización de los procesos de 
enseñanza- aprendizaje, la asignación académica, las actividades formativas, culturales y 
deportivas, contempladas en el proyecto educativo institucional y las actividades de dirección, 
administración y las relacionadas directamente con el proceso educativo. 
 
     Se considera procedente la  eliminación del requisito de la presentación de “las hojas de vida 
y certificaciones que acrediten la idoneidad ética, académica, científica y pedagógica”,  de la 
planta docente propuesta (doy alcance a esta observación para el personal directivo y 
administrativo), toda vez que tratándose de una institución en proyecto de creación, solamente 
existen cartas de intención o propuestas de vinculación, y de otorgarse la personería jurídica por 
parte del Ministerio de Educación Nacional a la institución, no existe obligación para que las 
personas relacionadas en la propuesta, sean las que se vincularán laboralmente a las plantas 
docente (hago extensiva esta observación también al tema de la planta directiva y administrativa 
de la nueva IES).  
 
     La modificación de dicho requisito por el de la definición de los perfiles de quienes serán los 
docentes, procede por la de unos requisitos mínimos de una formación académica, de experiencia 
profesional, experiencia académica, producción académica, etc. De igual manera, la necesidad de 
la inclusión del requisito de precisar las horas semanales de trabajo, la distribución de los 
tiempos de trabajo de la planta docente señalando el porcentaje de tiempo mínimo y máximo que 




académicos de la Conaces con ocasión del análisis de las solicitudes en sesiones de sala), son 
datos que la normativa vigente no precisa, siendo fundamental su análisis para comprender como 
se desarrollarán y distribuirán las actividades de la función docente. 
 
     También se incluye el tema de la virtualidad, actualizándose con las demás normas vigentes 
en educación superior, particularmente aquellas que se refieren a los requisitos para el 
otorgamiento del registro calificado para programas de ese nivel.  
 
     Se busca demostrar que desde la creación de la institución, ésta contará con una planta 
docente sólida e idónea para su funcionamiento infiriéndose así una alta probabilidad de éxito en 
el desarrollo académico.  
 
     C. Los mecanismos de acompañamiento y de seguimiento al desempeño docente. 
 
     OBSERVACIÓN 9: Se Incluye este requisito en concordancia con la normativa vigente 
como es el Decreto 1075 de 2015, en lo que se refiere a las condiciones para el otorgamiento del 
registro calificado para los programas de educación superior, para el caso, la referida al personal 
docente. Las instituciones en sus políticas, lineamientos o normas internas deben contemplar los 
mecanismos de seguimiento y acompañamiento a sus estudiantes. Así mismo, los mecanismos y 
procesos de la evaluación de sus docentes, base para un plan de mejoramiento y seguimiento de 
la calidad de estos.  
 
     D. El plan de formación docente que promueva la continua actualización en los campos 
disciplinares, pedagógicos o de didáctica especial, con la definición de los recursos destinados 
para tal fin.  
 
     OBSERVACIÓN 10: Este nuevo requerimiento se incluye acorde con las demás normas 
vigentes en educación superior y con fundamento en que la planta docente con la cual cuenta una 
IES es imprescindible para el desarrollo de las funciones misionales que a ellas les corresponde. 
En ese orden, es vital que la Institución evidencie desde su inicio que contará con políticas, 




estimular la actividad del docente, incluyendo el desarrollo de programas de formación sobre 
educación inclusiva para que los docentes puedan atender estudiantes con discapacidad o con 
capacidades o talentos excepcionales, como también la inclusión del componente virtual. 
Consecuentemente, es ineludible también, demostrar la existencia de los recursos destinados para 
estas actividades y precisar la dependencia responsable.  
 
     3. Las políticas de la investigación que contenga, como mínimo, los siguientes aspectos: 
 
     A. Un plan que garantice la viabilidad de los proyectos de investigación acorde con el 
carácter de la institución, contemplando las estrategias para su desarrollo y el uso de las 
tecnologías de la información y de la comunicación por parte de los estudiantes y docentes, los 
resultados esperados y los recursos destinados a la investigación. 
 
     B. La estructura orgánica responsable de las actividades de la función de investigación.  
 
     OBSERVACIÓN 11: Si bien la norma vigente plantea de manera general la “función básica 
de investigación”, y el señalar los recursos que garanticen su desarrollo, es necesario que se 
contemple en el proyecto la manera como la institución desarrollará este aspectos acorde con sus 
objetivos, y acorde con la normativa vigente en educación superior, la referida al otorgamiento 
de registros calificados, como lo señala el Decreto 1075 de 2015, se incluyen en esta nueva 
norma el requisito de la incorporación del uso de las tecnologías la información y la 
comunicación en la formación investigativa de los estudiantes. Para lo cual se requerirá plantear 
la política institucional en la materia, en la que se incluirán las estrategias para lograr los 
objetivos previstos, cuál será su forma de organización estructural, el perfil de sus responsables y 
los recursos que se asignarán, entendiéndose en estos, el recurso humano, infraestructura física, 
medios educativos y el financiero, en ese orden se deja en un solo articulado este tema.   
 






     A. Plan de desarrollo de la proyección social como función misional de la institución, que 
incluya estrategias, planes de acción, proyectos, resultados concretos que espera lograr y 
recursos destinados para el desarrollo de estas actividades.  
 
B. Plan de desarrollo que adelantará la institución para abordar la interacción con el sector 
productivo.  
 
     C. La estructura orgánica responsable de las actividades de la función de proyección social y 
de extensión.  
 
     OBSERVACIÓN 12: Como lo he señalado, la norma vigente, el Decreto 1075 de 2015 
(literal f) y numeral 6 del artículo 2.5.5.1.6), plantea de manera general las “funciones básicas de 
docencia, investigación, servicio y extensión”, que se ejercerán, pidiendo solamente el señalar 
los recursos que garantizaran su desarrollo (docencia, investigación, servicio y extensión), por lo 
que se requiere la ampliación y precisión de la información que sustentará el desarrollo de cómo 
se adelantará dichas funciones.  
 
     En el tema de proyección social, servicio o extensión, entendiéndose ésta como la prestación 
de servicios a la comunidad, actividad a través de la cual la institución cumple a la vez con dos 
propósitos, uno, el apoyo social a la comunidad o sector externo, en su desarrollo, y el otro, la 
formación de sus estudiantes en el ejercicio de sus profesiones; el estudio de factibilidad 
socioeconómica debe contemplar la manera como la institución abordará la política institucional 
en este tema, incluyendo los planes proyectados para la comunidad y reconocimiento en el 
entorno, estrategias para lograr los objetivos previstos y los recursos que se asignarán, 
entendiéndose en estos, el recurso financiero, humano, infraestructura física, lugares de práctica, 
etc. En ese orden se deja en un solo articulado este tema.   
 
     5. La proyección de la internacionalización como fomento a la cooperación e integración de 





     OBSERVACIÓN 13: El tema de la internacionalización es un aspecto que no lo tiene 
contemplado la norma vigente, por lo que se incluye en la nueva disposición. Las IES desde su 
proyección, deben tener planteadas las políticas para facilitar la movilidad nacional e 
internacional de los estudiantes y egresados y la flexibilidad curricular entre otros aspectos, por 
lo que se requiere la presentación de su marco de referencia, los planes, la estrategia general en 
aras de lograr resultados.  
 
     6. La organización de un modelo de bienestar institucional que contemple los objetivos, 
estrategias, planes de acción, programas y servicios en este campo, responsables de estas 
actividades, en cumplimiento de lo dispuesto en la Ley 30 de 1992, normas reglamentarias, 
políticas y lineamientos del Ministerio de Educación Nacional.  
 
     OBSERVACIÓN 14: La norma vigente toca tangencialmente el tema del bienestar 
institucional, por lo que considero debe tenerse presente lo dispuesto en la Ley 30 de 1992 en sus 
artículos 117 a 119, en el Acuerdo 03 de 1995 del CESU y en el Decreto 1075 de 2015,  
referidos entre otros, a los programas de bienestar, la destinación de por lo menos el dos por 
ciento de su presupuesto de funcionamiento para tender las actividades de bienestar, y la garantía 
de que la Institución cuenta con escenarios deportivos, facilitando el desarrollo permanente de 
estas actividades. Teniendo en cuenta lo anterior, en concordancia con la misión y visión de la 
institución, se requiere que en la propuesta se explicite el marco de referencia de Bienestar, cuál 
será la estrategia general para lograrlos. 
 
     7. La disponibilidad de una infraestructura física y tecnológica que garantice el adecuado 
desarrollo institucional, cultural, técnico, tecnológico, recreativo y deportivo, y en general de 
todo espacio para las actividades que contribuyan a la formación integral al desarrollo de las 
labores misionales de la institución, con indicación del inmueble o inmuebles donde funcionará 
la institución, acreditando a qué título se transfiere o recibe. Así mismo se presentarán los 
certificados de libertad vigente de los inmuebles. 
 
     La institución debe demostrar la pertinencia y suficiencia de las aulas físicas y virtuales, 




logística, así como para el desarrollo de actividades de bienestar, de prácticas deportivas y de 
restaurantes. Así mismo, la disponibilidad de conectividad y recursos tecnológicos necesarios 
para el aprendizaje, accesibles para todos los miembros de la comunidad académica. 
 
     La institución acorde con su carácter académico, deberá acreditar el cumplimiento de las 
normas urbanísticas que reglamentan el uso del suelo. Se deben presentar los documentos 
correspondientes del cumplimiento de normas de seguridad, construcción, mantenimiento, uso 
del suelo y la disponibilidad para el uso académico en educación superior, la infraestructura debe 
ser adecuada para ayudar a superar las limitaciones funcionales de las personas en situación de 
discapacidad.  
 
     OBSERVACIÓN 15: Se hace una modificación en este requisito en la norma vigente que 
regula este proceso (literal d, art. 2.5.5.1.6. Decreto 1075 de 2015), adecuándolo a las demás 
normas que rigen el tema de educación superior como es el citado Decreto 1075 de 2015 en lo 
referente a las condiciones para el otorgamiento del registro calificado para programas de 
educación superior.  
 
     8. La disponibilidad de medios educativos suficientes, recursos bibliográficos y de 
hemeroteca, conexión a redes de información, laboratorios, salas de cómputo, talleres y centros 
de experimentación y de prácticas adecuadas según el número de estudiantes y acordes con el 
avance de la ciencia y la tecnología, indicando la fuente de recursos de su adquisición y el título 
mediante el cual se transfiere o recibe. 
 
     Tratándose de IES que ofrecerán sus programas virtuales, en concordancia con las normas 
vigentes en educación superior, deberán garantizar que cuentan con la disponibilidad de una 
plataforma tecnológica apropiada, la infraestructura de conectividad y las herramientas 
metodológicas necesarias para su desarrollo, así como las estrategias de seguimiento, auditoría y 
verificación de la operación de dicha plataforma.  
 
     OBSERVACIÓN 16: Se hace una modificación a este requisito en la norma vigente que 




normas que rigen el tema de educación superior como es el citado Decreto 1075 de 2015 en lo 
referente a las condiciones para el otorgamiento del registro calificado para programas de 
educación superior. 
  
     9. La política de inclusión educativa de las personas con especial protección constitucional, 
que demuestre su viabilidad, contemplando las estrategias y el uso de mecanismos e 
instrumentos para su desarrollo. 
 
      OBSERVACIÓN 17: La inclusión de este requisito en esta nueva disposición, obedece a un 
mandato constitucional y legal. Nuestra Constitución Política de 1991, en su artículo 1 profesa el 
respeto de la dignidad humana, en el artículo 67 predica entre otros “(…) la igualdad de toda 
persona humana, la inalienabilidad de los derechos de las personas sin discriminación alguna; la 
protección especial a personas que por condición económica, física o mental, se encuentren en 
condición de protección especial".  
 
     Consecuentemente la Ley 115 de 1994, Ley General de Educación, en el título III 
"Modalidades de atención educativa a poblaciones", capítulo 1º "Educación para personas con 
limitaciones o capacidades excepcionales", artículo 46 "Integración con el servicio educativo", 
refiere: "La educación para personas con limitaciones físicas, sensoriales, psíquicas, 
cognoscitivas, emocionales o con capacidades intelectuales excepcionales, es parte integrante del 
servicio público educativo".  
 
     La Ley 1618 del 27 de febrero de 2013 “por medio de la cual se establecen las disposiciones 
para garantizar el pleno ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad”, en el literal 
d), numeral 4, artículo 10 señala: “El Ministerio de Educación Nacional acorde con el marco 
legal vigente, incorporará criterios de inclusión educativa de personas con discapacidad y 
accesibilidad como elementos necesarios dentro de las estrategias, mecanismos e instrumentos de 
verificación de las condiciones de calidad de la educación superior”. 
 
     10. La proyección financiera que garantice el funcionamiento de la institución propuesta, en 




administrativos, de inversión, de funcionamiento, de investigación y de extensión con indicación 
de la fuente, destino y uso de los recursos y plazos para su recaudo. Esta proyección deberá 
estimar al menos una cohorte con indicación de los ingresos, costos y gastos y recursos de 
inversión para cada periodo académico de cada uno de los programas proyectados de acuerdo 
con la población estudiantil prevista. 
 
     OBSERVACIÓN 18: Se modificaría el literal f) del artículo 2.5.5.1.6 de la norma vigente, se 
amplía y se precisa este requisito, es una propuesta de grandes académicos conocedores del tema 
en Colombia, como son los integrantes de la sala de Evaluación de Trámites Institucionales de la 
Conaces. Como concepto personal, en este punto, con el proyecto se debe demostrar que la 
futura institución cuenta con la viabilidad financiera para su funcionamiento, por lo que deberá 
presentarse un cálculo sobre los ingresos, gastos de funcionamiento y de inversión, para lo cual 
es fundamental presentar la proyección de los programas con los cuáles iniciaría y funcionaría la 
IES, estimativos sobre número de estudiantes, docentes a corto, mediano y largo plazo.  
 
     Igualmente, se articularía la nueva normativa con lo dispuesto en el literal f) del artículo 32 de 
la Ley 30 de 1992 y en la Ley 1740 de 2014, al requerirse que se especifique la forma como los 
excedentes financieros que se recibirían por el desarrollo del programa o programas académicos, 
se reinvertirán en el cumplimiento de la misión y función institucional, o en actividades propias y 
exclusivas de la institución.  
 
     11. Los perfiles de la planta de personal directivo y administrativo debidamente acreditada y 
calificada para el funcionamiento de la institución y el desarrollo de los programas académicos.  
 
     OBSERVACIÓN 19: En cumplimiento de este requisito en la actualidad se exigen las hojas 
de vida de quienes ocuparan los cargos directivos y administrativos con los documentos soportes 
de la formación académica y experiencia. Acorde con la modificación planteada para el personal 
docente, considero procedente la  eliminación del requisito de la presentación de las hojas de 
vida y certificaciones que acrediten la formación académica y experiencia de quienes 
supuestamente ocuparán los cargos directivos y administrativos, pues como lo señalé, tratándose 




vinculación, y de otorgarse la personería jurídica por parte del Ministerio de Educación Nacional 
a la institución, no existe obligación para que las personas relacionadas en la propuesta, sean las 
que se vincularán laboralmente a estos cargos. 
 
     La modificación de dicho requisito por el de la definición de los perfiles de quienes serán los 
directivos y administrativos, señalándose los requisitos mínimos de una formación académica, de 
experiencia profesional, experiencia académica, producción académica, entre otros, lo que si 
garantizaría que desde la creación de la institución, para los cargos de dirección y administración 
debe demostrarse la idoneidad profesional de las personas que los desempeñarán.  
 
     12. Un plan de desarrollo que viabilice estrategias de seguimiento a largo plazo de los 
egresados y su impacto en la comunidad.  
 
     OBSERVACIÓN 20: La normativa vigente no contempla el tema de los egresados, es con el 
paso del tiempo que se ha convertido en un instrumento para mejorar la calidad de la educación. 
Los egresados hacen parte de la vida de una institución, al hacer seguimiento a estos, se 
convierte en una fuente de retroalimentación, sirviendo a la institución conocer el rol social y 
económico de sus egresados, datos que al ser parte de una evaluación continua y sistémica darán 
cuenta a la IES de la pertinencia de sus programas, la optimización de sus recursos o, para 
innovar o incluir nuevos métodos de enseñanza-aprendizaje.  
  
     Al incluirse este requisito se actualiza esta normativa con las demás normas y políticas de 
educación superior. En ese orden, la Institución podrá apoyarse en la información que brinda el 
Ministerio de Educación Nacional a través del Observatorio Laboral para la Educación-OLE 
(OLE: De acuerdo a la información que aparece en la página del MEN, este sistema ofrece un 
seguimiento permanente de los graduados de la educación superior en Colombia. Contiene una 
serie de datos para interpretar las relaciones entre el mundo de la educación superior y el mundo 





     13. La proyección institucional a través de un plan estratégico de desarrollo a corto y mediano 
plazo que incluya, como mínimo, ejes o líneas estratégicas, proyectos, recursos asignados y 
fuentes para estos recursos. 
 
     Parágrafo 1º. El estudio de factibilidad debe demostrar igualmente que el funcionamiento de 
la institución que se pretende crear, estará financiado por un tiempo no menor a la mitad del 
requerido para que la primera promoción culmine sus estudios y que contará para ello con 
recursos diferentes de los que se puedan obtener por concepto de matrículas. Los costos de 
funcionamiento deberán estimarse según los valores por alumno y por programa. 
 
     OBSERVACIÓN 21: Teniendo en cuenta los estudios realizados por grandes académicos de 
la Sala de Evaluación de Trámites Institucionales de la Conaces, y su consecuente 
pronunciamiento, obedece la ampliación y precisión de este requisito en lo que obedece al 
numeral 13. 
 
     En lo que respecta al parágrafo 1, y como consideración personal, si bien amerita su 
modificación en el sentido de que la financiación del proyecto debería sostener hasta la 
terminación de las dos primeras cohortes, no es procedente toda vez que es la Ley 30 de 1992 así 
lo determina (como aquí se señala), no siendo posible su modificación a través de un Decreto 
reglamentario.  
 
B. PROCEDIMIENTO PARA EL TRÁMITE DE RECONOCIMIENTO DE 
PERSONERÍA JURÍDICA DE IES PRIVADAS 
 
     En cuanto al procedimiento administrativo especial para este trámite, la norma vigente, el 
Decreto 1075 de 2015 señala en sus artículos 2.5.5.2.1 a 2.5.5.2.7: capítulo 2 del procedimiento: 
 
Presentación de las solicitudes. Las solicitudes de reconocimiento de personería 





Trámite de las solicitudes. Recibida la documentación, el Ministerio de Educación 
Nacional efectuará la respectiva evaluación y solicitará al peticionario, si fuere del 
caso, las informaciones y documentos complementarios o aclaratorios necesarios 
para decidir, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 12 del Código 
Contencioso Administrativo, hasta que se expida la ley estatutaria que regule el 
derecho de petición. (Art. 2.5.5.2.2.).  
Evaluada la solicitud, el Ministerio de Educación Nacional la remitirá al Comité 
Asesor competente de que trata el artículo 45 de la Ley 30 de 1992 para que emita 
concepto previo con destino al Consejo Nacional de Educación Superior (CESU), en 
cumplimiento del artículo 47 de la precitada ley. (Art. 2.5.5.2.2.). 
Concepto del Consejo Nacional de Educación Superior. Con fundamento en la 
evaluación del Ministerio de Educación Nacional y en el concepto previo emitido por 
el correspondiente Comité asesor, el Consejo Nacional de Educación superior -
CESU- emitirá su concepto definitivo, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 99 
de la Ley 30 de 1992 y recomendará al Ministerio de Educación Nacional, con base 
en el análisis que se haya hecho del estudio de factibilidad socioeconómico 
presentado, el monto mínimo de capital que garantice el adecuado y correcto 
funcionamiento de la institución que se pretende crear. (Art. 2.5.5.2.). 
Para la recomendación se tendrán en cuenta, entre otros, los aspectos señalados en el 
artículo 101 de la Ley 30 de 1992. (Decreto 1478 de 1994, art. 10). 
Término del procedimiento. El procedimiento contemplado en los artículos anteriores 
deberá cumplirse en un término no mayor de seis (6) meses, contados a partir de la 
presentación en debida forma de la solicitud de reconocimiento de personería 
jurídica. (Artículo 2.5.5.2.4). 
Acreditación de los aportes. Recibido el concepto del Consejo Nacional de 
Educación superior (CESU), el Ministerio de Educación Nacional aprobará o 
improbará la solicitud. Si la solicitud fuere aprobada el Ministerio fijará el monto 
mínimo de capital requerido a que se refiere el artículo 2.5.5.2.3 del presente Decreto 
expresado en salarios mínimos legales mensuales vigentes, el cual deberá ser 
acreditado dentro de los diez (10) días siguientes a la respectiva comunicación en los 




Cuando se acrediten bienes en dinero dentro de los cinco (5) días siguientes a la 
constitución del certificado de depósito, se enviará copia auténtica del mismo al 
Ministerio de Educación Nacional.  
 
Parágrafo. Para efectos del cálculo del capital mínimo, los bienes que se aporten en 
especie sólo se computarán hasta por un valor que no podrá superar el cincuenta por 
ciento (50%) del capital mínimo exigido. (Art. 2.5.5.2.5.). 
Reconocimiento de la personería jurídica. Cumplido lo anterior, el Ministerio de 
Educación Nacional dentro del mes siguiente, expedirá la resolución de 
reconocimiento de personería jurídica. 
Una vez ejecutoriado dicho acto, el solicitante protocolizará mediante escritura 
pública, fotocopias autenticadas del acta de constitución, de los estatutos, del acta 
inicial de recibo de aportes y del certificado de depósito a término a que se refiere el 
artículo anterior. (Artículo 2.5.5.2.6.). 
Publicidad de la resolución de reconocimiento de personería jurídica. Dentro de los 
dos (2) meses siguientes a la ejecutoria del acto administrativo de reconocimiento de 
personería jurídica, la institución procederá a remitir al Ministerio de Educación 
Nacional, sendos ejemplares de la publicación de la resolución de reconocimiento de 
personería jurídica y de la escritura pública de protocolización de que trata el artículo 
anterior, así como copia de la escritura pública de los bienes y demás derechos reales 
que hacen parte del capital mínimo junto con sus constancias de protocolización y 
certificación de la cancelación del depósito indicado en el artículo 2.5.5.2.5 del 
presente Decreto y de la Constitución con su monto e incrementos, de una cuenta 
corriente o de ahorros a nombre de la institución. (Artículo 2.5.5.2.7.) 
 
     OBSERVACIÓN: El articulado que a la fecha rige el procedimiento no contempla todas las 
actuaciones administrativas que comprende el proceso, por lo que se requiere precisarlo y 
actualizarlo. Se propone la modificación del articulado correspondiente, actualizando y 
armonizando su procedimiento con las demás normas que rigen los trámites en educación 




calificados para programas de educación superior de que tratan los artículos 2.5.3.2.2.1 a 
2.5.3.2.2.2.del citado Decreto 1075 de 2015 y de manera general con el CPACA. 
 
   Así mismo, acorde con lo dispuesto en el Decreto 1075 de 2015, corresponde a la Conaces la 
emisión de concepto en relación con el tema de reconocimiento de personería jurídica de las IES: 
Comisión Nacional Intersectorial Aseguramiento de la Calidad de la Educación 
(Conaces). Tiene como funciones la coordinación y orientación del aseguramiento de la 
calidad de la educación superior, la evaluación del cumplimiento de los requisitos para la 
creación de instituciones de educación superior, su transformación y redefinición sus 
programas académicos y demás funciones que le sean asignadas por el Gobierno 
Nacional. Lo anterior, sin prejuicio del de las funciones propias cada uno sus miembros. 
(Art. 1.1.3.3.). 
 
     Como precedentes jurídico, jurisprudencial y conceptual, se citan:  
 
 Decreto 1176 de 1996, dispuso en su artículo 2 la fusión de los Comités Asesores a que 
se refiere el capítulo III de la Ley 30 de 1992 en la Comisión Consultiva de Instituciones 
de Educación Superior. Definió como funciones de ésta, evaluar y conceptuar, 
previamente a las decisiones que competen al Ministro de Educación Nacional, en 
relación con los siguientes temas: 
 
1. Creación de Instituciones oficiales de Educación Superior y reconocimiento de 
Personería Jurídica de Instituciones de Educación Superior de derecho privado. 
2. Ratificación de las reformas estatutarias que impliquen modificación del carácter 
académico de las Instituciones de Educación Superior. 
3. Creación de seccionales de Instituciones de Educación Superior Oficiales y Privadas. 
4. Recuperación o liquidación de Instituciones de Educación Superior Públicas. 
5. Aplicación de las sanciones de que tratan los literales d), e), f) y g) del artículo 48 de la 





     De igual manera, respecto del CESU, el Decreto 1176 de 1999 transformó el Consejo 
Nacional de Educación Superior CESU, convirtiéndolo en un organismo con funciones 
exclusivas de coordinación, planificación, recomendación y asesoría.  
   
     Posteriormente, con la expedición del Decreto 2230 de 2003, se crea la Comisión Nacional 
Intersectorial de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior (Conaces) la cual a la 
fecha ostenta la facultad de emitir el concepto  con la recomendación de procedencia, o no, del  
reconocimiento de personería jurídica de las IES, como lo señala el Decreto 1075 de 2015:    
Comisión Nacional Intersectorial Aseguramiento de la Calidad de la Educación 
(Conaces). Tiene como funciones la coordinación y orientación del aseguramiento de 
la calidad de la educación superior, la evaluación del cumplimiento de los requisitos 
para la creación de instituciones de educación superior, su transformación y 
redefinición sus programas académicos y demás funciones que le sean asignadas por 
el Gobierno Nacional. Lo anterior, sin prejuicio del de las funciones propias cada uno 
sus miembros. (Art. 1.1.3.3.). 
 
 En relación con la legalidad del Decreto 1176 de 1999, la Oficina Asesora Jurídica del 
Ministerio de Educación Nacional en concepto emitido con radicado número 
2015IE022416 el 14 de julio de 2015, hace referencia al  pronunciamiento del Consejo de 
Estado en las sentencias  del Consejo de Estado que se relacionan: [1] Sentencia de 15 de 
junio de 2000, expediente AI053, MP doctor Juan Alberto Polo Figueroa, dictada en Sala 
de la Sección Primera por encontrarse que la acción era de simple nulidad; reiterada en 
sentencia de 26 de julio de 2001, expediente número 5849. (cita de la jurisprudencia). 
(Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Primera. Sentencia del 31 de julio de 
2003. Rad. 6327 y 7064 MP Manuel Santiago Urueta Ayola).  De dicho concepto se 
extracta: 
 
Además, al evaluar la legalidad del Decreto 1176 de 1999, el Consejo de 
Estado lo declaró ajustado a derecho, al realizar las siguientes consideraciones: 
(…) En lo relativo a los artículos 21, 22, 25, 26, 34, 35, 36, 40, 44, 45, 46, 47, 




que los decretos acusados son reglamentarios de leyes marco, y como tales 
tienen un amplio dominio dentro del objeto propio de su correspondiente 
facultad reguladora, que en el sub lite es la de modificar la estructura de los 
organismos y entidades pertenecientes a la Administración Nacional, aun 
cuando dicha estructura haya sido regulada por norma de carácter legal, de 
suerte que si alguna de tales normas ha sido modificada para ese fin y con ese 
sólo alcance modificar la estructura de los organismos y entidades 
pertenecientes a la Administración Nacional, se reitera, como en efecto lo 
fueron los artículos 34, 36, 44 y 45 citados, ello no comporta violación de los 
mismos, pues está dentro del alcance de las atribuciones del Presidente de la 
República sobre el particular. (Sala de lo Contencioso Administrativo (…). 
 
Por lo anterior, respondiendo a su pregunta, esta Oficina estima que en materia 
de reconocimiento de personería jurídica es la Conaces la encargada de emitir 




     VARIABLE 2. PROPUESTA DE REFORMA NORMATIVA PARA LA CREACIÓN Y 
CONSTITUCIÓN DE IES PRIVADAS EN COLOMBIA 
    
     A continuación, se presenta la propuesta de modificación a la normativa vigente, 
considerando importante aclarar que, con base en este trabajo de grado, se contribuyó de manera 
sustancial en la elaboración de la propuesta de modificación normativa: 
 










REQUISITOS Y PROCEDIMIENTO PARA EL RECONOCIMIENTO DE 
PERSONERÍA JURÍDICA DE LAS INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR 
PRIVADAS 
CAPÍTULO 1 
DEL RECONOCIMIENTO DE PERSONERÍA JURÍDICA 
 
     Artículo 2.5.5.1.1. Solicitud. Para el reconocimiento de la personería jurídica de una 
institución de educación superior, el representante legal provisional de la misma deberá presentar 
la solicitud ante el Ministerio de Educación Nacional a través del Sistema de Aseguramiento de 
la Calidad de la Educación Superior SACES, o de cualquier otra herramienta que disponga el 
Ministerio de Educación Nacional para el efecto, cuyos requisitos de contenido, forma y 
diligenciamiento son los consignados en este Título. 
 
     La solicitud deberá estar acompañada de los siguientes documentos: 
 
a) Acta de constitución y hojas de vida de sus fundadores. 
b) Los estatutos de la institución. 
c) El estudio de factibilidad socioeconómica. 
d) Los documentos que acrediten la efectividad y seriedad de los aportes de los fundadores. 
e) El régimen del personal docente. 
f) El reglamento estudiantil. 
g) El reglamento de Bienestar universitario 
 
     Artículo 2.5.5.1.2. Acta de constitución. El acta de constitución deberá presentarse 
debidamente firmada por todos los fundadores y sus firmas reconocidas ante notario público. 
Contendrá como mínimo lo siguiente: 
1. El lugar, fecha y hora de celebración de la asamblea constitutiva. 
2. Los nombres, apellidos, identificación y domicilio del fundador. En el caso de concurrir 
por intermedio de apoderado, se requerirá los mismos datos para el apoderado y adjuntar 




Si el fundador es una persona jurídica, se deberá adjuntar el certificado de existencia y 
representación legal, expedido dentro de los tres (3) meses anteriores a la fecha de 
radicación de la solicitud de reconocimiento de personería jurídica. El objeto social 
deberá incluir el estar relacionado con la  participación en la creación de instituciones de 
educación superior o, la prestación del servicio educativo de educación superior. 
Adicionalmente, deberá aportarse el documento por el cual la persona jurídica autoriza a 
su representante legal para la suscripción del acta de constitución y la entrega de los 
aportes correspondientes.  
3. La voluntad de crear la institución cuya personería jurídica se tramita. 
4. El domicilio de la Institución que se proyecta, su carácter académico y forma de 
organización que va a tener. 
5. La relación de cada uno de los bienes que el fundador se compromete a aportar, 
señalando nombre del titular, la identificación del bien, documento que acredite su 
titularidad, valor asignado al bien en el acto de fundación, y el título de transferencia a la 
institución, anexándose la promesa de contrato correspondiente. 
6. La indicación de la persona que tenga la representación legal provisional y la 
competencia para tramitar la obtención del reconocimiento de personería jurídica. 
7. La designación de la Junta o Consejo Directivo y del revisor fiscal. 
8. La aprobación de los estatutos, del reglamento docente, del reglamento estudiantil y del 
reglamento de bienestar institucional. 
 
     Artículo 2.5.5.1.3. Hojas de vida. Los miembros fundadores, los apoderados, el 
representante legal provisional, los miembros de los órganos de dirección y gobierno y el revisor 
fiscal provisional, deberán poseer calidades académicas y/o profesionales, que acreditadas, 
demuestren su idoneidad y capacidad para lograr que la Institución de Educación Superior 
propuesta cumpla con los objetivos dispuestos en el artículo 6 de la Ley 30 de 1992. 
 
     Se aportarán las hojas de vida junto con la copia de los documentos de identificación, de las 
certificaciones de su experiencia laboral y los certificados académicos correspondientes. 
 




incluya el balance social y los estados financieros certificados por el contador y el representante 
legal provisional, y dictaminados por el revisor fiscal provisional cuyo corte sea a 31 de 
diciembre del año fiscal anterior.  
 
     Artículo 2.5.5.1.4. Acreditación de los aportes. Para acreditar la efectividad y seriedad de 
los aportes provenientes de los fundadores, se adjuntará el acta o actas de recibo de aportes 
suscritas por quienes hayan sido designados para ejercer las funciones de representante legal 
provisional y revisor fiscal de la institución. Sus firmas deberán hacerse reconocer ante notario 
público. 
 
     Los aportes podrán ser en dinero o en especie bienes muebles e inmuebles, no siendo 
elementos intangibles.  En dinero deberán acreditarse con certificados de depósito a término fijo, 
a nombre del miembro fundador o del representante legal provisional, inicialmente en un periodo 
de 10 meses e irse renovando hasta que se obtenga el reconocimiento de personería jurídica.  
 
     Las actas de constitución y de recibo, deberán contener la relación de cada uno de los aportes 
de los miembros fundadores, y la forma en que se transferirá a la institución, adjuntando el 
respectivo contrato de promesa de transferencia, como de los certificados de tradición tratándose 
de bienes inmuebles. Los bienes en especie diferentes a inmuebles, deberán detallar su valor 
comercial por unidad y cantidad total y título de propiedad.  
  
     Los aportes que establezcan mutaciones, gravámenes o limitaciones de dominio sobre bienes 
inmuebles, se acreditarán con el contrato de promesa de transferencia correspondiente, 
condicionado únicamente al reconocimiento de la personería jurídica de la institución, con firmas 
reconocidas ante notario, con el lleno de los requisitos exigidos en el Código Civil y demás 
normas aplicables. 
 
     Artículo 2.5.5.1.5. Los estatutos. Los estatutos de la institución estarán en concordancia con 
los principios y objetivos determinados en los capítulos I y II del Título Primero de la Ley 30 de 





     1. El nombre y domicilio de la institución. La denominación deberá ser concordante con la 
clase de institución de que se trate. No podrá adoptarse un nombre, una sigla o cualquier otro 
símbolo distintivo que induzca a confusión con los de otra entidad educativa ya reconocida en el 
territorio nacional. 
     2. De conformidad con lo previsto en el artículo 98 de la Ley 30 de 1992, deberá indicarse 
expresamente que la institución es una persona jurídica de utilidad común, sin ánimo de lucro, 
organizada como corporación, fundación, o institución de economía solidaria. 
     3. De conformidad con los artículos 16 de la Ley 30 de 1992 y 213 de la Ley 115 de 1994, se 
indicará si se trata de una institución técnica profesional, de una institución tecnológica, de una 
Institución universitaria, o escuela tecnológica. 
     4. Los campos de acción de la educación superior en que la institución desarrollará sus 
programas académicos, según lo previsto en los artículos 7, 8, 17 y 18 de la Ley 30 de 1992 y 
213 de la Ley 115 de 1994. 
     5. Los objetivos específicos que determinen su identidad institucional, en armonía con el 
ámbito establecido para la educación superior en el artículo 6 de la Ley 30 de 1992. 
     6. Las funciones básicas de docencia, investigación, proyección social y  extensión e 
internacionalización que serán ejercidas y desarrolladas. 
     7. La descripción de la organización académica y administrativa básica, en especial la relativa 
a sus órganos de dirección y administración, señalando sus funciones y la participación de la 
comunidad académica en sus órganos de dirección y forma de elección se hará 
democráticamente por su propio estamento. 
     8. La titularidad de la representación legal, forma de designación y funciones. En el evento de 
que se contemple más de un representante legal, deberá indicarse las circunstancias en que 
actuarán y las funciones a ellos asignadas.  
     9. La forma de designación, período y funciones del revisor fiscal, a quien le serán aplicables 
las normas del Código de Comercio, las Leyes 145 de 1960 y 43 de 1990 y demás disposiciones 
vigentes sobre la materia.  
     10. La conformación del patrimonio y el régimen para su administración. 
     11. La prohibición de invertir y destinar recursos por fuera de la misión y de los fines de la 
institución de educación superior.  




derivados de la misma. 
     13. El término de duración de la institución, teniendo en cuenta que en las corporaciones y en 
las instituciones de economía solidaria, éste puede ser definido, mientras que en las fundaciones 
necesariamente será indefinido. 
     14. Las causales, procedimientos y mayorías requeridas para decretar la disolución de la 
institución de acuerdo con lo previsto en el artículo 104 de la Ley 30 de 1992 y la determinación 
del órgano de gobierno o dirección que designará el liquidador, aprobará la liquidación y 
señalará la institución o instituciones de educación superior de utilidad común, sin ánimo de 
lucro, a las cuales pasaría el remanente de los bienes de la entidad. 
     15. La indicación del órgano competente para reformar los estatutos, señalando el 
procedimiento correspondiente, así como para expedir los reglamentos estudiantil, docente o 
profesoral, el de bienestar universitario o institucional y demás normas internas.  
    16. La determinación de las calidades para ocupar o desempeñar los cargos de dirección y 
administración de la institución, así como el régimen de inhabilidades e incompatibilidades y el 
sistema de solución de conflictos entre sus instancias, cuando surjan controversias en la 
interpretación de los Estatutos. 
 
     Artículo 2.5.5.1.6. Del estudio de factibilidad socioeconómica. El estudio de factibilidad 
socioeconómica deberá presentarse teniendo en cuenta los siguientes aspectos: 
 
1. El planteamiento de un Proyecto Educativo Institucional, concreto, factible y evaluable, 
acorde con los objetivos de la educación superior, que dé cuenta de:  
 
a) La formulación de la misión y la visión de la Institución, acorde con el carácter académico de 
la institución y los campos de acción, teniendo en cuenta el contexto nacional e internacional. 
b) La descripción del contexto geográfico y la caracterización socioeconómica en el que se ha 
de desempeñar la Institución de Educación Superior. 
c) La fundamentación y el modelo pedagógico institucional acorde con las exigencias actuales, 
que garantice el desarrollo de competencias, incluidas las relacionadas con el uso de las 
tecnologías de la información y la comunicación, valores y actitudes acordes con los campos 




procesos de enseñanza y el aprendizaje. 
d) La descripción de la estructura organizacional, las estrategias, el modelo a seguir y el 
procedimiento para desarrollar el proceso de autoevaluación institucional acorde con lo 
dispuesto en el artículo 55 de la Ley 30 de 1992.  
e) La identificación de la oferta educativa con los cuales iniciaría su funcionamiento durante los 
dos primeros años y su pertinencia en atención a las necesidades del mercado de trabajo, 
contemplando las competencias por desarrollar de acuerdo con los campos de acción y el 
nivel de formación.  
f) Los perfiles de la comunidad institucional que identifiquen las características humanas, 
sociales, profesionales, morales, éticas y otras que se consideren necesarias y que deben 
manifestar los diferentes miembros de la comunidad de la Institución: estudiantes, egresados, 
docentes, directivas y trabajadores.  
 
2. La proyección de la planta docente que contenga, como mínimo, los siguientes aspectos en 
concordancia con lo dispuesto en el numeral 7 del artículo 2.5.3.2.2.1 del Decreto 1075 de 
2015 o norma que lo modifique o derogue:  
 
a) La estructura de la planta docente proyectada según las exigencias y naturaleza de cada 
programa académico previstos para un corto, mediano y largo plazo, señalando, perfil, tipo 
de vinculación, funciones, nivel de dedicación, número máximo de estudiantes de cada grupo 
por docente y proyección salarial acorde con la clasificación dispuesta en el reglamento 
docente, teniendo en cuenta las funciones misionales. En el caso de programas de educación 
a distancia se debe señalar el número de estudiantes por tutor y los tiempos de atención 
asignados a éstos. 
 
Tratándose de IES que ofrecerán la totalidad de sus programas totalmente virtuales, el perfil 
de los docentes debe garantizar además la acreditación en formación y/o experiencia en 
educación virtual. 
 
Parágrafo. Se entenderá por corto plazo, el periodo comprendido en un año, por mediano 




primera cohorte de los programas curriculares de la institución y por largo plazo, el 
correspondiente a la duración de los programas curriculares proyectados.  
b)  Las horas semanales de trabajo que tendrán los docentes de tiempo completo y de medio 
tiempo. La distribución de los tiempos de trabajo de la planta docente propuesta de acuerdo 
con las funciones sustantivas de la educación superior, señalando el porcentaje de tiempo 
mínimo y máximo que dedicará a las horas de clase. Así mismo, de ofrecerse programas 
virtuales, explicitar la forma como se desarrollará el sistema de tutorías y de 
acompañamiento al aprendizaje virtual de sus estudiantes. 
c)  Los mecanismos de acompañamiento y de seguimiento al desempeño docente. 
d) El plan de formación docente que promueva la continua actualización en los campos 
disciplinares, pedagógicos o de didáctica especial, con la definición de los recursos 
destinados para tal fin.  
 
3. Las políticas de la investigación que contenga, como mínimo, los siguientes aspectos: 
a) Un plan que garantice la viabilidad de los proyectos de investigación acorde con el carácter 
de la institución, contemplando las estrategias para su desarrollo y el uso de las tecnologías 
de la información y de la comunicación por parte de los estudiantes y docentes, los resultados 
esperados y los recursos destinados a la investigación. 
b) La estructura orgánica responsable de las actividades de la función de investigación.  
 
4. La propuesta de la función de proyección social y de extensión que deberá contener los 
siguientes aspectos: 
a) Plan de desarrollo de la proyección social como función misional de la institución, que 
incluya estrategias, planes de acción, proyectos, resultados concretos que espera lograr y 
recursos destinados para el desarrollo de estas actividades.  
b) Plan de desarrollo que adelantará la institución para abordar la interacción con el sector 
productivo.  






5. La proyección de la internacionalización como fomento a la cooperación e integración de las 
Instituciones de Educación Superior (IES) con sus pares en otros lugares del mundo. 
 
6. La organización de un modelo de bienestar institucional que contemple los objetivos, 
estrategias, planes de acción, programas y servicios en este campo, responsables de estas 
actividades, en cumplimiento de lo dispuesto en la Ley 30 de 1992, normas reglamentarias, 
políticas y lineamientos del Ministerio de Educación Nacional.  
 
7. La disponibilidad de una infraestructura física y tecnológica que garantice el adecuado 
desarrollo institucional, cultural, técnico, tecnológico, recreativo y deportivo, y en general de 
todo espacio para las actividades que contribuyan a la formación integral al desarrollo de las 
labores misionales de la institución, con indicación del inmueble o inmuebles donde 
funcionará la institución, acreditando a qué título se transfiere o recibe. Así mismo se 
presentarán los certificados de libertad vigente de los inmuebles. La institución debe 
demostrar la pertinencia y suficiencia de las aulas físicas y virtuales, bibliotecas físicas y 
digitales, auditorios, laboratorios, talleres, áreas administrativas y de logística, así como para 
el desarrollo de actividades de bienestar, de prácticas deportivas y de restaurantes. Así 
mismo, la disponibilidad de conectividad y recursos tecnológicos necesarios para el 
aprendizaje, accesibles para todos los miembros de la comunidad académica. La institución 
deberá acreditar el cumplimiento de las normas urbanísticas que reglamentan el uso del 
suelo. Se deben presentar los documentos correspondientes del cumplimiento de normas de 
seguridad, construcción, mantenimiento, uso del suelo y la disponibilidad para el uso 
académico en educación superior, la infraestructura debe ser adecuada para ayudar a superar 
las limitaciones funcionales de las personas en situación de discapacidad.  
 
8. La disponibilidad de medios educativos suficientes, recursos bibliográficos y de hemeroteca, 
conexión a redes de información, laboratorios, salas de cómputo, talleres y centros de 
experimentación y de prácticas adecuadas según el número de estudiantes y acordes con el 
avance de la ciencia y la tecnología, indicando la fuente de recursos de su adquisición y el 
título mediante el cual se transfiere o recibe. Tratándose de IES que ofrecerán sus programas 




que cuentan con la disponibilidad de una plataforma tecnológica apropiada, la infraestructura 
de conectividad y las herramientas metodológicas necesarias para su desarrollo, así como las 
estrategias de seguimiento, auditoría y verificación de la operación de dicha plataforma.  
 
9. La política de inclusión educativa de las personas con especial protección constitucional, que 
demuestre su viabilidad, contemplando las estrategias y el uso de mecanismos e instrumentos 
para su desarrollo. 
 
10. La proyección financiera que garantice el funcionamiento de la institución propuesta, en un 
corto, mediano y largo plazo, contemplando la viabilidad para los programas académicos, 
administrativos, de inversión, de funcionamiento, de investigación y de extensión con 
indicación de la fuente, destino y uso de los recursos y plazos para su recaudo. Esta 
proyección deberá estimar al menos una cohorte con indicación de los ingresos, costos y 
gastos y recursos de inversión para cada periodo académico de cada uno de los programas 
proyectados de acuerdo con la población estudiantil prevista. 
 
11. Los perfiles de la planta de personal directivo y administrativo debidamente acreditada y 
calificada para el funcionamiento de la institución y el desarrollo de los programas 
académicos.  
 
12. Un plan de desarrollo que viabilice estrategias de seguimiento a largo plazo de los egresados 
y su impacto en la comunidad.  
 
13. La proyección institucional a través de un plan estratégico de desarrollo a corto y mediano 
plazo que incluya, como mínimo, ejes o líneas estratégicas, proyectos, recursos asignados y 
fuentes para estos recursos. 
 
Parágrafo. El estudio de factibilidad debe demostrar igualmente que el funcionamiento de la 
institución que se pretende crear, estará financiado por un tiempo no menor a la mitad del 




recursos diferentes de los que se puedan obtener por concepto de matrículas. Los costos de 
funcionamiento deberán estimarse según los valores por alumno y por programa. 
 
     Artículo 2.5.5.1.7. Otras normas internas. De conformidad con los artículos 100, 109, 117, 
118, 119 y 123 de la Ley 30 de 1992, deberán presentarse, además los siguientes documentos: 
 
a) El régimen de personal docente, el cual deberá contemplar al menos los siguientes aspectos: 
objetivos, clasificación de los docentes, selección, vinculación, evaluación, capacitación, 
distinciones académicas, estímulos e incentivos, situaciones laborales derechos y deberes, 
régimen de participación democrática en la dirección de la institución, régimen disciplinario 
y retiro de la entidad. 
b) El reglamento estudiantil que adoptará la institución, el cual deberá contener como mínimo 
los siguientes aspectos: requisitos de inscripción, admisión y matrícula, promoción, grados, 
transferencias, derechos y deberes, régimen de participación democrática en la dirección de 
la institución, distinciones e incentivos, régimen disciplinario, sanciones, recursos y aspectos 
académicos relativos a los estudiantes. 
c) El reglamento de bienestar Universitario que adoptará la institución, estructurado de tal 
forma que fomente la formación integral, la convivencia, que atienda las áreas de salud, 
cultura, desarrollo humano, promoción socioeconómica, recreación y deportes y que incluya 
la descripción de la organización interna encargada de las funciones y ejecución de las 
actividades de bienestar.  
 
CAPÍTULO 2 
PROCEDIMIENTO PARA EL OTORGAMIENTO DE LA PERSONERÍA JURÍDICA 
DE INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR PRIVADAS 
 
      Artículo 2.5.5.2.1.  Trámite de las solicitudes. Las solicitudes de reconocimiento de 
personerías jurídicas se adelantarán de conformidad con las reglas de procedimiento especiales 






     Artículo 2.5.5.2.2. Presentación de las solicitudes. El representante legal provisional 
elegido por la asamblea de constitución del proyecto de IES presentará al Ministerio de 
Educación Nacional, a través del aplicativo SACES, o la herramienta que este disponga, la 
solicitud de reconocimiento de personería jurídica, con los documentos correspondientes a los 
demás requisitos de que trata el presente Decreto para el trámite de reconocimiento de personería 
jurídica y el pago correspondiente a la tarifa establecida para este trámite.  
 
     La solicitud de reconocimiento de personería jurídica incluirá el nombre de la institución que 
se proyecta, su domicilio, su carácter académico, nombre y apellido del interesado con sus datos 
para efectos de notificación dentro de este proceso. 
 
     Artículo 2.5.5.2.3. Inicio de la actuación administrativa. Presentada la solicitud, el 
Ministerio de Educación Nacional efectuará la revisión de los documentos registrados para 
verificar si están completos. Si fuere del caso, solicitará al interesado los documentos faltantes, 
procediendo como lo establece el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo para las peticiones incompletas, o la norma que lo modifique, sustituya, adicione 
o derogue. 
 
     Recibida la documentación completa, el Ministerio de Educación Nacional procederá a 
programar la visita de verificación de las condiciones de carácter institucional, y la designación 
de los pares académicos que la realizarán; trasladar la solicitud de reconocimiento de personería 
jurídica a la sala correspondiente de la Comisión Nacional Intersectorial de Aseguramiento de la 
Calidad de la Educación Superior – Conaces, y remitir el proyecto de estatutos presentado, a la 
Subdirección de Inspección y Vigilancia o a la dependencia que haga sus veces, con el fin se 
emitan los conceptos correspondientes. 
 
     Artículo 2.5.5.2.4. Designación de los pares académicos. El Ministerio de Educación 
Nacional designará los pares académicos que realizarán la visita de verificación del 
cumplimiento de las condiciones de calidad institucional, e informará al representante legal 
provisional las fechas de la visita, la agenda programada y los nombres de los pares académicos 




SACES o en cualquier otra herramienta que para el caso disponga el Ministerio de Educación 
Nacional.   
 
     El representante legal provisional, dentro de los tres (3) días hábiles siguientes a la fecha de 
recibo de la comunicación, podrá presentar al Ministerio de Educación Nacional la solicitud de 
cambio de pares debidamente justificada, adjuntando, si es del caso, las pruebas en las cuales 
fundamenta su solicitud. El Ministerio de Educación Nacional, de encontrar mérito, efectuará el 
cambio del par o de los pares académicos. 
 
     El Ministerio de Educación Nacional resolverá la solicitud de cambio de par o pares 
académicos dentro de los cinco (5) días siguientes de la presentación de la misma por parte del 
representante legal provisional. 
 
     Parágrafo. A los pares académicos se les aplicarán por remisión las disposiciones 
relacionadas con conflictos de interés, impedimentos y causales de recusación establecidos para 
los peritos en el artículo 235 de la Ley 1564 de 2012, por medio de la cual se expide el Código 
General del Proceso, o la disposición que la modifique, sustituya, adicione o derogue; y el 
trámite se surtirá de conformidad con lo previsto en la misma. 
 
     Artículo 2.5.5.2.5. Visitas de verificación. El Ministerio de Educación Nacional dispondrá la 
realización de las visitas a que haya lugar, con la designación de pares académicos.  
 
     El par académico verificará las condiciones de calidad de carácter institucional del trámite 
para el cual fue designado y contará con cinco (5) días hábiles siguientes a la visita para la 
presentación de su informe de manera independiente, a través del aplicativo (SACES) o del que 
disponga el Ministerio de Educación Nacional para tal efecto. 
 
     El Ministerio de Educación Nacional revisará los informes presentados por los pares 
académicos y dará traslado de los mismos al representante legal provisional, con el fin de que 





     Artículo 2.5.5.2.6. Concepto de la Subdirección de Inspección y Vigilancia. La 
Subdirección de Inspección y Vigilancia o la dependencia que haga sus veces, emitirá el 
concepto correspondiente sobre el proyecto de estatutos con el fin de ratificar su sujeción a las 
previsiones constitucionales y legales que deben ser constatadas por la autoridad titular de 
inspección y vigilancia. 
 
     Artículo 2.5.5.2.7. Concepto de la Comisión Nacional Intersectorial de Aseguramiento de 
la Calidad de la Educación Superior (Conaces). La sala correspondiente de la Conaces, previo 
estudio de los informes de los pares académicos y la información presentada por la entidad 
solicitante, registrada en el aplicativo SACES o en cualquier otra herramienta que disponga el 
Ministerio de Educación Nacional,  emitirá un informe con su concepto motivado dirigido al 
Ministerio de Educación Nacional, el cual deberá  incluir el monto mínimo de capital que 
garantice el adecuado y correcto funcionamiento de la institución que se pretende crear. 
 
     Parágrafo. Los conceptos que emita la Comisión Nacional Intersectorial de Aseguramiento 
de la Calidad de la Educación Superior (Conaces) dada su naturaleza, no son de obligatorio 
cumplimiento para el Ministerio de Educación Nacional, entidad competente para resolver las 
solicitudes de reconocimiento de personería jurídica conforme a lo dispuesto en los artículos 99, 
100, 101 y 102 de la Ley 30 de 1992 y lo establecido en el presente Decreto.  
 
     Artículo 2.5.5.2.8. Decisión. Recibidos los conceptos de la Subdirección de Inspección y 
Vigilancia y de la Conaces, el Ministerio de Educación Nacional aprobará o improbará la 
solicitud mediante resolución.  
 
En caso de que el reconocimiento de personería jurídica resulte procedente, el Ministerio de 
Educación Nacional expedirá el acto administrativo, donde fijará el monto mínimo de capital que 
garantice el adecuado y correcto funcionamiento de la institución que se pretende crear.  
 
     Parágrafo. Para efectos del cálculo del capital mínimo, los bienes que se aporten en especie 
sólo se computarán hasta por un valor que no podrá superar el cincuenta por ciento (50%) del 





     Artículo 2.5.5.2.9. Término del procedimiento. El procedimiento contemplado en los 
artículos anteriores deberá cumplirse en un término no mayor de doce (12) meses, contados a 
partir de la presentación en debida forma de la solicitud de reconocimiento de personería 
jurídica. 
 
     Artículo 2.5.5.2.10. Recursos. Contra el acto administrativo mediante el cual el Ministerio de 
Educación Nacional resuelve la solicitud de reconocimiento de personería jurídica, procede el 
recurso de reposición en los términos del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, o la norma que lo modifique, sustituya, adicione o derogue. La 
firmeza del acto expedido se producirá en los términos establecidos en el artículo 87 del citado 
código. 
     Ejecutoriado dicho acto, el solicitante protocolizará mediante escritura pública, fotocopias 
autenticadas del acta de constitución, de los estatutos, del acta inicial de recibo de aportes, del 
certificado de depósito a término a que se refiere el artículo anterior, o de la constitución de la 
fiducia a nombre de la IES. 
 
     Artículo 2.5.5.2.11. Publicidad de la resolución de reconocimiento de personería 
jurídica. Dentro de los dos (2) meses siguientes a la firmeza del acto administrativo de 
reconocimiento de personería jurídica, el solicitante protocolizará mediante escritura pública, 
fotocopias autenticadas del acta de constitución, de los estatutos, del acta inicial de recibo de 
aportes, del certificado de depósito a término, o de la constitución de la fiducia a nombre de la 
IES, lo cual constituye la conformación del capital mínimo definido por el Ministerio de 
Educación Nacional. 
 
     La institución procederá a remitir al Ministerio de Educación Nacional, ejemplares de la 
publicación de la resolución de reconocimiento de personería jurídica y de la escritura pública de 
protocolización, así como copia de la escritura pública de los bienes y demás derechos reales que 
hacen parte del capital mínimo junto con sus constancias de protocolización y certificación de la 
cancelación del depósito de los aportes de los fundadores de que trata el presente Decreto y de la 





     En caso de incumplimiento de lo aquí dispuesto, el Ministro de Educación Nacional 
procederá a cancelar la autorización correspondiente. 
 
     Artículo 2.5.5.2.12. Registro de la Institución de Educación Superior. Verificados los 
documentos aportados, el Ministerio de Educación Nacional dispondrá el registro de la 
institución de educación superior en el Sistema Nacional de Información de la Educación 
Superior -SNIES dentro de los diez (10) días siguientes de radicada en debida forma la 













      Se observa que en el desarrollo del trabajo, se identificaron las falencias y/o vacíos 
detectados en la aplicación de la normativa vigente para la creación y constitución de IES 
privadas en Colombia. Para ello, se estudiaron solicitudes presentadas por personas interesadas 
en crear instituciones de educación superior, en las cuales, se participó en sus análisis, 
observándose que si bien contaban con la información general del trámite,  las mismas 
presentaban inexactitudes, desactualización y  falencias de precisión, en aspectos académicos y  
de procedimiento del trámite, que se derivan de las normas vigentes en el tema de educación 
superior. Estas circunstancias crearon conciencia sobre la diversidad, dispersión, desarticulación 
y vacíos de las disposiciones legales vigentes, que deben ser consultadas por los usuarios para 
poder presentar su trámite ante el Ministerio de Educación Nacional. 
  
      Para responder a la situación anterior, se contó con la información del Ministerio de 
Educación Nacional correspondiente a las solicitudes de reconocimiento de personería jurídica a 
través del aplicativo SACES. De igual manera, se complementó con el estudio y conceptos 
emitidos por la Sala de Evaluación de Trámites Institucionales de la Conaces,  información 
contenida en los actos administrativos mediante los cuales la Ministra de Educación Nacional 
decidió frente a las solicitudes presentadas.  
 
      Del estudio efectuado, también se resalta la falta de precisión en el proceso que se adelanta 
para atender las solicitudes, la inobservancia normativa integral en el tema de educación 
superior. El proceso carece de un debido proceso, pues de su estudio, se deprende que es 




administrativo, que el usuario puede ejercer el derecho de contradicción, de defensa, e interponer 
los recursos o solicitar pruebas.  
 
      La propuesta de nuevos requisitos y procedimientos para la creación y constitución de IES 
privadas en Colombia, dentro del contexto de calidad: con base en el  estudio de solicitudes de 
reconocimiento de personerías jurídicas de IES privadas, realizado durante los dos últimos años, 
se diagnostica la presentación de este objetivo enfocado a la modificación de la norma, 
identificándose criterios que harán parte de la nueva norma, orientados a que una vez se adopte 
la decisión de crear una institución de educación superior, dicha variedad de proyectos 
específicos dentro de cada tipo de institución, cumplan con los requisitos que la norma exige, en 
aras a que estas nuevas instituciones respondan a necesidades sociales reales, en los diferentes 
escenarios locales, nacionales e internacionales, e inicie la prestación del servicio educativo en 
ejercicio de sus funciones misionales de formación, investigación y proyección social, 
considerando el avancen de la ciencia y la tecnológica y en la búsqueda permanente de la 
calidad. De igual manera, con la inclusión y precisión de aspectos académicos y normativos, en 
el desarrollo del proceso, mejorando la transparencia de los procesos solicitados e impidiendo el 




      A grandes rasgos, se presentan los aspectos relevantes y las recomendaciones propuestas para 
la reforma normativa vigente:    
         
CALIDAD DE LOS MIEMBROS FUNDADORES 
 
      El Decreto vigente no precisa las calidades que deben acreditar quienes pretender crear IES 
en Colombia. Se incluye los requisitos que deben presentar las personas naturales o jurídicas 
(nacionales o extranjeras) en su calidad de miembros fundadores en una IES, dando cumplimento 
a lo dispuesto en el artículo 96 de la Ley 30 de 1992 que señala que estos deben estar en 
“capacidad de cumplir la función que a aquellas les corresponde”. En ese orden, acorde con sus 




educación superior en aras a garantizar que la nueva IES podrá cumplir con los objetivos 
dispuestos en la Ley 30 de 1992.  
 
ACREDITACIÓN DE LOS APORTES DE LOS MIEMBOS FUNDADORES 
 
      La disposición vigente tiene vacios en este tema, no es clara en relación con qué clase de 
bienes pueden ser sujetos de aportes en la creación de una IES privada, así mismo hay vacios en 
relación con la garantía de los aportes. Es recomendable, por lo que se incorpora en este trabajo, 
precisión sobre clase de aportes por parte de los miembros fundadores y los requisitos que  
garanticen su acreditación, se incluyen entre otros, que los bienes deben ser tangibles; la citación 
expresa tanto en el acta de constitución como en el acta de entrega de aportes, de cada uno de los 
aportes y la forma como se transferirá a la nueva IES; el requerimiento de información sobre la 
procedencia de los bienes que se comprometen a aportar, señalando, valor comercial, valor 
unitario y total y el título de propiedad (este último anexándolo).  
 
PARTICIPACIÓN DE LA COMUNIDAD EDUCATIVA EN LA DIRECCIÓN DE LA IES  
 
      La norma vigente plantea tangencialmente este tema señalando que en los estatutos debe 
contemplarse: “el régimen de la participación democrática de la comunidad educativa en la 
dirección de la institución”, no habiendo claridad en este requisito, pues la representación de los 
estudiantes, docentes y administrativos, debe estar en todos los órganos que tengan poder de 
decisión en la dirección de la IES, no siendo, por ejemplo,  solamente en un Consejo Académico. 
Lo anterior acorde con lo dispuesto en el artículo 68 de nuestra Constitución Política.  
NORMAS INTERNAS 
 
      Si bien, la norma vigente contempla la presentación de los proyectos de estatutos, reglamento 
estudiantil y reglamento docente, y lo mínimo que estos deben contener, no se hace referencia 
expresamente a la presentación del reglamento de bienestar, el cual regula las condiciones en que 
la institución adelantaría las actividades que se orientan al desarrollo físico, socio-afectivo, 
espiritual y social de los estudiantes, docentes y personal administrativo. Lo anterior estará  




      Así mismo se hace la inclusión expresa en los estatutos de la prohibición de invertir y 
destinar recursos de la IES por fuera de la misión institucional para la cual fue creada.  
 
ESTUDIO DE FACTIBILIDAD SOCIOECONÓMICA 
 
      La norma vigente comprende en este tema, varios elementos, haciendo referencia a la 
presentación de documentos de manera etérea, pero no precisa que debe comprender cada 
aspecto, para determinar su viabilidad en el cumplimiento de la función misional de la IES, cual 
es la prestación del servicio público de la educación superior, requiriéndose analizar cuáles 
serían los requerimientos de personal, infraestructura física, dotación, medios educativos, y 
financieros que garanticen su ejecución.  
 
      Es recomendable (como se presenta en este trabajo), los requisitos de  señalar el perfil de 
quienes ocuparían cargos directivos y administrativos, de los miembros de los órganos de 
dirección y gobierno, en la búsqueda de las mejores calidades de quiénes ostentarán estos cargos. 
Acorde con lo anterior, se incluye el requisito de la proyección de la estructura docente (perfiles 
y carga académica), con los cuales iniciaría la IES y su proyección en el tiempo teniendo en 
cuenta el crecimiento de la institución y de sus programas. Se incluye la exigencia de la precisión 
de los programas académicos con los cuales iniciaría las actividades la IES. Se incluyen, precisan 
y actualizan requisitos en relación con la infraestructura física prevista para el funcionamiento de 
la institución, acorde con otras normas de educación superior. Se precisan y actualizan requisitos 
en relación con los componentes del proyecto educativo institucional, acorde con otras normas 
de educación superior. Se incluyen los componentes de internacionalización, investigación, 
acreditación y la política de inclusión educativa para las personas con especial protección 
constitucional. Se incorporan exigencias especiales para el caso de instituciones que proyectan 




      La disposición vigente es desactualizada, no contempla actuaciones acordes con un debido 




cual queda corto para adelantar los tiempos de ley establecidos para las diferentes actuaciones 
que contempla este trámite.  
 
      En ese orden se recomienda (como aquí se incorpora), su actualización y armonía  con la 
normativa vigente y procedimental como es el CPACA, precisando los requisitos, el 
procedimiento para el reconocimiento de personería jurídica a las instituciones de educación 
superior de carácter privado para adelantarse en un término de doce meses.   
 
      Así, como resultado del estudio se da por cumplida la hipótesis de investigación la cual 
rezaba: “proponer una nueva normativa que supere los vacíos normativos actuales en la 
educación superior en Colombia, acorde al avance de la tecnología y la evolución de la estructura 
de las economías en los mercados de trabajo a nivel global, entre otros, favorecería la calidad, la 
cobertura, la integración al mercado laboral de los sectores socioeconómicos menos favorecidos, 
el incremento de programas e instituciones, entre otros”.  
 
      Como aspecto positivo para el desarrollo del trabajo, fue el haber tenido la oportunidad de 
contar con el conocimiento y experticia de grandes académicos cuyos perfiles cumplen con 
exigencias académicas, laborales e investigativas en los diversos campos del conocimiento, 
como son los pares académicos y los integrantes de la Sala de Evaluación de Trámites 
Institucionales de la Conaces, lo que ayudó a afianzar mis conocimientos profesionales y 
laborales.  
 
      De igual manera se señala, que con base en mi ejercicio profesional y laboral se presenta esta 
propuesta, que da claridad en la normativa y beneficia, tanto al Ministerio de Educación 
Nacional como a las instituciones que se postulan a IES. Con relación al MEN se debe 
mencionar que dentro de sus funciones está la de estudiar y actualizar la normativa para lo cual, a 
su vez, cuenta con un grupo asesor que también está adelantando modificaciones a la normativa 
vigente, relacionada con el reconocimiento de personerías jurídicas de IES privadas, siendo este 
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ANEXO 1. MARCO LEGAL DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR EN COLOMBIA 
 
La normativa de la educación superior en Colombia está enmarcada por la Constitución Política 
de 1991 y la Ley 30 de 1992. Posteriormente, tiene desarrollos en la Ley 115 de 1994 o Ley 
General de Educación, la Ley 749 de 2002 y la Ley 1740 de 2014, completándose con decretos 
reglamentarios y con sentencias de la Corte Constitucional. 
 
En ese orden, se presentan los aspectos más próximos al propósito de este trabajo, contemplados 
en la normativa que rige la educación superior a partir del año 1991, iniciando con nuestra norma 
de normas. 
 
Desarrollo normativo de la Educación Superior en Colombia a partir de la Constitución de 1991. 
 
En vigencia de la Constitución de 1886 se expidió el Decreto Ley 80 de 1980, que rigió la 
educación superior entre 1980 y 1992, se constituyó como una de las principales reformas en el 
tema de educación, organizaba el sistema de educación postsecundaria en tres modalidades: 
técnica, tecnológica y universitaria, cada una distinta y separada de las otras dos y contemplaba 
los aspectos de la educación superior dentro de la óptica del ejercicio de la inspección y 
vigilancia.  
 
Por mandato constitucional en esa época el Presidente de la República tenía facultades para 
reglamentar, dirigir e inspeccionar la instrucción pública nacional, y las disposiciones emitidas 
por él tenían fuerza de ley, lo que generaba cierta discrepancia con la competencia normativa en 
el tema de educación que también ostentaba el Congreso, y es con la Constitución Política de 





La Constitución Política de Colombia en el tema de educación estableció en sus artículos 67, 68 
y 69 los principios fundamentales de carácter general que rigen la educación para nuestro país, 
definiéndola como un derecho de la persona y un servicio público que tiene una función social.  
 
Esto es que se reconoce en la educación una “doble condición de derecho y de servicio público 
que busca garantizar el acceso de los ciudadanos al conocimiento, a la ciencia y a los demás 
bienes y valores culturales.” (Corte Constitucional de Colombia, Sentencia T- 743 de 2013). 
 
En su dimensión de derecho que tiene toda persona, es un derecho fundamental y 
goza de un carácter progresivo. Su fundamentalidad está dado por su estrecha 
relación con la dignidad humana, en su connotación de autonomía individual, esto es 
que es la persona quien elige su proyecto de vida y la materialización de otros 
principios y valores propios del ser humano. Su progresividad la determina: i) la 
obligación del Estado de adoptar  medidas, en un plazo razonable, para lograr una 
mayor realización del derecho, de manera que la simple actitud pasiva de éste se 
opone al principio en mención (aquí encontramos la obligación del Estado de 
procurar el acceso progresivo de las personas a las Universidades, mediante la 
adopción de ciertas estrategias, dentro de las cuales encontramos facilitar 
mecanismos financieros que hagan posible el acceso de las personas a la educación 
superior, así como la garantía  de que progresivamente el nivel de cupos disponibles 
para el acceso al servicio se vayan ampliando); (ii) la obligación de no imponer 
barreras injustificadas sobre determinados grupos vulnerables y (iii) la prohibición de 
adoptar medidas regresivas para la eficacia del derecho concernido.(Corte 
Constitucional de Colombia, Sentencia T-068 de 2012).  
 
Haciendo alusión al concepto de servicio público, el artículo 365 de la Constitución Política 
Colombiana dispone: “Los servicios públicos son inherentes a la finalidad social del Estado. Es 
deber del Estado asegurar su prestación eficiente a todos los habitantes del territorio nacional”.  
 
Los servicios públicos estarán sometidos al régimen jurídico que fije la ley, podrán 




por particulares. En todo caso, el Estado mantendrá la regulación, el control y la 
vigilancia de dichos servicios.  (Art. 365). 
 
De otro lado, el servicio público se ha definido como “toda actividad organizada que tienda a 
satisfacer necesidades de interés general en forma regular y continua, de acuerdo con un régimen 
jurídico especial, bien que se realice por el Estado, directa o indirectamente, o por personas 
privadas”. (Código Sustantivo del Trabajo, art. 430).   
 
En ese orden, tenemos que acorde con lo señalado en los artículos 67 y 68 Superior, la educación 
es un servicio público prestado por el Estado y por los particulares, dándose a estos últimos la 
facultad de fundar establecimientos educativos con sujeción a los términos señalados en la 
Constitución y en la Ley, exigiendo del  Estado “unas actuaciones concretas, relacionadas con la 
garantía de su prestación eficiente y continua a todos los habitantes del territorio nacional, en 
cumplimiento de los principios de universalidad, solidaridad y redistribución de los recursos en 
la población económicamente vulnerable”. (Corte Constitucional de Colombia, Sentencia T-068 
de 2012).  
 
Cabe precisar que al tener carácter de servicio público, la educación se convierte en una 
obligación del Estado inherente a su finalidad social, no entendiéndose que sea gratuita, implica 
que el Estado para su materialización debe promover condiciones para el acceso y permanencia 
de sus nacionales, esto es, crear facilidades para la población menos favorecida, por ejemplo: 
personas de bajos recursos, indígenas y desplazados, entre otros.  
 
La relevancia de esa función social explica que la norma superior le haya asignado a la familia, a 
la sociedad y al Estado una corresponsabilidad en la materialización de esas aspiraciones y que 
haya comprometido a este último con tareas concretas que abarcan, desde la regulación y el 
ejercicio del control y vigilancia del servicio educativo, hasta la garantía de su calidad, de su 
adecuado cubrimiento y la formación moral, física e intelectual de los estudiantes. (Corte 





Así mismo, la Constitución de 1991, estableció la libertad de enseñanza y de cátedra, la garantía 
de la autonomía universitaria, principio este último, que en algunas ocasiones podría 
interpretarse como si riñera con el derecho a la educación. Se señala esto, por cuanto si bien, las 
instituciones de educación superior están facultadas para darse,  crear y regirse por sus propios 
estatutos, designar sus autoridades académicas y administrativas, crear, organizar y desarrollar 
sus programas académicos, definir y organizar sus labores formativas, académicas, docentes 
científicas y culturales, seleccionar a sus profesores, admitir a sus estudiantes, establecer, y 
arbitrar sus recursos, para el cumplimiento de su misión social y de su funcionamiento 
institucional, dichas reglamentaciones no pueden “desconocer ni obstaculizar la materialización 
del núcleo esencial del derecho a la educación, el cual consiste en el acceso y la permanencia de 
los estudiantes en el sistema educativo”. (Corte Constitucional de Colombia, Sentencia T-743 de 
2013).  
 
De igual manera le otorgó las facultades al Presidente de la República de la suprema inspección 
y vigilancia y determinó la posibilidad para que los particulares pudiesen crear instituciones de 
educación superior, temas que profundizaré más adelante.  
 
Otro aspecto que conviene resaltar, es el contemplado en el artículo 26 de la Constitución, el cual 
hace alusión a los derechos de elegir una profesión, a ejercer la actividad escogida y al derecho a 
la igualdad. Entendiéndose por profesión aquella que requiere una formación académica y el 
ejercicio de tales profesionales corresponde su reglamentación al legislador y su inspección y 
vigilancia a las autoridades competentes de la rama ejecutiva que se señale en esa 
reglamentación.  
 
La Ley 30 de 1992 
 
Con la expedición de la Ley 30 de 1992 se reglamenta la educación superior en Colombia y la 
define como un proceso permanente que posibilita el desarrollo de las potencialidades del ser 
humano de una manera integral, que se realiza con posterioridad a la educación media o 
secundaria y tiene por objeto el pleno desarrollo de los alumnos y su formación académica o 




Se establecieron los parámetros de la educación superior y se definieron los temas referidos a: 
los principios y objetivos; los campos de acción; la tipología y autonomía de las instituciones de 
Educación Superior-IES; los programas académicos; los títulos y exámenes de estado, el 
fomento y la inspección y vigilancia; el Consejo Nacional de Educación Superior (CESU) y el 
Instituto Colombiano para el Fomento de la Educación Superior ICFES (ahora denominado 
Instituto Colombiano para la Evaluación de la Educación – Icfes); los comités asesores1  (a la 
fecha quien cumple la función asignada a estos,  es la Conaces
2
), las sanciones; el Sistema 
Nacional de Información-SNIES y el Sistema Nacional de Acreditación; la naturaleza jurídica de 
las instituciones; el régimen estudiantil; el Instituto Colombiano de Crédito Educativo y Estudios 
Técnicos en el Exterior, Icetex; y el bienestar universitario.  
 
La educación superior en Colombia abarca la técnica, la ciencia y la tecnología, las 
humanidades, el arte y la filosofía (campos de acción), en dos niveles, pregrado y postgrado. A 
su vez, el pregrado ofrece tres niveles de formación: técnica profesional, tecnológica y 
profesional universitaria, y el postgrado, especialización, maestría y doctorado.  
 
La Ley 30 de 1992 también definió los tipos de instituciones de educación superior, de acuerdo 
con la clase de programas que pueden ofrecer: las universidades, las únicas autorizadas para 
ofrecer todos los niveles de la educación  superior, tanto de pregrado como de postgrado; las 
instituciones universitarias o escuelas tecnológicas pueden ofrecer programas técnico-
profesionales, tecnológicos y profesionales universitarios en pregrado y programas de 
especialización en posgrado; las instituciones tecnológicas, programas de pregrado técnicos 
profesionales y tecnológicos, y en postgrado, especializaciones de estos campos; y las 
instituciones técnicas profesionales que únicamente pueden ofrecer programas de pregrado 
                                                          
1 Los comités asesores fueron fusionados en su momento por la Comisión Consultiva de las instituciones de educación superior por el Decreto 
1176 de 1999; posteriormente, por Decreto 2230 de 2003 se creó la Comisión Nacional Intersectorial de Aseguramiento de la Calidad de la 
Educación Superior (Conaces).  A la fecha, la normativa vigente que establece las competencias de la Conaces son: la Ley 1188 de 2008 en 
concordancia con el Decreto 1075 de 2015. 
2 La Conaces es el organismo encargado de estudiar el cumplimiento de condiciones mínimas de calidad, dar su concepto ante el Ministerio de 
Educación para el otorgamiento del Registro Calificado de los programas y emitir los informes de recomendación sobre la creación de 
instituciones de educación superior oficiales, reconocimiento de personería jurídica de instituciones de educación superior privadas, cambio de 
carácter académico, redefinición institucional, reconocimiento como universidad, autorización de creación de seccionales y evaluación de las 




técnicos profesionales y en postgrado, especializaciones de su campo. (Es conveniente precisar 
que es la Ley 115 de 1994 la que introdujo las instituciones tecnológicas).  
 
Luego, en el año 2002 se expide la Ley 749 que organiza el servicio público de la educación 
superior en las modalidades de formación técnica-profesional y tecnológica, y dicta otras 
disposiciones sobre la formación por ciclos propedéuticos y otros temas relacionados. Esta 
normativa fue expedida para promover la formación técnica y tecnológica, las instituciones 
técnicas profesionales y tecnológicas a través de la redefinición institucional podrán desarrollar 
programas por ciclos propedéuticos hasta el nivel profesional en los campos del conocimiento 
que les competen.  
 
Si bien se señaló que la Ley 30 de 1992 reguló la educación superior, ésta solamente se 
constituye en un marco normativo general que a través del tiempo ha requerido ser reglamentada 
con el fin de llevar a la práctica varias de sus disposiciones, entre otros: la reglamentación de un 
mecanismo expreso para la inspección y vigilancia de las IES, acorde con la autonomía 
universitaria constitucionalmente establecida
3
; la inspección preventiva; la regulación expresa 
sobre el uso de los excedentes de las IES; las condiciones de calidad y demás requisitos que 
deben cumplir las instituciones de educación superior para obtener el registro calificado de sus 
programas académicos; la educación a distancia y virtual; los requisitos y procedimientos para 
las solicitudes de cambio de carácter académico de las instituciones técnicas y tecnológicas, de 
reconocimiento como universidad de las instituciones universitarias o escuelas tecnológicas, la 
ratificación de estatutos; la cancelación de personerías jurídicas y la creación de instituciones de 
educación superior (tema este último objeto de presentación del presente trabajo). 
 
Algunos de los anteriores temas  han sido regulados, cabe señalar: mediante la Ley 1740 del 23 
de diciembre de 2014, se reglamenta la inspección y vigilancia de la educación superior, 
contemplando medidas preventivas como uno de los elementos de la inspección y vigilancia; el 
tema referido a educación a distancia y virtual, como las condiciones de calidad y demás 
                                                          
3 La Ley 1740 de 23 de diciembre de 2014 desarrolla parcialmente el articulo 67 y los numerales 21, 22 y 26 del artículo 189 de la Constitución 




requisitos que deben cumplir las instituciones de educación superior para obtener el registro 
calificado de sus programas académicos se contemplan en la Ley 1188 del 25 de abril de 2008 y 
en el entonces Decreto 1295 del 20 de abril de 2010 
4
; los requisitos y procedimientos para las 
solicitudes de cambio de carácter académico de las instituciones técnicas y tecnológicas, como 
los concernientes a las solicitud de redefinición institucional
5
, son reglamentados mediante la 
Ley 749 del 19 de julio de 2002 y el Decreto 2216 del 6 de agosto de 2003
6
; los requisitos y el 
procedimiento para las solicitudes de reconocimiento como universidad de las instituciones 
universitarias o escuelas tecnológicas fueron establecidos mediante Decreto 1212 del 28 de junio 
de 1993, y los requisitos y procedimientos para la ratificación de estatutos, creación de 
seccionales y reconocimiento de personería jurídica de instituciones de educación superior 
privadas (tema este último objeto de presentación del presente trabajo), fueron establecidos en el 
Decreto 1478 del 13 de julio de 1994. (Conviene aclarar nuevamente que los Decretos 1212 de 
1993, 1478 de 1994 y 2216 de 2003, fueron derogados por el Decreto 1075 de mayo de 2015, 
Decreto Único Reglamentario del Sector Educación, norma que compila toda la normativa 
vigente de educación superior, y que recoge en su integridad lo dispuesto en las citadas 
disposiciones).  
 
Lo anterior resalta la importancia del tema de la autonomía (que adelante me referiré), la cual se 
concreta en la libertad académica, administrativa y económica, fundada en el deber que tienen las 
instituciones de educación superior de ofrecer una enseñanza de calidad en el marco de su 
función misional para la cual fue creada, bajo los presupuestos de la libertad de enseñanza, 
investigación, aprendizaje y de cátedra. No obstante, dicha garantía ha venido siendo entendida 
como una imposibilidad del Estado para intervenir en asuntos a cargo de las instituciones de 
educación superior en desarrollo de su función misional para la cual han sido constituidas. 
                                                          
4 Decreto 1295 de 2010, derogado por el Decreto 1075 de 26 de mayo de 2015, por el cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector 
Educación. 
5 Mediante el trámite de Redefinición Institucional, reglamentado en la Ley 749 de 2002 y el Decreto 2216 de 2003 (derogado por el Decreto 
1075 de 2015, el cual acogió todo lo allí dispuesto), las instituciones técnicas profesionales y las instituciones tecnológicas pueden ofrecer y 
desarrollar programas académicos por ciclos propedéuticos y hasta el nivel profesional, en las áreas del conocimiento señaladas en la ley. Este 
proceso como los otros citados, se adelanta ante el Ministerio de Educación Nacional, se realiza con el apoyo de pares académicos e 
institucionales y con los integrantes de la Comisión Nacional Intersectorial para el Aseguramiento de la Educación Superior (Conaces), y 
termina con una resolución ministerial que las autoriza para hacerlo. 




ANEXO 2. MARCO CONCEPTUAL DE LA GOBERNABILIDAD EN LAS 
INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR 
 
De manera general el término de gobernabilidad se encuentra relacionado con la toma de 
decisiones con autoridad y responsabilidad por parte de una organización a través de sus 
representantes elegidos democráticamente. 
 
Al hablar de gobernabilidad en instituciones educativas, particularmente en las IES, podría 
enfocarse este término en precisar si la institución, contando con la participación de la 
comunidad educativa y otros actores, siempre, en defensa de un interés general, tiene la 
capacidad para tomar decisiones y desarrollar acciones para cumplir íntegramente la función 
social y la misión institucional para la cual fue creada. 
     
En el tema de gobernabilidad de las IES, los retos más importantes son sus órganos de gobierno 
y la toma de decisiones, pues la conformación de estos órganos establece claramente la 
aplicación de la gobernabilidad interna y externamente, y a su vez son los que definen las 
políticas que seguirá la institución.  
 
El marco regulatorio actual para la estructura de la gobernabilidad en las instituciones de 
educación superior parte de la Constitución Política de 1991, consecuentemente, la Ley 30 de 
1992 y normas reglamentarias, girando en torno del concepto de autonomía universitaria y del 
tipo de origen de la IES (esto es, si es estatal o privado). 
 
Se relaciona con el concepto de autonomía, por cuanto el papel que desempeñan los órganos de 
gobierno en una institución de educación superior es fundamentalmente el poder de decisión en 
el marco interno como en el externo, son los que definen el rumbo de la institución marcando la 
eficiencia o ineficiencia en la calidad del servicio educativo que presta la institución.  
 
La autonomía universitaria señalada expresamente en los artículos 28 y 29 de la Ley 30 de 1992 
(como se citó anteriormente), se refleja en las siguientes libertades de la institución:  elaborar y 




elección, designación y periodo de sus directivos y administradores, señalar las reglas sobre 
selección y nominación de profesores, establecer los programas de su propio desarrollo, aprobar 
y manejar su presupuesto y aprobar los planes de estudio que regirán la actividad académica.  
Importante resaltar en este punto, que si bien las instituciones de educación superior gozan de 
autonomía, que enmarca su poder de decisión y fijación de políticas en los ámbitos financiero, 
académico y administrativo, lo que presume una buena administración, una buena gestión de los 
recursos y buena ejecución de políticas, dicha autonomía tiene sus límites dados por mandato 
constitucional y legal.  
 
Explicado lo anterior, entrando en materia, presentaré una aproximación a las diferentes formas 
de organización de gobernabilidad en las instituciones de educación superior, pues, la 
reglamentación de la estructura o sistema de gobernabilidad en éstas, si bien debe estar enfocada 
al poder de decisión, de la implementación y ejecución de las acciones para el cumplimiento de 
su función social y misión institucional para la cual fueron creadas, no es igual para todas, las 
facultades de decidir no son precisas y no están claramente definidas para las diferentes 
instancias de dirección o de gobierno. 
 
Partiendo de la clasificación de las instituciones, de acuerdo a su origen, las instituciones de 
educación superior estatales u oficiales, como son las universidades estatales u oficiales, la Ley 
30 de 1992 señala que la dirección corresponde al Consejo Superior Universitario, al Consejo 
Académico y al Rector.  
 
Cada universidad adoptará en su estatuto general una estructura que comprenda entre otras, la 
existencia de un Consejo Superior Universitario y un Consejo Académico, acordes con su 
naturaleza y campos de acción.  
 
El Consejo Superior Universitario, es el máximo órgano de dirección y gobierno de la 
universidad, es reconocido como un órgano pluralista, pues cuenta con la representación de 
diferentes grupos de interés, por ende, diferentes perspectivas, que a la larga, para algunos es 
visto como una posible limitación para que el gobierno de la institución pueda tomar decisiones 




debe ser discutida con cada uno de estos grupos, que en ocasiones tienen sus intereses 
particulares, desconociendo que su actuar debe estar enfocado a facilitar el gobierno de la 
institución en favor de los intereses de la sociedad en general. 
 
El Consejo Superior, estará integrado por el Ministro de Educación Nacional o su delegado 
(quien lo preside cuando la universidad es del orden nacional), el Gobernador del departamento o 
su delegado (quien lo preside cuando la universidad es  del orden departamental)
7
, un miembro 
designado por el Presidente de la República, un representante de las directivas académicas, uno 
de los docentes, uno de los egresados, uno de los estudiantes, uno del sector productivo y un ex 
rector universitario, y el rector de la institución con voz y sin voto. Los estatutos orgánicos 
reglamentan las calidades, elección y período de permanencia en el Consejo Superior, respecto 
del representante de las directivas académicas, de los docentes, de los egresados, de los 
estudiantes, del sector productivo y del ex rector universitario.  
 
Tiene las siguientes funciones: definir las políticas académicas y administrativas y la planeación 
institucional; definir la organización académica, administrativa y financiera de la institución; 
velar porque la marcha de la institución esté acorde con las disposiciones legales, el estatuto 
general y las políticas institucionales; expedir o modificar los estatutos y reglamentos de la 
institución; designar y remover al rector en la forma que prevean sus estatutos; aprobar el 
presupuesto de la institución; darse su propio reglamento, y ejercer las demás funciones que le 
señalen la ley y los estatutos. 
 
El Consejo Académico que es la máxima autoridad académica de la universidad, estará integrado 
por el rector, quien lo presidirá, por una representación de los decanos de facultades, de los 
directores de programa, de los profesores y de los estudiantes. Su composición será determinada 
por los estatutos de cada institución.  
 
                                                          
7
 De tratarse de una universidad distrital o municipal, tendrán asiento en el Consejo Superior Universitario los 




Respecto del rector, es importante señalar que antes de la Ley 30 de 1992, los rectores de las 
instituciones de educación superior públicas eran nombrados por el poder ejecutivo, lo que no 
generaba una confianza de contar con un representante que defendiera los intereses de la 
institución, pues era elegido de acuerdo al panorama político de cada época. Ahora a partir de 
este marco normativo, las faculta para designar al rector, establecer los requisitos, calidades y 
periodos, que deben estar señalados en sus estatutos, lo que facilita que este pueda desarrollar en 
un tiempo prudencial su plan de acción que fue propuesto como candidato para aspirar al cargo y 
que debió ser aprobado por el máximo órgano de poder de la institución.  
 
En las universidades públicas, el rector es el representante legal y la primera autoridad ejecutiva 
y es designado por el Consejo Superior Universitario, su designación, requisitos, calidades, y las 
funciones que se le puedan delegar, se reglamentarán en los respectivos estatutos. 
 
Para el caso de las demás instituciones de educación superior estatales, diferentes a las 
universidades, la dirección corresponde al Rector, al Consejo Directivo y al Consejo Académico, 
siendo el Consejo Directivo el máximo órgano de dirección y gobierno, el cual está integrado, tal 
como el Consejo Superior Universitario (en las universidades estatales), por el Ministro de 
Educación Nacional o su delegado (para el caso de IES del orden Nacional es quien preside), el 
gobernador (quien preside cuando la IES es del orden departamental), un miembro designado por 
el Presidente de la República, que haya tenido vínculos con el sector universitario, un 
representante de las directivas académicas, uno de los docentes, uno de los egresados, uno de los 
estudiantes, uno del sector productivo y un ex rector y el rector de la institución con voz y sin 
voto. Las funciones, son acordes con las señaladas para el Consejo Superior Universitario.   
 
El Consejo Académico es la máxima autoridad académica de la institución, lo integran el rector, 
quien lo preside, una representación de los decanos de facultades, de los directores de programa, 
de los profesores y de los estudiantes. Su composición es determinada por los estatutos de cada 
institución y sus funciones deben estar acorde con las políticas trazadas por el Consejo Superior 
Universitario (en universidades estatales) o el Consejo Directivo (en las demás IES estatales 





La citada Ley 30 de 1992, al igual que para las universidades públicas, señala que el rector es el 
representante legal y primera autoridad ejecutivo en las demás instituciones (estatales u 
oficiales), su designación, requisitos y calidades se reglamentarán en los respectivos estatutos. 
 
Tratándose de las instituciones de educación superior de carácter privado, la Ley 30 de 1992 
señala que las personas naturales y jurídicas de derecho privado pueden crear instituciones de 
educación superior, las cuales deben ser personas jurídicas de utilidad común, sin ánimo de 
lucro, organizadas como corporaciones, fundaciones o instituciones de economía solidaria, 
dentro de sus estatutos deben definir cuáles son sus órganos de gobierno y dirección, por lo que 
se concluye que estas, frente a las IES públicas u oficiales, en el tema de gobierno institucional 
tienen mayor autonomía para definir cuál será su estructura de gobierno. 
 
Si bien, las instituciones privadas pueden tener diferentes estructuras y conformación de órganos 
gubernamentales, en la práctica, de manera general puede señalarse que poseen una estructura de 
gobierno similar a la de las IES públicas, se encuentra conformada por órganos de dirección y 
gobierno, de los cuáles hacen parte los representantes de la comunidad académica y de la 
sociedad, normalmente se denominan Consejo Superior, Consejo Directivo, Consejo Académico 
y el rector, y es en estos que recae el poder de decisión frente al cumplimiento de objetivos de la 
institución, y su buen funcionamiento. Adicionalmente, a diferencia de las IES públicas, las IES 
privadas cuentan con un órgano de gobierno y dirección conformado por quienes son sus 
miembros fundadores (personas naturales o personas jurídicas de derecho privado), que tienen 
derecho a voz y voto, dicho órgano generalmente suele denominarse “Asamblea de Fundadores”. 
Los miembros fundadores, acorde con el marco normativo señalado no pueden transferir su 
calidad de fundador a ningún título, ni los derechos derivados de la misma. 
 
El Consejo Académico, al igual que en las IES públicas, es un órgano concebido para discutir y 
tomar decisiones relacionadas con la vida académica de la IES, en el cual participa los 
representantes de los docentes, de los estudiantes, directivos, decanos y directores.  
  
El rector, para el caso de las IES privadas, no necesariamente es su representante legal como si lo 




con voz pero sin voto. Su designación, remoción, funciones, calidades, fijación de su salario, son 
aspectos que se encuentran dentro de las funciones del Consejo Superior o Consejo Directivo. 
Dependiendo de la estructura de gobierno que tengan las IES privadas, en la cual puede haber 
participación desde su creación, de personas jurídicas de derecho privado (por ejemplo, las 
empresas), este aspecto puede incidir en la cultura organizacional y en una toma de decisiones 
más rápida, frente a lo que sucede en las IES públicas. Así mismo, el rector en la mayoría de las 
IES privadas (principalmente las universidades), está investido con un alto poder de decisión, 
pues entre otros, puede efectuar nombramientos, conformar su equipo de trabajo y delegar 
funciones en sus colaboradores, como son los decanos, vicerrectores y directores. 
 
En el tema referido a la creación de IES privadas, llama la atención que no obstante, en su 
mayoría ser constituidas por familias, que se declaran estar organizadas como instituciones sin 
ánimo de lucro, su administración y manejo se adelanta como si fuera un negocio familiar, 
presentándose situaciones de privilegios y una aparente extracción de rentas, siendo necesario la 
aplicación de unas exigencias normativas que garanticen la transparencia, en especial, en el 
manejo financiero. Al respecto, es importante precisar que con la expedición de la Ley 1740 de 
2014, por la cual se regula la inspección y vigilancia de la educación superior (ya citada), el 
Ministerio de Educación Nacional, en ejercicio de esta función tiene más herramientas para 
velar, entre otros, por la eficiencia y correcto manejo e inversión de todos los recursos y rentas 
de las instituciones de educación superior en los términos de la Constitución, la ley y sus 
reglamentos. Es así, que una de las finalidades de la inspección, vigilancia y control ejercidas por 
el Ministerio de Educación Nacional radica en que: “las instituciones privadas de Educación 
Superior, constituidas como personas jurídicas de utilidad común, sus rentas se conserven y se 
apliquen debidamente y que en todo lo esencial se cumpla con la voluntad de sus fundadores, sin 
que pueda consagrarse o darse de forma alguna el ánimo de lucro” (Colombia, Ley 1740 de 2014 





ANEXO 3.  TRANSFORMACIONES DE LAS INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN 
SUPERIOR EN COLOMBIA 
 
Creadas las instituciones de educación superior en Colombia, saber, por: (i) reconocimiento de 
personería jurídica (para el caso de IES de origen privado), o (ii) aprobación de estudio de 
factibilidad (para el caso de creación de IES públicas), éstas en ejercicio de su autonomía, en 
atención a la evolución en  el tiempo de las formas y contenidos de la formación enfocada hacia 
nuevos contextos y estrategias pedagógicas, toman sus decisiones para adelantar procesos de 
transformación institucional.  
 
Como se ha señalado en el desarrollo de este trabajo, con la expedición de la Ley 30 de 1992, se 
presenta una tipología de las instituciones de educación superior, en una organización vertical 
jerárquica, estableciéndose una radical separación entre unas y otras, presentándose a la 
universidad como el único deber ser al cual deben llegar las demás instituciones, la universidad 
se ha convertido en el ideal imaginario cultural. Esta situación ha generado el ideal de 
transformación de instituciones técnicas y tecnológicas, en busca de estatus y matrículas, 
principalmente, para llegar a ser instituciones universitarias y estas a universidad.  
 
A continuación, se describen los diferentes procesos correspondientes a transformaciones 
institucionales.  
 




Previo a citar la definición normativa de este término, es procedente referenciar los fundamentos 
que dieron lugar a la implantación de la formación por ciclos en la educación superior, la cual 
tiene varias justificaciones y fundamentos, entre ellas, la necesidad de crear una educación 
superior flexible, articulada a una promoción de transferencias y movilidad educativa, que 
generara oportunidades de formación en la que se adquiriera las competencias requeridas para 




fundamentado en estudios cortos,  fue una situación que implicó la reestructuración de los 
sistemas educativos, conllevando a la organización de la oferta de formación académica, el 
diseño de programas de educación superior en diversos ciclos cortos y secuenciales 
contemplando el desarrollo de competencias que respondieran a los requerimientos del sector 
productivo buscando que el país fuere más competitivo. 
 
En este sentido, la flexibilidad de la oferta educativa ha venido implicando transformaciones en 
los tiempos, forma y contenidos de los programas, enfocándose hacia el desarrollo de 
competencias laborales, requiriéndose nuevas estrategias pedagógicas para el desarrollo del 
aprendizaje profesional.  
 
Precisado lo anterior, y refiriéndonos al término de la redefinición, normativamente se define 
como un proceso institucional integral de reforma estatutaria, académica y administrativa que 
asume voluntariamente una institución técnica profesional o tecnológica para organizar la 
actividad formativa de pregrado en ciclos propedéuticos de formación en las áreas de las 
ingenierías, la tecnología de la información, y la administración, de acuerdo con lo establecido 
en la Ley 749 de 2002. (Decreto 1075 de 2015, art. 2.5.1.1.1.). 
 
Refiriéndonos a que se entiende por ciclos propedéuticos, estos pueden entenderse como 
unidades interdependientes, complementarias y secuenciales; mientras que el componente 
propedéutico hace referencia al proceso por el cual se prepara a una persona para continuar en el 
proceso de formación a lo largo de la vida, en este caso particular, en el pregrado. (Ministerio de 
Educación Nacional, 2009). 
 
Acorde con la citada norma, las instituciones técnicas profesionales y tecnológicas de educación 
superior organizarán su actividad formativa de pregrado en ciclos propedéuticos de formación, 
orientándose el primer ciclo a generar competencias y desarrollo intelectual como el de aptitudes, 
habilidades y destrezas al impartir conocimientos técnicos necesarios para el desempeño laboral 
en una actividad, en áreas específicas de los sectores productivo y de servicios, que conducirá al 





La formación técnica profesional comprende tareas relacionadas con actividades técnicas que 
pueden realizarse autónomamente, habilitando para comportar responsabilidades de 
programación y coordinación.  
 
El segundo ciclo, ofrecerá una formación básica común, que se fundamente y apropie de los 
conocimientos científicos y la comprensión teórica para la formación de un pensamiento 
innovador e inteligente, con capacidad de diseñar, construir, ejecutar, controlar, transformar y 
operar los medios y procesos que han de favorecer la acción del hombre en la solución de 
problemas que demandan los sectores productivos y de servicios del país. La formación 
tecnológica comprende el desarrollo de responsabilidades de concepción, dirección y gestión de 
conformidad con la especificidad del programa, y conducirá al título de “Tecnólogo en el área 
respectiva”. 
 
El tercer ciclo, complementará el segundo ciclo, en la respectiva área del conocimiento, de forma 
coherente, con la fundamentación teórica y la propuesta metodológica de la profesión, y debe 
hacer explícitos los principios y propósitos que la orientan desde una perspectiva integral, 
considerando, entre otros aspectos, las características y competencias que se espera posea el 
futuro profesional. Este ciclo permite el ejercicio autónomo de actividades profesionales de alto 
nivel, e implica el dominio de conocimientos científicos y técnicos y conducirá al título de 
“Profesional en…”. 
 
La implementación de la flexibilización en educación superior facilitó en gran parte la igualdad 
de acceso a las oportunidades formativas, la existencia de sistemas de transferencia y la 
valoración de estudios parciales, lo que dio inicio a la movilidad educativa entre las instituciones 










- Ley 30 de 1992, por la cual se organiza el Servicio Público de Educación Superior. 
 
- Ley 749 del 19 de julio de 2002, por la cual se organiza el servicio público de la educación 
superior en las modalidades de formación técnica profesional y tecnológica, contemplando 
por parte de estas instituciones una formación por ciclos propedéuticos en las áreas de las 
ingenierías, la tecnológica de la información y la administración. En el artículo 15 se definen 
los requisitos o criterios de evaluación.  
 
- Ley 1188 de 2008, por la cual se regula el registro calificado de programas de Educación 
Superior. Amplía la posibilidad de formación por ciclos a todas las áreas del conocimiento, 
en el artículo 5 señala: "Todas las instituciones de Educación Superior podrán ofrecer 
programas académicos por ciclos propedéuticos hasta el nivel profesional en todos los 
campos y áreas del conocimiento dando cumplimiento a las condiciones de calidad previstas 
en la presente ley y ajustando las mismas a los diferentes niveles, modalidades y 
metodologías educativas". Si bien se observa, la norma señala que el ofrecimiento de 
programas en educación superior por ciclos propedéuticos puede darse en todos los campos y 
áreas del conocimiento, la sala de Evaluación de Trámites Institucionales de la Conaces 
emite concepto respecto de la viabilidad de la propuesta, toda vez que en Colombia no todos 
los campos del conocimiento sus programas pueden ser ofertados por ciclos propedéuticos, 
para el caso cito, Medicina, Contaduría, Derecho, filosofía, etc.   
 
- Resolución 2590 de 2012, por medio de la cual se define el valor y se ordena el recaudo de 
unas tarifas. Específicamente para la solicitud de redefinición para el ofrecimiento de 
programas por ciclos propedéuticos la tarifa corresponde a 9 salarios mínimos mensuales 
legales vigentes. 
 
- Decreto 1075 de 2015 (derogó el Decreto 2216 de 2003, recogiéndolo en su integridad), en 
sus artículos 2.5.1.1.1 y siguientes, define lo que es la redefinición institucional, establece los 
requisitos para la redefinición y el cambio de carácter académico de las instituciones técnicas 





- Igualmente, es procedente tenerse en cuenta lo referido en esta disposición en los  artículos  
2.5.3.2.2.1. y siguientes, concerniente a las condiciones de calidad para el otorgamiento del 
registro calificado de los programas de educación superior, por cuanto contemplan criterios 
que son fundamentales en el estudio de los requisitos para la solicitud de redefinición 
institucional. (El contenido de este articulado es vital tenerlo en cuenta en todos los trámites 
institucionales). 
 
Requisitos para la redefinición institucional de las instituciones técnicas profesionales y 
tecnológicas  
 
La Ley 749 de 2002 en sus artículos 15 y 18 y el Decreto 1075 de 2015 en sus artículos 2.5.1.1.1 
y siguientes, señalan los requisitos y criterios de evaluación para la redefinición institucional, los 
cuales son:  
 
 a) Formulación clara de su misión institucional, de manera coherente y pertinente de 
conformidad con lo señalado por los artículos primero, segundo y tercero de la Ley 749 de 2002 
o del nuevo carácter académico en los términos de la Ley 30 de 1992; 
 
b) Proyecto Educativo Institucional: Como referencia fundamental a los procesos de toma de 
decisiones en materia de docencia, extensión, investigación y cooperación internacional, que 
incorpore estrategias para el fomento de la formación integral en el contexto del saber técnico, 
tecnológico y profesional, que exprese la preocupación por construir comunidad académica en 
un ambiente adecuado de bienestar; 
 
c) Existencia de políticas académicas que integren en el proceso formativo la docencia, la 
investigación y la extensión; 
 
d) Diseños de currículos coherentes con la debida pertinencia social y académica; 
 
e) Estructura físico académica adecuada que le dé identidad a la institución con la observancia de 




f) Recursos de apoyo académicos suficientes, adecuados y pertinentes con la naturaleza de los 
programas y los avances tecnológicos modernos; 
 
g) Consolidación financiera en lo relativo a la conformación de su patrimonio y a su 
administración; 
 
h) Organización académica y administrativa dentro de los principios de eficiencia, eficacia y 
economía; 
 
i) Procesos de autoevaluación y autorregulación permanentes; 
 
j) Proyección del desarrollo institucional a través de un plan estratégico a corto y mediano plazo. 
 
Así mismo, es de tener en cuenta que para la solicitud de ratificación de reforma estatutaria para 
la redefinición, el rector o representante legal de la institución de educación superior, o su 
apoderado, deberán adjuntar a dicho solicitud:  
1. El acta o actas donde conste la reforma estatutaria realizada por el órgano competente. 
2. Copia del estatuto general reformado, presentado en un solo cuerpo. Debe contener 
expresamente la adopción de la formación por ciclos propedéuticos. 
 
Duración del proceso 
 
En virtud de lo dispuesto en la norma este proceso no podrá exceder de diez y ocho meses, 
contado a partir del momento de la radicación completa de la documentación en el Ministerio de 
Educación Nacional a través del SACES. Cumplido este término sin que se haya decidido sobre 
la solicitud, se configurará el silencio administrativo positivo, y causal de mala conducta por el 
incumplimiento de su deber funcional, para los servidores públicos que debieron impulsar y 











La Ley define que el cambio de carácter académico “es un proceso institucional integral de 
reforma estatutaria, académica y administrativa mediante el cual una institución de educación 
superior de carácter técnico profesional puede convertirse en institución tecnológica, institución 
universitaria o escuela tecnológica y una institución tecnológica puede convertirse en escuela 
tecnológica o institución universitaria” (Decreto 1075 de 2015, art. 2.5.1.2.1.). 
 
Recordemos que el carácter es lo que marca el perfil o la vocación en el quehacer académico de 
una Institución de Educación Superior (IES), en ese orden, la adopción de una reforma 
estatutaria, académica y administrativa conducente al cambio de carácter académico, implica un 
proceso de transformación al interior de la institución que conlleva el desarrollo de actividades 
de manera articulada tendientes a consolidar la institución en su nueva condición académica, 
debiéndose adelantar acorde con lo que establecen la Ley 30 de 1992, Ley 749 de 2002 y el 




El cambio de carácter académico se rige por la siguiente normativa de educación superior en 
Colombia: 
 
Ley 30 de 1992, por la cual se organiza el servicio público de la Educación Superior. 
 
Ley 115 de 1994, por la que se expide la ley general de educación, particularmente en relación 
con el carácter de las Instituciones Tecnológicas.  
 
Ley 749 de 2002, por la cual se organiza el servicio público de la educación superior en las 
modalidades de formación técnica profesional y tecnológica y se dictan otras disposiciones, 




Decreto 1075 de 2015, por el cual se establecen los requisitos para la redefinición y el cambio de 
carácter académico de las instituciones técnicas profesionales y tecnológicas, públicas y 
privadas, y se dictan otras disposiciones. 
 
Resolución 2590 de 2012, por medio de la cual se define el valor y se ordena el recaudo de unas 
tarifas. Para el caso del trámite de cambio de carácter académico se establece la tarifa de 50 
salarios mínimos mensuales legales vigentes. 
 
Adicionalmente, las siguientes disposiciones, si bien no rigen el trámite específicamente, deben 
tenerse en cuenta por cuanto son normas que también hacen parte del nivel de educación superior 
y los aspectos que contemplan guardan relación con los requisitos para el trámite:   
 
Ley 1188 de 2008, por la cual se regula el registro calificado de programas de educación superior 
y se dictan otras disposiciones. 
 
Decreto 1075 de 2015, específicamente los artículos 2.5.3.2.2.1. y 2.5.3.2.2.2, referidos a las 
condiciones de calidad para el otorgamiento del registro calificado para la oferta y desarrollo de 




Los requisitos para el cambio de carácter académico se encuentran señalados en el artículo 15 de 
la Ley 749, y en el artículo del Decreto 1075 de 2015 así:  
 
a) Formulación clara de su misión institucional, de manera coherente y pertinente de 
conformidad con lo señalado por los artículos primero, segundo y tercero de la presente ley o del 
nuevo carácter académico en los términos de la Ley 30 de 1992; 
b) Proyecto Educativo Institucional: Como referencia fundamental a los procesos de toma de 
decisiones en materia de docencia, extensión, investigación y cooperación internacional, que 




tecnológico y profesional, que exprese la preocupación por construir comunidad académica en 
un ambiente adecuado de bienestar; 
 
c) Existencia de políticas académicas que integren en el proceso formativo la docencia, la 
investigación y la extensión; 
 
d) Diseños de currículos coherentes con la debida pertinencia social y académica; 
 
e) Estructura físico académica adecuada que le dé identidad a la institución con la observancia de 
criterios de calidad; 
 
f) Recursos de apoyo académicos suficientes, adecuados y pertinentes con la naturaleza de los 
programas y los avances tecnológicos modernos; 
 
g) Consolidación financiera en lo relativo a la conformación de su patrimonio y a su 
administración; 
 
h) Organización académica y administrativa dentro de los principios de eficiencia, eficacia y 
economía; 
 
i) Procesos de autoevaluación y autorregulación permanentes; 
 
j) Proyección del desarrollo institucional a través de un plan estratégico a corto y mediano plazo. 
 
Además de los requisitos citados, el artículo 2.5.1.2.2 del Decreto 1075 de 2015 señala que las 
instituciones técnicas profesionales y tecnológicas, públicas o privadas, que decidan cambiar de 
carácter académico deberán cumplir con los siguientes:  
 
1. Contar con los reglamentos estudiantil y docente, ajustados al carácter académico solicitado. 





2. Tener definidas políticas y programas para la interacción con el entorno. 
 
3. El Plan de Desarrollo Institucional deberá incluir la proyección del desarrollo académico, 
investigativo, administrativo, económico y financiero de la institución. 
 
Duración del proceso 
 
El proceso de verificación de requisitos para el cambio de carácter de las instituciones técnicas 
profesionales y tecnológicas, no podrá exceder de diez y ocho meses, contado a partir del 
momento de la radicación completa de la documentación en el Ministerio de Educación Nacional 
a través del SACES. Cumplido este término sin que se haya decidido sobre la solicitud, se 
configurará el silencio administrativo positivo, y causal de mala conducta por el incumplimiento 
de su deber funcional, para los servidores públicos que debieron impulsar y decidir el proceso. 
 
3. Solicitud de reconocimiento como universidad de una institución universitaria o escuela 




Como se citó, el carácter académico de universidad es el más alto de las diferentes clases de IES 
en Colombia. El trámite de reconocimiento como universidad solamente lo pueden solicitar las 
IES con carácter académico de institución universitaria o escuela tecnológica que cumplan los 
requisitos señalados en el artículo 20 de la ley 30 de 1992, que se encuentran desarrollados en el 
Decreto 1075 de 2015.   
 
Las universidades son aquellas que acreditan su desempeño con criterio de universalidad en las 
siguientes actividades: la investigación científica o tecnológica, la formación académica en 
profesiones o disciplinas y la producción, desarrollo y transmisión del conocimiento y de la 








El reconocimiento como universidad es un proceso que se rige por la siguiente normativa de 
educación superior en Colombia: 
 
Ley 30 de 1992, por la cual se organiza el servicio público de la Educación Superior. 
 
Ley 749 de 2002, por la cual se organiza el servicio público de la educación superior en las 
modalidades de formación técnica profesional y tecnológica y se dictan otras disposiciones, 
particularmente artículos 16 y 19.  
 
Decreto 1075 de 2015, por el cual se establecen los requisitos para el reconocimiento como 
universidad (arts.  2.5.2.1. y 2.5.2.2.). 
 
Resolución 2590 de 2012, por medio de la cual se define el valor y se ordena el recaudo de unas 
tarifas. Para el caso del trámite de reconocimiento como universidad se establece la tarifa de 50 
salarios mínimos mensuales legales vigentes. 
 
Adicionalmente, las siguientes disposiciones, si bien no rigen el trámite específicamente, deben 
tenerse en cuenta por cuanto son normas que también hacen parte del nivel de educación superior 
y los aspectos que contemplan guardan relación con los requisitos para el trámite:   
 
Ley 1188 de 2008, por la cual se regula el registro calificado de programas de educación superior 
y se dictan otras disposiciones. 
 
Decreto 1075 de 2015, específicamente los artículos 2.5.3.2.2.1. y 2.5.3.2.2.2, referidos a las 
condiciones de calidad para el otorgamiento del registro calificado para la oferta y desarrollo de 






Los requisitos se encuentran señalados en el artículo 20 de la Ley 30 de 1992, el artículo 19 de la 
Ley 749 de 2002, y los artículos 2.5.2.1. y 2.5.2.2. Del Decreto 1075 de 2015 así: 
 
1. Haber elaborado un proyecto educativo que desarrolle al menos los siguientes elementos: 
- La producción, desarrollo y transmisión del conocimiento y de la cultura nacional y 
universal. 
- Los programas académicos y los procesos administrativos deben ser coherentes con la misión 
y vocación que identifique la naturaleza, el quehacer y las metas institucionales. 
- Una estructura orgánica que garantice el desarrollo académico y administrativo y que incluya 
procedimientos de autoevaluación permanente, conducentes al logro de la misión y de sus 
metas. 
- Un plan continúo de investigación científica y tecnológica que incluya proyectos concretos, 
recursos humanos calificados e infraestructura académica y física. 
 
2. Soportar el proyecto educativo institucional en los siguientes fundamentos pedagógicos y 
administrativos: 
- Contar con un número suficiente de profesores con dedicación de 40 horas por semana y 
con formación de posgrado de acuerdo con las experiencias para cada programa 
académico y que reúnan adicionalmente los requisitos señalados por cada institución para 
desempañarse en los campos de la técnica, el arte o las humanidades.  
- Ofrecer al menos tres programas en diferentes campos de acción de la educación superior 
y un programa de Ciencias Básicas que les sirva de apoyo. 
- Acreditar experiencia en investigación. 
- Disponer de infraestructura adecuada que garantice un desarrollo institucional de calidad. 
- Proponer programas de extensión que se adecuen al artículo 120 de la Ley 30 de 1992. 
- Contar con programas de publicaciones para la proyección de la Universidad que 
contenga, entre otros aspectos, la divulgación de su investigación. 
- Brindar planes y programas de bienestar universitario acorde con las políticas que se 





- Demostrar capacidad económica y financiera que garantice el desarrollo de los planes y 
programas académicos, administrativos, investigativos, de publicaciones y de extensión. 
 
Duración del trámite 
 
De conformidad con lo dispuesto en el parágrafo del artículo 16 de la ley 749 de 2002, este 
procedimiento no podrá exceder de veinticuatro (24) meses, contados a partir del momento de la 
radicación completa. 
 





Las seccionales se constituyen como una unidad o unidad organizacional o dependencia de una 
institución de educación superior con igual razón social, autorizada por el Gobierno Nacional 
para el funcionamiento en una región del país diferente a su domicilio principal (Instituto 
Colombiano para el Fomento de la Educación Superior, 2003).  
 
Para el establecimiento de las seccionales necesariamente debe estar contemplada tal facultad en 
los estatutos vigentes de la IES.  
 
Marco legal y normativo 
 
Este proceso se rige por la siguiente normativa de educación superior en Colombia: 
 
Ley 30 de 1992, por la cual se organiza el servicio público de la Educación Superior. 
 
Ley 115 de 1994, por la que se expide la ley general de educación, particularmente en relación 





Ley 749 de 2002, por la cual se organiza el servicio público de la educación superior en las 
modalidades de formación técnica profesional y tecnológica y se dictan otras disposiciones, 
particularmente en el capítulo III.  
 
Decreto 1075 de 2015, específicamente los artículos referidos a los requisitos para la  creación de 
seccionales. 
 
Resolución 2590 de 2012, por medio de la cual se define el valor y se ordena el recaudo de unas 
tarifas. Para el caso del trámite de cambio de carácter académico se establece la tarifa de 37 
salarios mínimos mensuales legales vigentes. 
 
Adicionalmente, las siguientes disposiciones, si bien no rigen el trámite específicamente, deben 
tenerse en cuenta por cuanto son normas que también hacen parte del nivel de educación superior 
y los aspectos que contemplan guardan relación con los requisitos para el trámite:   
 
Ley 1188 de 2008, por la cual se regula el registro calificado de programas de educación superior 
y se dictan otras disposiciones. 
 
Decreto 1075 de 2015, específicamente los artículos 2.5.3.2.2.1. y 2.5.3.2.2.2, referidos a las 
condiciones de calidad para el otorgamiento del registro calificado para la oferta y desarrollo de 




Los requisitos para la creación de seccionales se señalan en el artículo 2.5.5.3.2. del Decreto 
1075 de 2015, que expresamente remite a los artículos 2.5.5.1.6. y 2.5.5.1.7 ibídem, que 
conciernen a la presentación del estudio de factibilidad con los aspectos allí citados y de otros 
requisitos contemplados en el artículo 100 de la Ley 30 de 1992.  
Además, deberá demostrar consolidación en los aspectos calidad académica, desarrollo físico, 





ANEXO 4. SISTEMA DE ASEGURAMIENTO DE LA CALIDAD DE LA EDUCACIÓN 
SUPERIOR EN COLOMBIA 
 
En este aparte me referiré a la actual conformación del sistema de aseguramiento de la Calidad 
de la Educación Superior en Colombia. Para ello, se presenta algunos conceptos, que se acercan 




Precisar el concepto de calidad de la educación superior, no es un asunto sencillo, se constituye 
mejor en un término relativo que se define dependiendo el enfoque y los criterios que se asuman 
para su evaluación, no obstante, debe tenerse en cuenta que  
 
(…) todo sistema de educación superior debe garantizar a su sociedad, que, sin 
excepción, todas las instituciones educativas y sus programas cuentan con 
condiciones de calidad acordes a estándares nacionales y referentes internacionales. 
De igual manera, que en todas las instituciones existen mecanismos que permiten 
asegurar y mejorar continuamente la calidad en todas sus actividades y que la 
búsqueda de la excelencia, desde la orientación y el papel particular de cada 
institución, es un imperativo misional. Estos son los puntos centrales de un Sistema 
de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior. (Ministerio de Educación 
Nacional, 2013).  
 
El Consejo Nacional de Acreditación (CNA), define el término de la calidad, fundamental para la 
construcción de los Lineamientos para la Acreditación Institucional así:   
El concepto de calidad aplicado al bien público de la educación superior hace 
referencia a la síntesis de características que permiten reconocer un programa 
académico específico o una institución de determinado tipo y hacer un juicio sobre la 
distancia relativa entre el modo como en esa institución o en ese programa 





Una institución es de calidad en la medida en que haga efectivo su proyecto 
educativo, en la medida en que se aproxime al ideal que le corresponde, tanto en 
relación con sus aspectos universales, como con el tipo de institución al que 
pertenece. La calidad, así entendida, supone el esfuerzo continuo de las instituciones 
por cumplir en forma responsable con las exigencias propias de cada una de sus 
funciones. (2015). 
 
Una conceptualización general presentada por el Ministerio de Educación Nacional, define el 
aseguramiento de la calidad como el conjunto de acciones desarrolladas por los diferentes 
actores de la educación, que buscan promover, gestionar y mejorar permanentemente la calidad 
de las instituciones y programas de educación superior y su impacto en la formación de los 
estudiantes. 
 
Como se observa, el concepto de calidad, es sumamente amplio, y para el caso de las 
instituciones de educación superior, se encuentra implícita en esa calidad, la misión para la cual 
han sido creadas, que debe estar enfocada a la prestación de un servicio educativo con calidad, 
comprendiendo entre otros aspectos, los relacionados con la calidad de la institución, de sus 
programas, del desempeño del estudiante, del egresado, de las estrategias para la permanencia en 
educación superior, de los procesos de inserción laboral, entre otros.  
 
A su vez, la prestación del servicio educativo por parte de una institución de educación superior 
en condiciones de calidad implica ciertas características generales que deberían estar 
expresamente señaladas desde su notas constitutivas, entre otras: (i) una misión y visión 
enmarcadas en principios corporativos, prospectivos, proyectadas para  atender una cobertura 
con calidad y equidad frente al sistema, (ii) un proyecto educativo institucional, que entre otros 
contemple planes a corto, mediano y largo plazo sobre la proyección y sostenibilidad de la 
institución, (iii) un diseño de una estructura funcional, que contemple procesos de 
autoevaluación institucional y mejoramiento continuo en el desempeño académico, 
administrativo y financiero, (iv) la proyección de una infraestructura física a corto, mediano y 
largo plazo, (v)la proyección de planes de acción de vinculación con el sector productivo, (vi) el 




incorporarlas en los procesos de enseñanza y aprendizaje, (viii) la proyección de la investigación 
enfocada a la dinámica del desarrollo social, (ix) actividades dirigidas a la proyección social, y 
(x) diseño de estrategias para fortalecer la permanencia de sus estudiantes.  
 
La evaluación de los citados criterios hace parte del concepto “calidad de la educación superior”, 
e implican una interpretación respecto del desempeño de las instituciones y de sus programas en 
el contexto social, económico, político y ambiental.  
 
En el tema educativo, dada la importancia que tiene la educación superior en el desarrollo 
socioeconómico de un país, siempre ha existido la preocupación acerca de la mejor manera para 
garantizar la calidad del sistema de educación superior, de sus instituciones y de sus programas. 
 
Para brindar garantías en los temas de evaluación, certificación y acreditación de la calidad de la 
educación superior en Colombia, se creó dentro del sistema  educativo, el denominado Sistema 
de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, el cual se construye desde las 
instituciones de educación superior, los docentes, los estudiantes, el personal administrativo que 
labora en ellas, los gremios académicos,  los pares académicos, los científicos que realizan 
aportes al área educativa y los organismos que tienen una función de asesoría para el Ministerio 
de Educación Nacional, cuya tarea principal está dirigida a la evaluación de las condiciones de 
calidad establecidas en el ordenamiento legal  para programas e instituciones de educación 
superior.  
 
El proceso de evaluación de la calidad de la educación superior comprende todos los trámites 
que se cumplen, desde el referido a la creación de las instituciones de educación superior, 
seccionales, así como sus transformaciones, y los relativos al otorgamiento, renovación y 
modificación del registro calificado de los programas académicos. 
 
Como resultado de diferentes estudios por parte del Ministerio de Educación Nacional,  el 
Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior adquiere fortaleza y encuentra 
su base fundamental en los procesos de autoevaluación que las mismas instituciones de 




plano institucional y de las condiciones de calidad para obtener el registro calificado de los 
programas, las cuales van avanzando con los procesos de acreditación de programas y de 
acreditación institucional, que se lideran desde las mismas instituciones que voluntariamente se 
acogen a ella. 
 
Lo importante aquí es señalar que el sistema de aseguramiento de la calidad de la educación 
superior colombiano, con el fin de promover y mejorar permanentemente la calidad de las 
instituciones y programas de este nivel, siempre se ha visto y se verá enfrentado a grandes retos 
en el tema de calidad, el cual encierra aspectos  complejos, como definir cuál será la mejor 
manera de garantizar la calidad de las instituciones, de los programas y de los sistemas que 
conforman el nivel de educación superior, por lo que se pretende que sus principales objetivos 
(como lo señala el Ministerio de Educación Nacional en su página institucional),  se orienten a 
brindar garantías en los temas de evaluación, certificación y acreditación de la calidad de la 
educación superior en Colombia, conllevando a que las instituciones de educación superior 
rindan cuentas ante la comunidad y el Estado sobre el servicio educativo que prestan, 
suministren información segura y veraz respecto de este y se adelanten autoevaluaciones 
permanentes de instituciones y programas académicos en el contexto de medir su calidad y 
evaluar sus resultados.  
 
Componentes del sistema de aseguramiento de la calidad 
 
Con las notas previas, referidas de manera general al concepto de aseguramiento de la calidad en 
Colombia, me enfocaré en su conformación, que como se ha citado, hacen parte de este los 
organismos, acciones y estrategias para promover el mejoramiento permanente de la prestación 
del servicio educativo, desde el relacionado con el trámite de creación de instituciones de 
educación superior, sus transformaciones institucionales, el otorgamiento de registros calificados 
de los programas académicos, hasta el desempeño del egresado del sistema. 
 
De acuerdo a la información del Ministerio de Educación Nacional, el Sistema de Aseguramiento 
de la Calidad de la Educación en Colombia, está conformado por tres componentes o 




organismos que en atención a sus funciones, trabajando de manera articulada para el 
funcionamiento y mejoramiento del SACES. 
 
 
ANEXO 5. SISTEMAS DE INFORMACIÓN 
 
Los sistemas de información de la educación superior, de acuerdo a lo que aparece en la página 
del MEN, comprenden subcomponentes que compilan los datos correspondientes a la oferta 
académica, los procesos de evaluación, los planes de mejoramiento, los programas de fomento y 
la definición de políticas. 
 
La información reportada a través de estos subcomponentes es de obligatoria consulta para la 
elaboración de la propuesta de creación de una IES, específicamente, el marco de referencia del 
estudio de factibilidad socioeconómica que comprende el conjunto de situaciones que 
evidenciaran la pertinencia del proyecto para el entorno en el cual se va a adelantar, esto es, que 
el análisis debe demostrar las necesidades del entorno en el ámbito educativo, específicamente 
las de educación superior.  Estos son:  
 
a) El Sistema Nacional de Información de Educación Superior-SNIES: Creado de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 56 de la Ley 30 de 1992, con el objetivo fundamental de 
divulgar información para orientar a la comunidad sobre la calidad, cantidad y características 
de las instituciones de educación superior y programas del sistema.  
 
El SNIES se define como el conjunto de fuentes, procesos herramientas y usuarios que, 
articulados entre sí, posibilitan y facilitan la recopilación, divulgación y organización de la 
información sobre educación superior, relevante para la planeación, monitoreo, evaluación, 
asesoría, inspección y vigilancia del sector (Art. 2.5.3.8.1. Decreto 1075 de 2015). 
 
Como datos históricos relevantes se señala que en su momento, fue el ICFES quien 
emprendió las gestiones pertinentes para formular el diseño y llegar a la puesta en marcha del 




validación, entre ellos la Universidad Colegio Mayor del Rosario, con la participación de 
instituciones de educación superior en respuesta a la consulta efectuada, para el año 2002,  se 
logró unificar y normalizar la denominación de los programas ofrecidos en el país bajo una 
nomenclatura que facilitara su identificación, se  clasificaron de acuerdo con los Núcleos 
Básicos del Conocimiento –NBC, se normalizó la denominación de las áreas de 
conocimiento, se agruparon las instituciones de Educación Superior-IES por características 
similares para favorecer la calidad de la información y se realizó la revisión y estudio del 
estado del arte de las bases de datos existentes en el momento, en fin se avanzó formulándose 
un nuevo diseño estructural para el SNIES, en dos módulos principales: (i) Información 
Institucional, comprendiéndose datos referentes a la caracterización, financiación, 
reglamentación, matrículas y presupuesto de las IES y (ii) Información de los Programas, con 
datos básicos, perfiles, planes de estudios, registro de admisiones, valores de matrícula y 
convenios. 
 
Posteriormente, como parte de la estructura orgánica del Ministerio de Educación Nacional, 
el 8 de agosto de 2003 se crea el Viceministerio de Educación Superior y dentro de sus 
funciones se estableció la de dotar al sector educativo de un sistema de información.  
 
El 6 de junio de 2006 mediante la expedición del Decreto 1767 el Ministerio de Educación 
Nacional reglamenta el SNIES, definiéndolo como el conjunto de fuentes, procesos 
herramientas y usuarios que, articulados entre sí, posibilitan y facilitan la recopilación, 
divulgación y organización de la información sobre educación superior relevante para la 
planeación, monitoreo, evaluación, asesoría, inspección y vigilancia del sector. 
 
En el año 2007 se expide la Resolución 0626 y se inicia su implementación para buscar la 
articulación con otros sistemas de información de la educación. 
 
Durante el año 2008 se realiza la socialización masiva del Sistema Nacional de Información 





En 2009, buscando el mejoramiento del sistema se integran nuevos módulos: Información 
financiera, internacionalización, extensión y bienestar y se realiza la consolidación de la 
información de estudiantes uno a uno. 
 
En 2010 se expide la Resolución 1780 determinando la obligatoriedad para todas las 
Instituciones de educación superior para el reporte de información, se establecen fechas, 
responsabilidades, los contenidos del reporte y se dictan disposiciones relacionadas con la 
administración y disponibilidad de la información en el SNIES.  
 
En el año 2012 se efectúa el rediseño de las consultas en la página web del Ministerio de 
Educación Nacional lo que implicó la depuración de algunos campos de los diferentes 
módulos del sistema. 
 
El 5 de agosto de 2015 se expide la resolución Ministerial No. 12161, por la cual se dictan 
disposiciones relacionadas con la administración de la información en el Sistema Nacional de 
Información de la Educación Superior (SNIES) y se deroga la Resolución 1780 de 2010, 
actualmente vigente. Mediante dicha resolución el Ministerio de Educación Nacional 
determina la información que debe estar disponible por parte de las IES, establecer los 
mecanismos para su recolección y buscar articulación del Sistema Nacional de Información 
de la Educación Superior-SNIES, con los sistemas de otras entidades que sean relevantes 
para alcanzar los objetivos establecidos del SNIES. 
 
Este sistema de información compila y organiza información relevante sobre la educación 
superior, permite sacar datos, estadísticas e indicadores sobre instituciones y programas 
académicos autorizados por el Ministerio de Educación Nacional, presenta, para quienes 
desean continuar sus estudios académicos en el nivel de educación superior información de 
las instituciones y programas de este nivel.  Adicionalmente para mayor orientación, a través 
del portal al usuario: “Buscando carrera” se ayuda al usuario, principalmente a la población 





b) El Observatorio Laboral para la Educación (OLE): Compila una variedad de datos acerca del 
desempeño laboral de los egresados de educación superior en Colombia, como también, 
orientar políticas de educación, pertinencia y mejoramiento de la calidad de los programas y 
decisiones de los estudiantes frente a los estudios a seguir.  A través de este sistema se puede 
hacer el seguimiento a los graduados de las instituciones de educación superior, la 
información sobre sus condiciones laborales y cuáles son las tendencias de la demanda 
laboral en Colombia. Reúne información de la lista de graduados, referida con su perfil, 
condiciones laborales, información cualitativa de graduados e inventario de profesionales.  
 
Sus fuentes de información son las instituciones de Educación Superior, la Registraduría 
Nacional (para validar cédulas de ciudadanía), el Ministerio de la Protección Social y el 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 
 
c) Sistema de Prevención y Análisis de la Deserción en las Instituciones de Educación Superior-
SPADIES: Es una herramienta tecnológica creada para hacer el seguimiento a cada 
estudiante frente al problema de la deserción en educación superior, sacar estadísticas por 
diversos criterios sobre la deserción en las instituciones de educación superior, identificando 
los riesgos para cada estudiante el abandonar sus estudios y la evaluación de las estrategias 
para cada una de las circunstancias que influyen en la decisión de abandonar sus estudios. 
 
d) Sistema de Aseguramiento de la Calidad de Educación Superior- SACES: al cual me he 






ANEXO 6. CONSEJO NACIONAL DE EDUCACIÓN SUPERIOR (CESU) 
 
Es un ente de carácter técnico y administrativo, creado mediante los artículos 34 y 35 de la Ley 
30 de 1992, como un organismo del Gobierno Nacional vinculado al Ministerio de Educación 
Nacional, con funciones de coordinación, planificación, recomendación y asesoría, por lo que 
apoya al Ministerio de Educación Nacional en la consecución de los fines y propósitos del 
Sistema de Aseguramiento de la Calidad. 
 
Acorde con lo anterior, el Decreto 5012 de diciembre 28 de 2009
8
, en sus artículos 4° y 42, 
determina que es un órgano de asesoría y coordinación sectorial. 
 
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 35 de la citada Ley 30, está integrado por 
representantes de las comunidades académicas y científicas, del sector productivo del país y por 
algunos representantes de las instituciones oficiales que tienen que ver con el desarrollo del 
sector educativo en el nivel superior, así: 
 
 El Ministro de Educación Nacional, quien lo preside 
 El jefe del Departamento Nacional de Planeación 
 El rector de la Universidad Nacional de Colombia 
 El director del Fondo Colombiano de Investigaciones Científicas y Proyectos Especiales 
"Francisco José de Caldas" Colciencias 
 Un rector de la universidad estatal u oficial 
 Dos rectores de universidades privadas 
 Un rector de universidad de economía solidaria 
 Un rector de una institución universitaria o escuela tecnológica, estatal u oficial 
 Un rector de institución técnica profesional estatal u oficial 
 Dos representantes del sector productivo 
 Un representante de la comunidad académica de universidad estatal u oficial 
                                                          
8
  Decreto 5012 de diciembre 28 de 2009, por el cual se modifica la estructura del Ministerio de Educación 




 Un profesor universitario 
 Un estudiante de los últimos años de universidad, y 
 El director del Instituto Colombiano para el Fomento de la Educación Superior, Icfes, con 
voz pero sin voto. (Hoy: Instituto Colombiano para la Evaluación de la Educación 
ICFES).  
 
Respecto de sus funciones, el artículo 36 de la Ley 30 señala que son funciones del Consejo 
Nacional de Educación Superior (CESU) proponer al Gobierno Nacional: 
 
a) Políticas y planes para la marcha de la Educación Superior. 
b) La reglamentación y procedimientos para:  
1. Organizar el Sistema de Acreditación. 
2. Organizar el Sistema Nacional de Información. 
3. Organizar los exámenes de estado. 
4. Establecer las pautas sobre la nomenclatura de títulos. 
5. La creación de las instituciones de Educación Superior. 
6. Establecer los requisitos de creación y funcionamiento de los programas académicos. 
c) La suspensión de las personerías jurídicas otorgadas a las instituciones de Educación Superior. 
d) Los mecanismos para evaluar la calidad académica de las instituciones de Educación Superior 
y de sus programas. 
e) Su propio reglamento de funcionamiento. 
f) Las funciones que considere pertinentes en desarrollo de la presente Ley. 
 
Si bien se determinan en el artículo 36 de la Ley 30 de 1992, cabe señalar que en virtud del 
Decreto 1176 de 1996 el CESU se transformó en un organismo con funciones exclusivas de 
coordinación, planificación, recomendación y asesoría. La función que se le había asignado en la 
Ley 30 de 1992, correspondiente a emitir concepto previo sobre algunas de las decisiones que 
competen al Ministerio de Educación Nacional fue asignada a la entonces Comisión Consultiva 




Nacional Intersectorial de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior – Conaces que 
fue creada mediante Decreto 2230 de 2003, ya derogado.  
 
 
ANEXO 7. CONSEJO NACIONAL DE ACREDITACIÓN (CNA) 
 
Creado por la Ley 30 de 1992 como un organismo académico. Mediante artículo 53 de la Ley 30 
de 1992 se crea el Sistema Nacional de Acreditación para las instituciones de Educación 
Superior siendo su objetivo el de “garantizar a la sociedad que las Instituciones de Educación 
Superior, que hacen parte del Sistema, cumplen con los más altos requisitos de calidad y realizan 
sus propósitos y objetivos”, para lo cual se contará con el Consejo Nacional de Acreditación.  
 
El Consejo Nacional de Educación Superior (CESU), como órgano asesor del Ministerio de 
Educación Nacional, es quien determina la reglamentación, integración y funciones del CNA. 
Como evolución normativa se resalta:  
 
 Mediante Decreto 2904 del 31 de diciembre de 1994 del CESU, se definió lo que es 
acreditación, entendiéndose como “el acto por el cual el Estado adopta y hace público 
el reconocimiento que los pares académicos hacen de la comprobación que efectúa 
una institución sobre la calidad de sus programas académicos, su organización y 
funcionamiento y el cumplimiento de su función social”. 
 Por Acuerdo 06 del 14 de diciembre de 1995 del CESU se fijaron las políticas 
generales de acreditación: (i) Fundamento del Proceso Nacional de Acreditación. (ii) 
Características de los Procesos de Autoevaluación y Acreditación. (iii) Agentes de la 
Acreditación y (iv) Como deberá efectuarse el Proceso Nacional de Acreditación y 
sus componentes.  
 Por Acuerdo 01 del 2000 del CESU (subrogado por el Acuerdo No. 02 de 2005 del 
CESU). Se señala que el Consejo Nacional de Acreditación es un organismo de 




profesionales, con prestancia nacional e internacional. Se determina el reglamento, 
integración y las funciones del Consejo Nacional de Acreditación. 
 
Como características importantes de la acreditación, se señala que puede ser institucional 
(evaluada toda la institución), o sobre programas (programas específicos en funcionamiento); es 
de carácter voluntario y temporal (se otorga por un promedio entre 4 y 10 años); el proceso 
evaluativo es de naturaleza académica, parte en un informe de autoevaluación del Programa o de 
la Institución como resultado de un proceso por parte de la Institución Educativa, 
complementado por la evaluación externa de pares, lo que incentiva por parte de las instituciones 
una cultura de evaluación permanente; propicia la idoneidad y la solidez de las instituciones que 
prestan el servicio público de educación superior; es un incentivo para que las instituciones 
verifiquen el cumplimiento de su misión, sus propósitos y sus objetivos en el marco de la 
Constitución y la Ley, y de acuerdo con sus propios estatutos. Se señala como su objetivo “ser un 
mecanismo para que las Instituciones de Educación Superior rindan cuentas ante la sociedad y el 
Estado sobre el servicio educativo que prestan.”  (Consejo Nacional de Acreditación CNA).  
 
Si bien el Estado ha promovido ciertos estímulos especiales que aplican a las instituciones que 
cuentan con acreditación institucional o a los programas acreditados. Se refieren a la exoneración 
del proceso de evaluación para crear y ofrecer en cualquier parte del territorio colombiano los 
programas académicos de pregrado y las especializaciones que sean pertinentes; esto no debe 
entenderse como una limitante para el ejercicio de su función de inspección y vigilancia al tener 




ANEXO 8. POLÍTICAS PÚBLICAS EN EDUCACIÓN SUPERIOR EN COLOMBIA 
 
La aplicación de las políticas públicas en educación ha tenido un tímido desarrollo práctico y 
teórico en cuanto a su aplicación en Colombia. Es a partir de la Constitución Política de 1991, 
que la toma de decisiones, la formulación y aplicación de las políticas públicas educativas que se 




a la sociedad y al gobierno. Aun cuando la educación quedó establecida en el primer aparte del 
artículo 67 superior como un derecho de la persona y un servicio público que tiene una función 
social, lo cual significa una obligación a cargo del Estado, su desarrollo ha estado impuesto por 
el Banco Mundial y otros organismos internacionales, los cuales buscando en todo momento 
beneficios económicos, implementan modelos de desarrollo que no van de acuerdo con las 
necesidades y requerimientos que exige la realidad social y política del país. Lo anterior ha 
dejado como consecuencia aspectos que van desde la privatización de este derecho hasta la 
trasformación de los elementos estructurales de la educación que afectan elementos importantes 
como la calidad y la competitividad.  
 
La política pública debe entenderse como el conjunto de respuestas que el Estado debe ofrecer a 
las demandas de la sociedad mediante la ejecución de normas, instituciones, bienes y servicios. 
En tal sentido, el Estado se convierte en principal protagonista para el desarrollo de todas 
aquellas actividades que se encaminen al cumplimiento de las necesidades que se presenten, por 
lo cual, las políticas públicas también hacen parte de las decisiones que tomen los gobiernos para 
establecer el diseño, la gestión y evaluación de lo que los gobiernos deben aportar a la 
comunidad.  
 
Colombia es un Estado Social de Derecho, y el propósito de las acciones que ejerza el gobierno, 
independientemente de su orientación política, deben garantizar la protección, el 
restablecimiento y la promoción de los derechos humanos. De esta manera las políticas públicas 
en educación superior deben establecerse y reconocerse dentro de la generación de condiciones 
reales y materiales que permitan el cumplimiento de las obligaciones y compromisos que haya 
adquirido el Estado con la comunidad para alcanzar el mejoramiento de la calidad de vida de 
todas las personas que pretendan acceder a este derecho. En este contexto, las políticas públicas 
en materia de educación deben constituirse en instrumentos de carácter político que aporten en la 
construcción de una sociedad más justa y equitativa. De otra parte es importante tener en cuenta 
que la acción del Estado obtiene forma de política pública para la educación al involucrar a todos 
los actores de la misma (estudiantes, maestros, instituciones académicas y demás integrantes de 
la sociedad civil) con los objetivos del Plan Nacional de Desarrollo que deben ser una  respuesta 




Tal y como lo establece el artículo primero de la Ley 30 de 1992, la educación superior debe ser 
un proceso permanente que posibilite el desarrollo de las potencialidades del ser humano de una 
manera integral que debe tener por objeto el pleno desarrollo de los alumnos y su formación 
académica o profesional. Dicha norma es sobre la cual se ha desarrollado la política pública en 
educación superior. En materia de financiación y promoción de programas y proyectos (Plan de 
Educación) se ha creado el Fondo de Desarrollo de la Educación Superior (Fodesep)9, el cual 
tiene dentro de sus funciones: servir como entidad promotora de financiamiento para proyectos 
específicos de las instituciones de Educación Superior y plantear y promover programas y 
proyectos económicos en concordancia con el desarrollo académico para beneficio de las 
instituciones de Educación Superior. 
 
La Ley 30 de 1992, en sus principios (desarrollados en los primeros cinco artículos) señala que la 
educación superior es un servicio de carácter público, cultural, inherente a la finalidad social del 
Estado, garantiza la autonomía universitaria y guarda por la calidad del servicio, a través de la 
inspección y vigilancia de la educación superior. También se precisa que la educación es 
accesible a quienes demuestren capacidades y cumplan con los requerimientos exigidos, 
profundiza en la formación integral, transmite conocimiento y presta un servicio con calidad.  
 
De acuerdo con el artículo 84 de la citada norma, el gasto público en la educación superior hace 
parte del gasto público social conforme se dispone en los artículos 350 y 366 de la Constitución 
Política, el esquema de financiación de las universidades oficiales está reglamentado en los 
artículos 86 y 87 de la Ley 30 de 1992, el artículo 86 ibídem, determina que los presupuestos de 
las universidades oficiales están constituidos por los aportes del presupuesto nacional para 
funcionamiento e inversión y por los recursos y rentas propias de cada institución. 
Consecuentemente, el artículo 87 establece que, adicionalmente a los recursos del artículo 86, “A 
partir del sexto año de la vigencia de la presente Ley, el Gobierno Nacional incrementará sus 
aportes para las universidades estatales u oficiales en un porcentaje no inferior al 30% del 
                                                          
9 Fodesep: el Fondo de Desarrollo de la Educación Superior (FODESEP), es una entidad de economía mixta, de derecho privado, sin ánimo de 
lucro, de interés social, organizada bajo los principios de la economía solidaria, creado por la ley 30 de 1992, y reglamentado por el Decreto 
2905 de 1994. Se rige por las anteriores disposiciones y por el acuerdo de voluntades contenido en el Estatuto, adoptado por los representantes 




incremento del Producto Interno Bruto. Este incremento se efectuará de conformidad con los 
objetivos previstos para el Sistema de Universidades Estatales u oficiales y en razón al 
mejoramiento de las instituciones que lo integran”. Así las cosas, se observa en teoría, que la 
responsabilidad legal del Estado para girar anualmente los recursos para financiamiento e 
inversión de las universidades estatales, es esencial para el cumplimiento de los planes y 
proyectos de educación superior. 
 
En este mismo orden, tratándose de los establecimientos públicos
10
, el Estado también tiene la 
responsabilidad legal de girar anualmente los recursos para financiamiento de estos, los cuales se 
distribuirán según el resultado de los indicadores de gestión de formación y bienestar para la 
vigencia inmediatamente anterior, conforme a los indicadores de resultados de formación (Irfor), 
de Bienestar (Irbie) y de municipios con baja participación en el total de la matrícula. Frente a 
esto, el “Acuerdo por lo Superior 2034”11 del Consejo Nacional de Educación Superior CESU12, 
desarrolla un proceso para la construcción de una política pública en este nivel, impulsando 
agendas y acciones de movilización para los diferentes actores sociales que participan en el 
mejoramiento de la educación superior. De la misma forma también se resalta el desarrollo en el 
objetivo de la propuesta de política pública, en donde se indica que Colombia debe mejorar de 
manera radical la calidad de sus instituciones y programas, acercar la ciencia, tecnología e 
investigación al país, pensar la educación desde las regiones, mejorar las condiciones de 
bienestar de profesores y estudiantes y asegurar la sostenibilidad financiera de las instituciones 
de educación superior.  
 
El Acuerdo, que fue presentado una vez se retiró la propuesta de reforma de la Ley 30 de 1992, 
es resultado de la participación e inclusión social, por lo que se espera que los gobiernos acojan 
                                                          
10 Establecimientos públicos: aquellas instituciones estatales u oficiales de educación superior que no tienen el carácter de universidad según lo 
previsto en la Ley 30 de 1992, se organizarán como establecimientos públicos del orden nacional, departamental, distrital o municipal.  
11 El Acuerdo por lo superior 2034 es una propuesta de política pública para la excelencia de la educación superior en Colombia en el escenario 
de la paz, elaborada por el Consejo Nacional de educación Superior (CESU). 
12 Consejo Nacional de Educación Superior (CESU), creado por la Ley 30 de 1992 (por la cual se organiza el servicio público de la educación 
superior) como un organismo colegiado con funciones de planificación, asesoría, coordinación y recomendación en el nivel de educación 





los postulados en los planes que aseguren la concreción de plan de acción derivado de los 
lineamientos presentados: proyectos de ley, documentos CONPES, planes de desarrollo 
nacionales, departamentales y municipales, procesos de integración regional, generación de 
diversos mecanismos de apoyo a la educación superior, planes de desarrollos de las IES, su 
financiación y reformas estatutarias, entre otros. En el mismo, se plantea en un periodo de 20 
años una proyección viable para ir introduciendo los cambios que definen las acciones 
prioritarias en el corto plazo (2014-2018), en el mediano (2018-2024) y en el largo plazo (2024-
2034), comprometiendo a cinco periodos de gobierno nacionales, departamentales y municipales, 
así como a varios periodos de gobiernos de las instituciones de educación superior. Para lo cual 
se pretende hacer una segunda etapa que comprenderá, entre otros, los cómo, los programas a 
desarrollar, los responsables y presupuesto. 
 
Frente a este tema, es relevante el “Acuerdo por lo Superior 2034” por cuanto pretende 
posicionar la educación superior como un elemento de transformación y movilidad social en un 
posible escenario de paz; para esto enumera los siguientes objetivos, los cuales se convierten, 
según este documento, en la propuesta de política pública para los próximos años:  
- Aumentar la cobertura con inclusión. 
- Mejorar radicalmente la calidad de las instituciones educativas y sus programas. 
- Acercar la ciencia, tecnología e investigación al país. 
- Pensar la educación desde las regiones. 
- Acabar las distancias entre la media, la superior y la formación para el trabajo. 
- Mejorar las condiciones de bienestar de profesores y estudiantes 
- Avanzar en las tendencias internacionales. 
- Diseñar un nuevo modelo de inspección y vigilancia. 
- Asegurar la sostenibilidad financiera de las instituciones de educación superior. 
 
Aun cuando se encuentran definidos los objetivos en el documento “Acuerdo por lo Superior”, 
no se observa, ni el plan estratégico ni el programa mediante el cual se va a desarrollar la política 
pública hacía el futuro, considerándose que el éxito de una política pública de educación superior 





A manera de ejemplo, para lograr una educación incluyente, es importante que desde ya se 
garantice el acceso a las minorías étnicas, raciales, población desplazada, y que esa educación 
sea para todas las modalidades de formación: técnica, tecnológica y universitaria. Igualmente, 
para alcanzar una educación superior de alta calidad, no es suficiente la propuesta de la creación 
de una Agencia Nacional de la Calidad, tal y como lo establece el documento, sino que es 
necesario articular otras actividades que pueden contribuir, tales como la inversión, la 
investigación y demás. Igualmente, la creación de una Agencia de Calidad en Educación, sin 
participación de estudiantes y profesores, y al margen de la realidad social y política del país, 
podría entenderse como una institución de carácter burocrático que al final se podría convertir en 
el ente delegado para la aplicación de las políticas del Banco Mundial o cualquier otro órgano 
internacional.   
 
La articulación de una nueva política para la educación superior en Colombia en el escenario de 
paz que se espera, hace necesario un análisis del país que se tiene y el país que se quiere. Lo 
anterior, para definir cuál debe ser la importancia de la educación superior para establecer un 
orden de prioridades a futuro y determinar los criterios de la política pública y la normativa 
necesaria para guiar el desarrollo de la educación superior colombiana en un posible ambiente de 
paz. 
 
En este punto es importante hacer referencia a los recursos del CREE particularmente para el 
tema de educación. El artículo 20 de la Ley 1607 de 2012 creó el CREE a partir del enero de 
2013, como el aporte con el que contribuyen las sociedades y personas jurídicas y asimiladas, 
contribuyentes declarantes del impuesto sobre la renta y complementarios, en beneficios de los 
trabajadores la generación de empleo y la inversión social.  
 
Mediante la citada norma en el parágrafo transitorio del artículo 24, adicionado por el artículo 18 
de la Ley 1739 de 2014, a su vez modificado por el artículo 136 de la Ley 1753 de 2015, se 
determina  la destinación específica de los recursos del impuesto sobre la renta para la equidad 
CREE que reciben las IES públicas (universidades estatales organizadas como entes 
universitarios autónomos y las IES técnicas profesionales y tecnológicas, organizadas como 




estos deben ser ejecutados por éstas, para el desarrollo efectivo del objeto señalado en la ley, y 
que deben ser aprobados por el Consejo Superior o el Consejo Directivo, según corresponda su 
carácter académico. Así mismo, reglamenta los criterios para la asignación y distribución de los 
recursos provenientes del CREE a partir del periodo gravable 2016. 
 
 
ANEXO 9. INCIDENCIA DEL BANCO MUNDIAL EN POLÍTICAS PÚBLICAS DE 
EDUCACIÓN SUPERIOR EN COLOMBIA 
 
Con la Constitución de 1991 se establece que Colombia es un estado Social de Derecho fundado 
en el respeto a la dignidad humana y en principios como la solidaridad y la prevalencia del 
interés general. Es importante destacar el alcance social en cuanto a la protección de derechos y 
garantías que implementó la carta política; sin embargo también se debe reconocer que en el 
aspecto económico no fue positivo el avance, puesto que autorizó la aplicación de las políticas 
económicas del neoliberalismo, que para el tema objeto de estudio, han permitido que las 
políticas públicas, no solamente en educación sino en otros asuntos sean impuestas y diseñadas a 
la manera que imponga el Banco Mundial o la organización que dé el crédito para desarrollarlas.  
 
El Banco Mundial es un organismo de la ONU cuyo propósito es brindar asistencia económica a 
los países en desarrollo para reducir su pobreza.  
 
Es una fuente crucial de asistencia financiera y técnica para los países en desarrollo 
de todo el mundo y ayuda a los Gobiernos de estos a luchar contra la pobreza 
suministrándoles el dinero y los conocimientos técnicos especializados necesarios 
para realizar una amplia variedad de proyectos en educación, salud, infraestructura, 
comunicaciones y reformas fiscales, entre muchos otros campos. (Primer apellido 
autor, año).  
 
La actividad de esta Institución es bastante cuestionada por cuanto ha implementado la 
aplicación de una economía de mercado, estimulando el capital privado en menoscabo del 




La actividad del Banco Mundial también ha sido criticada por la influencia de la 
política exterior estadounidense sobre sus decisiones, por preferir el “orden” frente a 
la democracia, apoyando más a gobiernos autoritarios que a los elegidos por el 
pueblo, por financiar políticas de control del crecimiento demográfico, por no 
adoptar medidas para paliar los problema generados por los desplazamientos 
involuntarios de población, o por no tener en cuenta los efectos sobre el medio 
ambiente de sus proyectos y programas de desarrollo”(Diccionario de Acción 
Humanitaria y Cooperación al Desarrollo, 2000). 
 
En observancia de las pautas del Banco Mundial frente a la educación, a comienzos del año 2000 
se presentó por parte del Ministerio de Educación el Plan Estratégico y el Plan de 
Reorganización del Sector Educativo, los cuales fueron coadyuvados por el Ministerio de 
Hacienda y el Departamento Nacional de Planeación. 
 
Bajo el pretexto de ‘racionalización’ y ‘aprovechamiento máximo de los recursos’, se 
inició la ampliación de la relación maestro – alumno, al precio de un verdadero 
hacinamiento en las aulas escolares, se extendieron los convenios de desempeño con 
los departamentos bajo el principio del ‘subsidio a la demanda’, se incrementó la 
cobertura, se fusionaron y cerraron instituciones, se suprimieron las direcciones de 
escuelas y se eliminó la repetición de grados. La mayoría de las prioridades trazadas 
por el banco fueron atendidas. (Atehortúa, A., 2012).  
 
En desarrollo de lo anterior, el Banco Mundial y la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económico –OCDE, presentaron de manera conjunta en el año 2012, un estudio 
titulado “Evaluaciones de Políticas Nacionales de Educación - La Educación Superior en 
Colombia 2012”13, documento en el cual presentan algunas recomendaciones en materia de 
estructura y gestión del sistema de la educación superior, de acceso y equidad, calidad y 
                                                          
13 El informe sobre las políticas de educación superior fue realizado en el marco del programa de trabajo de la Dirección de Educación de la 
OCDE, en colaboración con el Banco Mundial. Fue financiado por el Gobierno de Colombia y el Banco Mundial. El documento proporciona un 
análisis de los logros de la última década y los desafíos a los que se enfrenta Colombia en su intento por ofrecer un sistema de clase mundial a 
sus ciudadanos, a la luz del contexto económico, social y político del país. El informe plantea recomendaciones sobre el acceso y la equidad, la 




aseguramiento, internacionalización del sistema de educación universitaria, investigación y 
financiamiento. En líneas generales en ese estudio se plantean como fortalezas del sistema de 
educación superior colombiano: la reflexión de que es necesario una mejor y más justa educación 
superior, por lo que el aumento de cobertura debe ir acompañado de calidad, pertinencia y acceso 
equitativo; las mejores universidades están alcanzando estándares internacionales; el país posee 
un proveedor de educación útil y abierto a la empresa (SENA, ICETEX, ICFES), sistema 
pionero para seguimiento a la deserción (SPADIES), sistema de acreditación, sistema de ciclos 
propedéuticos.  
 
Como aspectos problemáticos se citan: “el rechazo de las propuestas de reforma” 
argumentándose que esto impide que el sistema de educación superior reciba nuevos recursos 
necesarios y bloquea otros cambios esenciales; la necesidad de abordar con urgencia la falta de 
“preparación para la universidad”; la desigualdad de distribución de los recursos públicos entre 
instituciones de educación superior, los niveles de inversión en investigación en innovación son 
muy bajos en comparación con los estándares internacionales; la internacionalización del sistema 
de educación superior se encuentra en una fase muy temprana.  
 
A su vez, se hace referencia a aspectos de financiamiento de la educación superior en Colombia, 
enfatizando en la movilización, uso y distribución de los recursos, partiendo de las siguientes 
preguntas: “¿Está invirtiendo Colombia lo suficiente en Educación Superior?”, “¿Se distribuyen 
los recursos públicos de una manera que fomente la innovación y los resultados?”, “¿Se están 
usando los recursos disponibles de manera efectiva?”. 
 
Por ser este documento una clara línea frente a la ejecución de la educación superior en el país 
propuesta por el Banco Mundial, es importante citar algunas de las recomendaciones que allí se 
presentan para hacer un análisis de la forma que inciden en la aplicación de las políticas públicas: 
 
Acceso y la equidad en la educación superior 
 
Perseguir con determinación el objetivo de lograr el 50% de cobertura bruta en la educación 




El gobierno debería plantearse introducir un 12 grado de escolaridad. Con el fin de hacer frente a 
la falta de preparación para la universidad de muchos colombianos, sobre todo cuando terminan 
la secundaria. Si esto se descarta debido al costo, el gobierno debería introducir un curso-puente 
entre la educación secundaria y la educación superior, para aquellos que aspiran a acceder a la 
superior. Los cursos-pasarela los podrían impartir las instituciones de educación superior, los 
institutos de secundaria, ambos en colaboración o nuevos institutos especiales para el 12 grado. 
Sería interesante plantear la introducción de grados vocacionales/grados básicos.  
 
Colombia debería además intensificar los esfuerzos para mejorar la calidad y la equidad de la 
educación secundaria y buscar la manera de proporcionar a los estudiantes de secundaria 
consejos independientes y personalizados y orientación en su elección de carrera de educación 
superior.  
 
Revisar y racionalizar las diferentes fuentes de financiación de las diversas instituciones de 
educación superior para evitar que las decisiones de los estudiantes se vean distorsionadas por 
diferencias injustificadas en la asequibilidad.  
 
Aumentar los recursos del ICETEX, idealmente para poder apoyar los planes del gobierno de 
ampliar el alcance de la educación superior con equidad, permitir que reciban ayudas todos los 
estudiantes con bajos ingresos que quieran y necesiten apoyo financiero para acceder a la 
educación superior, y limitar de forma significativa la deserción por motivos financieros. 
 
Mejorar la solidez y el alcance del sistema de aseguramiento de la calidad. Imponer requisitos 
mínimos elevados; centrar la atención en los resultados vinculando la evaluación de los alumnos 
al sistema de aseguramiento de la calidad; ofrecer a todas las instituciones incentivos para que 
mejoren de manera continua; y lograr el objetivo de alcanzar los estándares internacionales.  
 
Colombia debe tratar de conseguir que su sistema de educación superior pueda competir con los 






Haciendo un análisis general de las anteriores recomendaciones en torno al acceso a la educación 
superior, se puede observar que ellas se presentan de manera gradual y que cada una tiene 
relación con la que se presenta posteriormente. En ese orden de ideas, para el Banco Mundial es 
necesaria inicialmente, la implementación de un grado más a la secundaria para ir definiendo 
perfiles y profesiones que bajen el porcentaje de deserción escolar universitaria. Luego de esto es 
importante, más allá de garantizar la gratuidad de la educación, incentivar el acceso a la 
educación mediante la aprobación de créditos Icetex; y finalmente mejorar los sistemas de 
evaluación e internacionalizar los estándares de educación interna. 
 
Visión, estructura, gobernabilidad y gestión del sistema de educación superior en Colombia 
 
Debe presentarse una nueva propuesta para la reforma de la Ley 30 de 1992, después de un 
periodo de revisión y consultas adicionales con los grupos interesados. La reforma debe centrarse 
en aumentar la capacidad del sistema de educación superior colombiano para dar cabida a más 
estudiantes, así como mejorar la calidad de los resultados estudiantiles en relación con el 
aprendizaje, el índice de titulación y las perspectivas laborales.  
 
Debe revisarse, simplificarse y aclararse la jerarquía actual de los títulos y cualificaciones 
superiores. Deben establecerse pasarelas de acceso claras y transparentes a los programas y 
titulaciones de alto nivel en todo el sistema colombiano de educación superior. 
 
El Ministerio de Educación Nacional debe animar a las instituciones para que hagan un uso más 
creativo de los sistemas nacionales de datos, de modo que la toma de decisiones en todos los 
niveles del sistema de educación superior se fundamente más en datos confiables.  
 
De las recomendaciones para mejorar la estructura, gobernabilidad y gestión del sistema de 
educación superior en Colombia se podría dar una interpretación en el siguiente sentido: es claro 
que el objetivo del Banco en su propuesta de reforma a la Ley 30/1992, es aumentar y 
mercantilizar la educación por lo siguiente: por un lado, sugiere una mayor relevancia al aspecto 
cuantitativo frente al cualitativo. No existirá una mejora en la educación superior mientras se dé 




importante una educación con estándares e indicadores de medición sin tener en cuenta las 
necesidades básicas esenciales de la educación, es por esto que se pretende que las instituciones 
de educación superior midan la gerencia de la educación superior, en términos de eficiencia y 
eficacia, con indicadores de gestión claros que permitan alcanzar las metas de gobierno sobre la 
materia.  
 
Calidad y relevancia de la educación superior 
 
Continuar los esfuerzos para atraer a personal nuevo altamente idóneo y mejorar las 
cualificaciones del personal existente. Otras medidas recomendadas para contribuir a mejorar la 
calidad de la educación son: (i) estimular la observación de la educación entre pares y (ii) 
desarrollar indicadores de calidad de la educación, que deben incluirse en las evaluaciones de 
resultados de las instituciones de educación superior.   
 
Debería desarrollarse y aplicarse como prioridad un Marco Nacional de Cualificaciones (MNC) 
complementado con un sistema nacional de transferencia de créditos, para promover la 
movilidad de los estudiantes y crear puentes a través del sistema. 
  
Que Colombia se fije en las experiencias a nivel internacional para encontrar modelos eficaces y 
formas de implicar a las otras partes interesadas en la definición de los resultados del aprendizaje 
y en el diseño del MNC, especialmente a las IES privadas, que tienen más vínculos comerciales, 
y a las empresas.  
 
También se recomienda crear un centro nacional de reconocimiento de créditos para asesorar y 
promover la transferencia de créditos.  
 
Siguiendo la línea neoliberal de las políticas del Banco Mundial, las recomendaciones frente a 
calidad van en el mismo sentido que las de visión y estructura de la educación superior. Se sigue 
sugiriendo la estandarización de la educación. Por ello se propone unificar el método de 
enseñanza mediante la evaluación de créditos y adaptación de modelos extranjeros de educación 




estructurarse a partir de unas necesidades sociales concertadas, lo que implica previamente un 
ejercicio de reflexión y acción frente a nuestra situación actual para proyectar el futuro. La 
imposición de medidas internacionales de medición y calificación están tecnificando la 
educación sin tener en cuenta las competencias básicas de los alumnos. 
 
Internacionalización del sistema de educación superior en Colombia 
 
Los debates sobre política nacional y las propuestas de modificaciones legales deberán 
contemplar la dimensión internacional de la educación superior y la creación programas 
específicos para implementar políticas en este ámbito. 
 
El Ministerio de Educación Nacional debe desarrollar el sistema de aseguramiento de la calidad 
en aras a incentivar a las instituciones de educación superior a considerar la introducción de 
elementos internacionales en los planes de estudio de todos los programas académicos. 
 
El Ministerio de Educación Nacional debe encargar una evaluación externa del Programa 
Nacional de Bilingüismo con el fin de comprobar su efectividad, y definir un programa de acción 
con objetivos concretos y factibles para el dominio adecuado de un segundo idioma de todos los 
egresados de instituciones de educación superior.  
 
Las anteriores recomendaciones pueden ser efectivas siempre y cuando no se desvíen de la 
realidad social del país. De otra parte es importante que programas para el bilingüismo sean 
orientados inicialmente hacía la educación primaria y secundaria, para que una vez se llegue a la 
educación superior, lo que se realice sea un proceso continuo para la tecnificación y 




Aumentar los recursos invertidos en ciencia y tecnología en Colombia y que se incrementen los 




fuera de Bogotá. El gobierno debe evitar una dispersión excesiva de los recursos destinados a la 
investigación. 
 
Debe alentarse e incentivarse a los investigadores para que colaboren con las empresas privadas, 
pero teniendo en cuenta la innovación, tanto en las bajas como en las altas tecnologías. 
 
Teniendo en cuenta que la investigación es uno de los objetivos esenciales de la educación 
superior, los gobiernos deben entender que este asunto debe ser eje central de aplicación y 
desarrollo al formular las políticas públicas. Es importante que se invierta y estimule la 
investigación en otros centros de estudio diferentes a la Universidad Nacional, pero que esa tarea 
no se haga en detrimento del recorte a su presupuesto. De otra parte, puede ser útil para la 
economía de Colombia que desde la empresa privada se incentive a la investigación por cuanto 
en la mayoría de los casos la investigación se subsidia con recursos propios de las universidades. 
Lo anterior sería significativo si se entiende la vinculación de la universidad como una actividad 
productiva para el éxito laboral o empresarial de los estudiantes.  
 
Financiamiento de la educación superior en Colombia  
 
El Gobierno deberá evaluar cuidadosamente la necesidad de aumentar la financiación pública por 
razones tanto de equidad como de calidad, y explorar maneras de movilizar los recursos 
adicionales que se necesitan tanto a nivel nacional como regional.  
 
El Ministerio de Hacienda y el Ministerio de Educación Nacional deben poner en marcha la 
normativa y la capacidad de supervisión adecuada para asegurarse de que las instituciones 
privadas de educación superior gestionan sus recursos de acuerdo con unas prácticas contables 
transparentes y preparen informes financieros anuales sometidos a una auditoría independiente.  
 
El Ministerio de Educación Nacional debe motivar a las universidades públicas, a través de 
incentivos adecuados, para pasar gradualmente a titulaciones más cortas, siguiendo las 





El Ministerio de Educación Nacional debe designar una entidad externa para que revise los 
sistemas de control financiero de la educación superior colombiana, tanto en el ámbito nacional 
como institucional. 
 
El Banco Mundial, en consecuencia, con su esencia neoliberal siempre ha buscado reformas 
estructurales en materia económica, no solamente para las políticas públicas en educación, sino 
en todo su conjunto. En atención a lo anterior advirtió que “sin una reforma económica 
generalizada que tenga como objetivo promover la estabilidad macroeconómica, el libre 
comercio, un entorno propicio para las inversiones y mercados laborales efectivos, el valor 
económico de la educación terciaria pierde gran parte de su potencial” (Holm-Nielsen, Blom & 
García, 2003). No es más que la imposición de mecanismos de presión a través del sistema 
financiero mundial para la ejecución de políticas públicas.  
 
De las anteriores recomendaciones se pueden hacer los siguientes análisis de manera individual: 
 
Si bien no se ha realizado la reforma a la Ley 30 de 1992, que es necesaria, el MEN  en ejercicio 
de su función de inspección y vigilancia, con la expedición de la Ley 1740 de 2014, ha 
establecido mecanismos que aseguran que los recursos de la educación superior tanto en IES 
públicas como privadas, se conserven y se apliquen debidamente, podría darse la propuesta para 
crearse un organismo que tenga la calidad de superintendencia de educación para que vigile las 
instituciones de educación superior y evitar que se presenten casos como el recientemente de la 
Fundación Universidad San Martín, en donde se ha venido evidenciando desvíos de recursos por 
conceptos de  matrículas, siendo objeto de investigaciones administrativas. 
 
En cuanto a la sugerencia del Banco Mundial para pasar gradualmente a titulaciones más cortas, 
siguiendo las tendencias mundiales, sería una medida equivocada a todas luces. Esta medida 
además de reafirmar el enfoque mercantilizado del sistema económico, que se expresa con 
intereses privatizadores para la educación pública superior, pretenderá bajar la calidad y 






Lo que posiblemente estaría sucediendo en ejecución de las anteriores recomendaciones es que el 
Banco Mundial ha profundizado prácticas crediticias y ha condicionado sus préstamos a acciones 
que van desde la entrega y el manejo de la educación a entidades privadas, cambios en los 
sistemas de evaluación de desempeño y competencias, hasta el abandono gradual de las 
obligaciones que competen al Estado para ir trasladando a las propias instituciones y a los 
estudiantes el deber de financiar la educación.  
 
En conclusión, lo que ha pasado con la aplicación de las directrices es que “poco a poco, los 
créditos contratados con el Banco Mundial para el sector educativo definieron las orientaciones 
públicas. Colombia obtuvo un cronograma de desembolsos, pero obtuvo también claros 
compromisos en política educativa” (Atehortúa, A., 2012), los cuales ha venido aplicando 
disciplinadamente en los últimos planes nacionales de desarrollo.  
 
Teniendo en cuenta que el sistema universitario estatal evidencia una situación de 
desfinanciamiento estructural de las universidades estatales, algunos organismos con relación 
directa sobre este tema se han pronunciado, incluso para sugerir alternativas que puedan 
contribuir a solucionar el problema. Es el caso del Sistema Universitario Estatal-SUE 
(organización integrada por los rectores de las universidades públicas del país), que en el año 
2012 presentó el documento “Desfinanciamiento de la educación superior en Colombia”, la 
principal crítica al sistema financiero de la educación superior pública, según el estudio, tiene su 
origen en la Ley 30 de 1992 al establecer que los presupuestos siempre tendrían que reflejar un 
aumento en pesos constantes.  No obstante, aparte de señalar las causas del problema económico, 
también se proponen algunas actividades frente al tema de financiamiento.  
 
Entre las más relevantes se indican las siguientes. a) Introducir un modelo de estímulos salariales 
y bonificaciones por formación, experiencia y productividad académica, b) Aumentar la base 
presupuestal de las universidades estatales en cada vigencia de recursos de inversión, c)  
Retomar el planteamiento que fue incluido en la propuesta de modificación a la Ley 30 de 1992 
y que contempla que a partir del siguiente año el Gobierno Nacional entregará a las 
Universidades Estatales recursos adicionales, tomando como base la asignación de la vigencia 




la variación del IPC y harán base presupuestal. Lo anterior para atender las necesidades 
generadas por el crecimiento propio de las universidades en asuntos como el bienestar 
universitario, recursos de apoyo académico, acreditación institucional, sistemas de gestión, 
mantenimiento físico y tecnológico, adquisición, reposición y actualización de equipos de 
laboratorio, seguridad del campus y de la información. Todo lo anterior sería viable siempre y 
cuando el Gobierno Nacional reconozca los recursos adicionales que compensen los gastos 
ocasionados con cargo al presupuesto.  
 
Otro organismo que hace aportes que establecen y referencian acciones tendientes al 
fortalecimiento de la financiación de la educación superior como uno de los aspectos necesarios 
para concretar los objetivos que se definan sobre la educación universitaria, es el Consejo 
Nacional de Educación Superior (CESU). En su calidad de ente interadministrativo conformado 
por representantes de las universidades, estudiantes y del gobierno, afirma que la “sostenibilidad 
de la educación superior conllevará a que el Estado colombiano debe reformular el modelo actual 
de gestión institucional, identificar nuevas fuentes de financiamiento y revisar la asignación, 
distribución y destinación de los recursos, de manera progresiva, permanente y creciente, para 
optimizar los resultados del sistema de manera más equitativa, bajo criterios técnicos de 
eficiencia y rendición de cuentas, a la vez, acorde con los retos contemplados en la visión 
propuesta por el CESU a 2034” (Consejo Nacional de Educación Superior, 2014). 
 
Igualmente, el CESU establece algunos postulados frente al tema de la sostenibilidad financiera 
de la educación. Aun cuando algunos coinciden con las recomendaciones que presenta el Banco 
Mundial como por ejemplo el que señala que la sostenibilidad del sistema de educación superior 
será una prioridad del Estado colombiano, equilibrada en términos de recursos, cobertura, 
calidad, inclusión y pertinencia, también se presentan algunas propuestas que se oponen a lo 
impuesto por el Banco. Es el caso de la invitación para que el Estado garantice la autonomía 
universitaria en todas las instituciones que hacen parte del Sistema Nacional de Educación 
Superior y que se establezca la obligación para que todas las instituciones públicas y privadas, 





Continuando con la identificación de los problemas estructurales del financiamiento de la 
educación superior tanto en el ámbito nacional como el territorial, la Asociación Colombiana de 
Universidades (Ascun), coincide con el CESU al criticar el modelo de financiación consagrado 
en la Ley 30 de 1992. Señala en el documento “Aportes de la mesa temática de financiamiento 
para la política pública de educación superior en Colombia”, que “no ha sido suficiente para 
soportar el desarrollo de las IES y el cumplimiento de las metas nacionales en cuanto a la 
ampliación de cobertura y acceso a la educación superior de calidad” (Ascun, 2013).   
 
Se resalta de otra parte la reafirmación para que sea el Estado a quien le corresponda la dirección 
de la educación superior, su desarrollo y fortalecimiento. Importante lo anterior teniendo en 
cuenta que la educación como derecho fundamental guarda relación con la finalidad del Estado 
Social de derecho, y por esto es consecuente que esté a cargo del Estado, por lo cual, se deberán 
garantizar en todo momento los recursos necesarios para concretar la formación que demanda el 
país, fundando una política de priorización de sectores y de programas de formación 
universitaria.  Para lo anterior es de gran importancia el apoyo que brinden las gobernaciones y 
alcaldías, que en los últimos años han dirigido un gran porcentaje de recursos para fortalecer la 
educación básica y media, sin tener en cuenta la inversión para articular con la universidad. 
 
Se debe avanzar en la articulación de la educación media y superior y la investigación científica 
y tecnológica con los sectores sociales, económicos y productivos colombianos, para lo cual se 
debe impulsar el marco nacional de cualificaciones y definir competencias en todos los niveles, 












ANEXO 10. LA EDUCACIÓN PARA EL TRABAJO Y EL DESARROLLO 
HUMANO NO ES EDUCACIÓN SUPERIOR 
 
Para tratar el tema de la Educación para el Trabajo y Desarrollo Humano (IETDH) es necesario 
iniciar, precisando que, en Colombia, de acuerdo con las Leyes 115 de 1994 y 1064 de 2006, y el 
Decreto reglamentario 4904 del 16 de diciembre de 2009, se puede hacer la siguiente 
clasificación:  
 
1. La educación formal, es decir “aquella que se imparte en establecimientos educativos 
aprobados, en una secuencia regular de ciclos lectivos, con sujeción a pautas curriculares 
progresivas, y conducente a grados y títulos” (Ley 115 de 1994, art. 10); 
 
2. La educación para el trabajo y el desarrollo humano-ETDH-, anteriormente denominada 
educación “no formal”, cuyo propósito es “complementar, actualizar, suplir conocimientos y 
formar, en aspectos académicos o laborales y conduce a la obtención de certificados de aptitud 
ocupacional” (Decreto 4904 de 2009, art. 1, núm 1.2);  
 
3. La educación informal, definida como “todo conocimiento libre y espontáneamente adquirido 
o, proveniente de personas, entidades, medios masivos de comunicación, medios impresos, 
tradiciones, costumbres, comportamientos sociales y otros no estructurados” (Ley 115 de 1994, 
art. 43). El numeral 5.8. del artículo 1 del Decreto 4904 de 2009 la define así: 
 
5.8. Educación informal. La oferta de educación informal tiene como objetivo 
brindar oportunidades para complementar, actualizar, perfeccionar, renovar o 
profundizar conocimientos, habilidades, técnicas y prácticas. 
Hacen parte de esta oferta educativa aquellos cursos que tengan una duración inferior 
a ciento sesenta (160) horas. Su organización, oferta y desarrollo no requieren de 
registro por parte de la secretaría de educación de la entidad territorial certificada y 





Tratándose de la Educación para el Trabajo y el Desarrollo Humano (ETDH), esta se rige por las 
Leyes 115 de 1994, 1064 de 2006, y por el Decreto 1075 de 2015 (Decreto Único Reglamentario 
del Sector Educación). 
 
De conformidad con el artículo 36 de la Ley 115 de 1994, la ETDH es la "que se ofrece con el 
objeto de complementar, actualizar, suplir conocimientos y formar en aspectos académicos o 
laborales sin sujeción al sistema de niveles y grados" propios de la educación formal. 
 
En esa dirección, el Decreto 1075, señala en su artículo 2.6.2.2.: 
 
Educación para el trabajo y el desarrollo humano. La educación para el trabajo y el 
desarrollo humano hace parte del servicio público educativo y responde a los fines de 
la educación consagrados en el artículo 5 de la Ley 115 de 1994. Se ofrece con el 
objeto de complementar, actualizar, suplir conocimientos y formar, en aspectos 
académicos o laborales y conduce a la obtención de certificados de aptitud 
ocupacional. 
 
Comprende la formación permanente, personal, social y cultural, que se fundamenta 
en una concepción integral de la persona, que una institución organiza en un proyecto 
educativo institucional y que estructura en currículos flexibles sin sujeción al sistema 
de niveles y grados propios de la educación formal. 
 
Son dos las condiciones que la reglamentación correspondiente señala para la prestación de esta 
clase de servicio educativo: (i) que el establecimiento cuente con licencia de funcionamiento o 
reconocimiento de carácter oficial; (ii) que el programa cuente con el respectivo registro. 
(Decreto 1075 de 2015 – Artículo 2.6.3.1.). Sobre el último de los requisitos, dice el Decreto 
Único del Sector Educación: 
 
El registro es el reconocimiento que mediante acto administrativo hace la secretaría 
de educación de la entidad territorial certificada del cumplimiento de los requisitos 




trabajo y el desarrollo humano. Corresponde a cada secretaría de educación ingresar 
en el Sistema de Información de la Educación para el Trabajo y el Desarrollo 
Humano, SIET, los programas a los que se les haya otorgado el registro.” (Decreto 
1075 de 2015, art. 2.6.4.6.).  
 
Según el artículo 2.6.3.2. Ibídem, la licencia es “el acto administrativo mediante el cual, en el 
ámbito de su jurisdicción, la secretaría de educación de la entidad territorial certificada en 
educación, autoriza la creación, organización y funcionamiento de instituciones de educación 
para el trabajo y el desarrollo humano de naturaleza privada.”  
 
La Ley 1064 de 2006 (artículo 2), procura darle efectos a este tipo de estudios, a partir de su 
reconocimiento estatal: 
 
Artículo 2. El Estado reconoce la Educación para el Trabajo y el Desarrollo Humano 
como factor esencial del proceso educativo de la persona y componente dinamizador 
en la formación de técnicos laborales y expertos en las artes y oficios. En 
consecuencia las instituciones y programas debidamente acreditados, recibirán apoyo 
y estímulo del Estado, para lo cual gozarán de la protección que esta ley les otorga. 
 
Parágrafo. Para todos los efectos, la Educación para el Trabajo y el Desarrollo 
Humano hace parte integral del servicio público educativo y no podrá ser 
discriminada.  
 
En ese sentido, el Decreto 1075 de 2015 (Decreto Único Reglamentario del Sector Educación), 
en su artículo 2.6.2.3 señala que los objetivos de la ETDH son: 
 
1. Promover la formación en la práctica del trabajo mediante el desarrollo de 
conocimientos técnicos y habilidades, así como la capacitación para el desempeño 
artesanal, artístico, recreacional y ocupacional, la protección y aprovechamiento de 
los recursos naturales y la participación ciudadana y comunitaria para el desarrollo de 




2. Contribuir al proceso de formación integral y permanente de las personas 
complementando, actualizando y formando en aspectos académicos o laborales, 
mediante la oferta de programas flexibles y coherentes con las necesidades y 
expectativas de la persona, la sociedad, las demandas del mercado laboral, del sector 
productivo y las características de la cultura y el entorno.  
 
La Formación para el Trabajo y el Desarrollo Humano comprende programas técnicos, que 
conducen a certificados de aptitud ocupacional, ya sean certificaciones académicas o 
certificaciones laborales, dependiendo del programa de que se trate.  
 
Diferente es la educación superior, que como se ha citado, es un servicio público que se 
encuentra normado en la Ley 30 de 1992, la cual establece que podrán acceder a ella quienes 
demuestren poseer las capacidades requeridas y cumplan con las condiciones académicas 
exigidas en cada caso (Ley 30 de 1992, art. 5). Las modalidades de formación a nivel de 
pregrado en educación superior son: 
 
- Modalidad de Formación Técnica Profesional (relativa a programas técnicos 
profesionales). 
- Modalidad de Formación Tecnológica (relativa a programas tecnológicos). 
- Modalidad de Formación Profesional (relativa a programas profesionales). 
 
El legislador colombiano ha establecido, entre otros aspectos, la necesidad de la expedición de 
tarjetas profesionales, matrícula profesional, registros profesionales, en forma diferenciada, para 
el ejercicio profesional. En los demás casos de profesiones ha dispuesto que el título otorgado 
por la IES, sea suficiente para el ejercicio profesional correspondiente. Al respecto la Ley 30 de 
1992 señala: 
 
Artículo 24. El título, es el reconocimiento expreso de carácter académico, otorgado 
a una persona natural, a la culminación de un programa, por haber adquirido un saber 
determinado en una Institución de Educación Superior. Tal reconocimiento se hará 




El otorgamiento de títulos en la Educación Superior es de competencia exclusiva de 
las instituciones de ese nivel de conformidad con la presente Ley. (…). 
 
Ahora, es importante señalar que las IES en ejercicio de su autonomía reglada, pueden ofrecer 
programas de formación para el trabajo y el desarrollo humano, siempre y cuando así lo 
establezcan sus estatutos. Para lo cual, deberán dirigirse a la Secretaría de Educación 
correspondiente al lugar donde se impartirá el programa para obtener el respectivo registro. El 
parágrafo 2 del Artículo 2.6.4.1. del Decreto 1075 de 2015, dispone:  
 
Parágrafo 2. Las instituciones de educación superior, de acuerdo con lo establecido 
en sus estatutos, pueden ofrecer los programas de formación para el trabajo y el 
desarrollo humano de que trata este Título. Para ello deben registrar cada programa 
previamente ante la secretaría de educación de la entidad territorial certificada del 
lugar donde se desarrollará, con el cumplimiento de los requisitos señalados en el 
artículo 2.6.4.8 de este Decreto.  
 
Es de conocimiento la confusa publicidad por parte de algunas instituciones de ETDH, 
relacionada con el presunto ofrecimiento de programas de educación superior, o, de una posible 
articulación de los programas de este nivel con la educación superior, frente a lo cual se precisa 
que acorde con la normativa legal vigente (como se citó) no existe tal articulación, y en el evento 
de que las instituciones de ETDH pretendan optar por el ofrecimiento de programas de educación 
superior, deberán cumplir con los requisitos exigidos en la ley para la obtención de la personería 
jurídica como instituciones de educación superior privadas o de aprobación de estudio de 
factibilidad socioeconómica (de tratarse de la creación de una IES estatal u oficial). 
 
De otra parte, es de resaltar que, en Colombia, los estudiantes que culminan la educación media 
y que desean y logran continuar sus estudios, tienen dos opciones: la educación superior y la 
educación para el trabajo y desarrollo humano-ETDH.  La primera, reglamentada por la Ley 30 
de 1992 y normas reglamentarias, incluye la oferta de programas en los niveles técnico 
profesional, tecnológico y profesional desarrollada por 287 IES (a 2015), que conduce a la 




reglamentarias, que señalan que esta responde a los fines de la educación consagrados en la Ley 
115 de 1994, siendo sus objetivos complementar, actualizar, suplir conocimiento y formar  en 
aspectos académicos o laborales, y que conduce a la obtención de un certificado técnico laboral 
por competencias para programas de formación laboral (mínimo 600 horas), y de certificados de 
conocimientos para programas de formación académica (mínimo 160 horas), en el país hay 3.434 
instituciones de este tipo. (Acuerdo por lo Superior 2034, CESU, página 105). A nivel mundial 
esta es denominada como “Educación y Formación Profesional” e incluye los programas 
educativos, y formativos diseñados para una ocupación o tipo de ocupación concreto. Implica 
una formación práctica, así como el aprendizaje del contenido teórico correspondiente y es 
diferente de la formación académica.  A estos tipos de oferta se agrega la identificada como 
“formación profesional integral por parte del SENA (Ley 119 de 1994), que concentra la 
matrícula de más de la mitad de estudiantes en programas técnicos laborales, y también en 
programas tecnológicos de educación superior. El conjunto de estas posibilidades educativas es 
lo que podría llamarse educación terciaria, o la oferta pos media, que incluye la educación 
superior (técnica profesional, tecnológica y profesional), y la formación para el trabajo y el 
desarrollo humano. Es de notar que para la comunidad no hay una clara diferenciación entre un 
técnico laboral y un técnico profesional (CESU, 2014 p. 106). 
 
Lo anterior, para el Ministerio de Educación se convierte en un escenario propio para la 
estrategia de “articulación” entre niveles educativos, que corresponde a la armonización de la 
educación media con la educación superior y la educación para el trabajo y el desarrollo humano 
(Acuerdo por lo Superior, 2034, CESU, página 106). Esto, consecuente con la opinión de 
expertos académicos que señalan que Colombia requiere repensar el tema de la formación de sus 
jóvenes, no es lógico, ni viable para el desarrollo del país que todos se formen en el sistema de 
educación superior que se conoce, pues el mercado laboral requiere también de otro tipo de 
aprendizaje, en otras clases de escenarios formativos, expertos en formación de carácter 
instrumental especializada. Esto, favorecería el acceso, la permanencia y espacios de movilidad 
académica entre uno y otro nivel. 
 
Consecuente con ello, como se informa en la página del Ministerio de Educación Nacional, el 




SENA, se presentó al país la “Política Pública el Sistema Nacional de Educación Terciaria 
SNET, el cual busca configurar una nueva perspectiva educativa para que más colombianos 
puedan tener mayores posibilidades formativas y de progresión en el sistema educativo”. Esto 
cómo resultado de lo plantado en el en el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 Todos por un 
nuevo país. 
 
Finalmente, en relación con la posible incursión de las instituciones de ETDH en la educación 
superior, me parece conveniente citar lo expuesto por el Ministerio de Educación Nacional en el 
Documento de lineamientos de política pública-versión preliminar- Sistema Nacional de 
Educación Terciara (SNET): camino para la inclusión, la equidad y el reconocimiento”, el cual 
fue dado a conocer el pasado 31 de mayo, que a página 42 cita:  
 
Si las IETDH quisieran ofertar títulos en el pilar técnico de la educación terciaria, 
deberán primero transformarse en instituciones de educación superior, cumpliendo las 
normas exigidas por el MEN para tal fin. Es decir que deberán cumplir con los requisitos 
exigidos para la obtención de personería jurídica (o factibilidad económica para el caso 
de instituciones estatales).  
 
